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INTRODUCCIÓN 

El Estado previene el delito, y reacciona frente a éste, a través de una serle de 

procedimientos y medidas, además del carácter estrictamente preventivo, que tienen 

que ver más con el orden social que con el sistema jurídico, cuenta con el régimen de 

los delitos y de las penas, de la persecución administrativa y procesal y de la ejecución 

de las sanciones penales. A estos tres momentos, Indicados lógica y ao11ológlcamente, 

corresponden las prevenciones del Código Penal sustantivo, del Código de 

Procedimientos Penales y de la ley de ejecución de sanciones que entre nosotros lo es, 

la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados. 

Más allá de formas auto compositivas, prácticamente desterradas de nuestro régimen -a 
excepción del reciente desarrollo de la querella-- y por encima de supuestos aislados de 

autodefensa, el proceso constituye un medio Indispensable para el ejercido del Derecho 

estatal de castigar o de readaptar socialmente al Infractor. Es el derecho persecutorio 

general, denominado jus punlendl, que se actualiza por medio del enjuiciamiento 

penal. 

Del mismo modo, según el dáslco principio de legallclacl, no existen delito ni pena, sin 

ley, tampoco hay sanción sin juicio que la determine, ni debe haber ejecución sin 

normas precisas a las que ésta se sujete. Surge así una de las proyecciones más 

Importantes del Estado de Derecho. De ella resultan los derechos públicos subjetivos o 

garantías Individuales, pero, lhasta donde debemos establecer el límlte de · esas 

garantías?. 

Es frecuentemente sostenido por diversos autores que nuestra realidad jurídica 

constitucional dista mucho de la prevista por la "Constitución escrita". SI tal fuera el 

caso, pareciera que un estudio que se concretara a describir y analizar el texto de 
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ciertos documentos llamados "Constitución" no proporcionaría un conocimiento 

adecuado del alcance de nuestras garantías Individuales. 

Es así como nos enfrentamos con los problemas relativos a la validez v eficacia de las 

normas, v en ese sentido nos hemos cuestionado si puede sostenerse en una norma 

secundarla, --que en cierta forma Ignora a la ley suprema constitucional-- la procedencia 

o continuación del juicio constitucional, el cual se encuentra especificado en los artículos 

103 y 107 de nuestra Constitución Política; entonces tendríamos como resultado la 

Innecesaria protección establecida en la norma constitucional. 

Por estas causas procedemos a un estudio sistemático jurídico comparativo a través del 

método deductivo respecto de las garantías Individuales contenidas en dicha norma 

constitucional, con el propósito de determinar si la Ley secundarla, en este caso la 

Reglamentarla de dichos preceptos constitucionales (artículos 103 v 107), puede v debe 

tener el alcance de superar a la Ley Fundamental; al contemplar diversas hipótesis de 

Improcedencia v sobreseimiento en juicio, v si éste se ajusta al espíritu de la 

Constitución o solo pretende tener una óptica de "política crimina!" v hasta burocrática 

(evitando la carga de trabajo). 

Existen por otra parte, elementos sustanciales que deben proteger las garantías 

Individuales del gobernado, sobre todo cuando se le trata de privar de uno de los 

valores más altos que pueda tener el ser humano, su libertad. 

Cierto es que se han cometido muchas Injusticias a través del procedimiento penal, al 

limitar la amplitud del derecho de defensa como en el caso específico de la fracción X 

del artículo 73 de la Ley de Amparo, la cual contiene como causa de Improcedencia del 

juicio constitucional, el cambio de situación jurídica, originando el sobreseimiento de 

dicho juicio, como es en este caso, frente a la orden de aprehensión, al dictarse el auto 

de formal procesamiento, el cual se traduce en un acto de autoridad que modifica, al 
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menos en el terreno fáctico, esa situación legal previa, dejando lneparablemente 

consumadas las violaciones que hubiesen podido existir en la primera. 

También cierto es que el Interés de la sociedad en su conjunto, al tratar de piotege¡se 

frente a la conducta del "delincuente", va dirigido a nullflcar o al menos evitar en la 

medida de lo posible, que los hechos Ilícitos penales, no queden Impunes con relación al 

Estado de Derecho. 

Es común entender por la mayoría de la Doctrina, y específicamente por la Doctrina 

mexicana, que el proceso constituye una relación aparejada de derechos y obllgaclones 

para quienes en ella participan. 

El proceso desde esta perspectiva ha sido definido como "una relación jurídica 

autónoma y compleja, de naturaleza variable, que se desarrolla de situación en 

situación, mediante hechos y actos jurídicos, conforme a determinadas reglas de 

procedimiento, y que tiene como finalidad la resolución jurlsdlcclonal del litigio, llevando 

ante el juzgador por una de las partes o atraído a su conocimiento directamente por el 

propio juzgador". 

La Idea de litigio, fruto del pensamiento procesal civil como conflicto callflcado de 

Intereses -meta-procesal-, que se resuelve por medio del proceso, constituye un tema 

central en la teoría general de éste y se proyecta con diversas modalidades, hacia el de 

carácter penal. 

En el Derecho penal, el sujeto activo del delito, bajo cualquiera de los títulos de autor o 

partícipe, pasa a ser, en el momento procesal, Inculpado o Imputado, contra él se dirige 

la averiguación previa y, posteriormente el proceso mismo. A lo largo del procedimiento, 

el Inculpado o Imputado tiene a su favor una serte de derechos públicos subjetivos o 

garantías Individuales que la Constitución establece. 
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Es característico del Derecho penal liberal que se dote al imputado de derechos precisos 

oponibles al poder público, con lo que se pretende evitar en gran medida el atropello y 
' 

arbitrariedad del gobernante. Los derechos del inculpado se resumen, específicamente, 

en las garantías de audiencia, seguridad jurídica, de defensa y justo proceso. 

En la anterior tesitura, surge la cuestionante medular de esta investigación sistemática 

de nuestro derecho constitucional frente a la norma que lo reglamenta en sus artículos 

103 y 107 - Ley de Amparo -- ..• SI el imputado o indiciado tiene o le asiste un derecho 

público subjetivo llamado "garantía Individual" que supuestamente es oponible al poder 

público tendiente a garantizar la imparticlón de Justicia; entonces porqué limitar la 

amplitud de esa defensa, que bien podría evitar la tramitación de un proceso que 

estuviese viciado de origen, ya por una mala integración desde la averiguación previa 

(fase indagatoria), como frente a la ausencia de la comprobación del "Cuerpo del 

Delito", o de la probable responsabilidad penal del indiciado en el hecho que se le 

imputa; ya que en la fase indagatoria es muy común que se cometan violaciones 

procesales, las cuales sin embargo, no son tomadas en consideración como tales en esa 

etapa, sino hasta que se consignan (determinación) los hechos ante el Tribunal 

competente, el cual, la mayoría de las veces por lo limitado del tiempo, resuelve sin 

mayor análisis de fondo, basta y sobra que medianamente se acredite la "existencia del 

Cuerpo del Delito y de la Probable responsabilidad del inculpado", para que obsequie la 

orden de aprehensión solicitada por el Representante Social. 

De otra parte pueden existir serios errores en la comprobación del "Cuerpo del Delito" y 

de la probable responsabilidad del indiciado, como por ejemplo cuando no le es dada la 

oportunidad de ser oído acerca de las Imputaciones habidas en su contra ni la de 

aportar elementos de defensa (pruebas), ya que nuestra dogmática penal es tendiente a 

la represión en aras de la prevención y no en sentido contrario, por esa causa basta la 

acusación o querella de un hecho determinado, que en la ley sea considerado como 

delito, y que existan datos suficientes que acrediten la probable responsabilidad del 

indiciado, para tener por acreditado el "Cuerpo del Delito", sin mayor análisis. Esta es la 
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razón por la cual se limita esa "garantía Individual", a través de fórmulas jurídicas que 

evitan la amplitud de esa defensa, provocando un Incesante cambio de situaciones 

jurídicas. 

Puede ser también el caso de que aparezcan medios de convlcdón que en un prtndplo 

no se tuvieron a la mano; este extremo será materia del proceso mismo, pero una vez 

determinada la averiguación, jamás serían atendidos por parte del órgano de control 

constitucional, porque éste se ve restringido por la propia Ley de Amparo (artfculo 78) y 

deberá estudiar el acto reclamado tal v como estuviese probado ante la autoridad 

responsable (esta es otra limltante para el ofrecimiento de pruebas). 

Uno más serla que al evidenciar un "cambio de situación jurídica" estando en curso la 

contienda constitucional pedida para que se examine la legalidad de los actos de 

autoridad, se determinaría el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional del 

juicio llamado de garantías, esto se podría traducir en una Impunidad del accionar de la 

autoridad jurisdiccional porque, merced a ese sobreseimiento, ya no puede ser revisada 

o controlada, la acción de la autoridad judicial responsable, por el Órgano Jurisdiccional 

encargado de ese tan sonado control de la constltuclonallclad, respecto de la actuación 
que realiza la autoridad emisora, por considerar Irreparablemente consumados, esos 

actos, como se dijo, merced a la nueva situación jurídica del Indiciado frente al poder 

públlco. 

En nuestro concepto es un contrasentido que por una parte se t!specifiquen en la 

Constitución, los derechos que puede ejercer el gobernado frente al poder público, y por 

la otra, que la Ley Reglamentarla de ese derecho, limite sin razón aparente el mismo 

Derecho. 

Entonces nos debemos cuestionar: ¿hasta que punto debemos !imitar el derecho 

subjetivo del Indiciado en una causa penal? ¿que es más objetivo? ó ¿que es más 

pragmático?: Esperar el resultado del juicio de amparo en contra de la orden de 
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aprehensión ó lograr el sobreseimiento por el cambio de situación jurídica Incoando un 

proceso que bien pudo ser resuelto sin necesidad de llegar a etapas posteiioles?. 

De aquí surge la solución a la problemática planteada, y ésta es la proposición de 

modificar sustancialmente el contenido actual de la fracción X del artículo 73 de la Ley 

de Amparo, con la finalidad de garantizar la amplitud de una defensa adecuada al caso 

concreto, vía el ejercicio de ese derecho público subjetivo que le asiste a todo 

gobernado. 

Estaremos frente a un criterio de política criminal o frente a una posición burocrática 

que trata a toda costa de evitar la carga de trabajo. SI esto último fuera el caso, 

entonces no sería necesaria esta investigación jurídica. 

Proponer la modificación al contenido de la fracción X del artículo 73 de la Ley de 

Amparo con relación a la orden de aprehensión, tiene como sustento básico y 

fundamental, jurídico y humano, el analizar y estudiar que los derechos públicos 

subjetivos del gobernado obviamente, frente a las arbitrariedades del poder público, 

pero de ninguna manera fomentar o Introducir elementos que lleven o estén Investidos 

de Impunidad. 

La respuesta se encuentra en la adecuación de las leyes a nuestra realidad cotidiana. 

Así como no es justo que se procese bajo la mala Integración de una averiguación 

previa, menos justo es que el delito quede Impune, pero sobre todos estos conceptos 

prevalece el espíritu del dotar con amplitud de defensa a un derecho fundamental del 

hombre ... su libertad. 

ANTONIO VARGAS SALAS. 

VI 



"ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN X DEL ARriCULO 
73 DE LA LEY DE AMPARO, CON RELACIÓN AL 
ARTICULO 16 CONSTITUCIONA~ RELATIVO 

A LA ORDEN DE APREHENSIÓN". 



CAPITULO! 

ANTECEDENTES 



1.1 De LOS OIÚGINIS CONSTITUCIONALIS. 

Conocer el desanollo de nuestro sistema jurídico, en especial las gar.mías Individuales, 

Inevitablemente nos lanza al laberinto de los antecedentes de la hlstDrla, donde 

habremos de encontrar numerosos antecedentes en distintas regiones, lo que nos da 

una Idea global para tratar de entender lo que hemos sido, lo que somos y lo que 

aspiramos ser como nación. Oscilando entre el liberalismo anglosajón y ewopeo y las 

prácticas c:entrallstas del México colonial, nuestra historia decimonónica va definiendo su 

marco de libertades y de opciones, hasta encontrar un aparente acomodo que le ha 

dado sustento. Las anteriores razones nos permiten penetrar en las diversas formas en 

como se fueron Integrando las distintas clases de sistemas jurídicos, de los cuales 

nuestros tratadistas, han aprovechado con Inmejorable lntellgencla, lo que más 

conviene al actual sistema jurídico nacional, aprendiendo de aquí, de allá, pero siempre 

adecuando las novedades a nuestra Idiosincrasia. 

Empecemos por citar que al darse un mayor desarrollo de las reladones entre los 

hombres, surge de manera Imperiosa la necesidad de regular el trato entre unos y 

otros, y de establecer derechos y obligaciones; en suma, se trata de buscar una 

organización que responda a las exigencias de la vida cotidiana de grupos cada vez más 

amplloS v complejos en su composición y requerimientos. El surgimiento, pues, de una 

forma de administración o de gobierno en el Interior de los grupos, así como de 

hombres v principios que se ubicaban por encima del conglomerado, dan origen al 

nacimiento de instituciones, entre las que podríamos enunciar la forma de organización 

en el antiguo Egipto, en el segundo milenio antes de nuestra era. Y pese al supuesto 

origen divino que se atribuye, se erige como la autoridad de la sociedad. Veamos la 

definición del jurista André Haurlóu: "En Egipto el poder es autocrático, es decir, emana 

solo de la persona del faraón, debido en parte al origen divino de éste1". 

En la vieja Grecia, considerada la cuna del derecho constitucional, el filósofo Platón, en 

su libro tercero sobre Las leyes o de la legislación, afirmaba ••• 

1 HAURIÓU, Andn!, Derecho constitucional e Instituciones públicas. Ariel. Ban:elona. 1971, s.p. 



"puede decirse con razón, que hay de cierta manera dos clases de 
constituciones políticas, de las cuales nacen todas las demás: la una es la 
monarquía y la otra la democracia. La monarquía entre los persas, y entre 
nosotros, los atenienses, la democracia, aparece con todo el desarrollo 
posible; y casi todas las demás constituciones son, como decía, 
composiciones o mezclas de éstas ctos2

". 

Así, el surgimiento del Estado y de la autoridad que éste representaba requería del 

compendio de leyes previamente establecidas, y de las que se tendrían que elaborar 

después, como la mejor forma de lograr una mayor organización. De tal manera surgían 

constituciones como ciudades-estado se creaban. Ello dio pie al nacimiento del Derecho 

constitucional. Al respecto, Haurlóu señala •.. 

"la cuna del derecho constitucional se encuentra en el Mediterráneo 
oriental y, con más precisión, en Grecia; más tarde se trasladó a Roma. 
Aristóteles, que vivió en el siglo IV a.c. enumera, en una obra que 
desgraciadamente se ha perdido, 158 constituciones, pasadas o presentes, 
de ciudades griegas, lo que constituye un ejemplo lmpreslonante3"~ · 

2 PLATÓN, Las Leyes, Porrúa, México, 1970, p.65. 
' HAURIÓU, Andn!, op. cit., p. 44. 



--------~--------

1.1.lGUCIA 

El surgimiento de la dudad griega, en calidad de ciudad-estado, hasta cierto punto 

significa "la prefiguración del Estado moderno, pero se diferencia daramente de éste 

por sus dimensiones geográficas y por la Institución de la esclavitud"'. Sin embargo, 

otras características la hacen sensiblemente diferente respecto al comportamiento de 

sus ciudadanos, quien encuentra en la ciudad las condiciones necesarias para su 

recreación personal, en tanto que no se descuidan los requerimientos para su mejor 

formación. En cuestiones relacionadas con la educación, la formación cívica o la 

partldpaclÓn política, el hombre encuentra un campo de acción, con las oportunidades 

que le ofrece ésta sociedad organizada. 

Las relaciones entre el poder y la participación ciudadana pretenden obtener un 

equilibrio a través de la democracia directa y participativa; "el voto de las leyes en la 

plaza pública, la elección o el sorteo de los gobernantes, el ostracismo, es decir, el 

derecho a revocar a los gobernantes caídos en desgracia, etc.5
", hace que los 

Integrantes de la ciudad griega se sientan a la vez "gobernantes y gobernados". Sin 

embargo, y como lo señala el Dr. Ignacio Burgoa, en Grecia el Individuo no gozaba de 

ninguna prerrogativa frente al poder público, y "tampoco gozaba de sus delechos 

fundamentales como persona reconocidos por la polis y oponibles a las autoridades, es 

decir, no tenía derechos públicos lncllvlduales6
". Más adelante Burgoa agrega que la 

esfera del ciudadano estaba prácticamente Integrada por derechos políticos y cMles, 

puesto que Intervenía directamente en la formación de la constitución y en el 

funcionamiento de los órganos del Estado . 

• /bid, p. 46. 
'Idem, p. 47. 
6 BURGOA, Ignacio. Anlea!dentes del juicio de amparo. s.d. 



Desde entonces, la República antigua preveía los cargos en el Estado, 

democráticamente; las decisiones posibles, se alcanzan por consenso y a falta de un 

"9'dadero aparato de Estado, éstas se realizan a tnlvés de los esfuerzos de la 

comunidad. 

La dudad-estado más caracterlstlca de Greda, Atenas, viene a ser la cuna donde se da 

más Importancia al hombre, ello condujo a la pérdida paulatina en la Importancia de las 

Instituciones y de las "divinidades". La ciencia ciudadana de los griegos, respecto al 

poder, los llevó a la Interiorización Individual del mismo y, como anota Haurióu, "a un 

equlllbrio de la conciencia de cada uno entre las exigencias del poder y de las de la 

libertad". Las Instituciones griegas, aflade, presenbln dos importantes aspectos: ... " una 

claslficaclón de los regímenes políticos y la Intuición de que, para evitar el riesgo de que 

el poder oprima la libertad, es necesario que los diversos medios de expresiÓn y de 

acción del poder no estén reunidos en una sola mano, sino, por el contrario, repartidos 

entre titulares diferentes7
". Ello Implica que en una división de poderes coi iceblda, sus 

titulares tendrán que ser personas distintas, y que dos poderes no pueden recaer en 
una sola. Según el mismo tratadista, la división de poderes en~nclada por Aristóteles 

decía: 

"La función deliberativa de las que son muestras el voto de las leyes y de 
los tratados, así como el control de los magistrados. Esta función está 
normalmente confinada al pueblo. Las magistraturas, es decir, el ejercicio 
de la autoridad, lo que coi iocemos como poder ejecutivo; estas 
magistraturas son habitualmente otorgadas por elecdón. Por últlmo, la 
función Judldal, asegurada por una serte de tribunales, que entlel Ideo de 
los diversos procesos atmlnales o dvtles, hasta los ~ue reciben las 
cuentas públicas o Juzgan atentados contra la Constitución ". 

Como se aprecia, el avance de los griegos en lo que toca a su organización del Estado v 
a la participación democrática ha sido su gran aporte al mundo occldental. La 

7 HAURIÓU, AncW. op. cit. p. 48 
1 HAURIÓU, Andn!. op. cit. pllg. 49 
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importancia de los griegos radica en la estructura que imprimen a sus constituciones, 

especificando procedimientos relativos a los asuntos criminales y civiles, Iniciando asi la 

perfección de los procedimientos legislativos, en aras de una armonía absoluta de 

convivencia del hombre, procurando su protección en contra de los actos de autoridad, 

lo que bien puede considerarse como un antecedente Indirecto de nuestro juicio de 

amparo. 



1.1.2 ROMA 

Cuando se establece el reinado de Rómulo, en la reglón del gran valle cuyos pobladores 

se llamaban a sí mismos latinos, a la par de Roma existían otras doce ciudades, 

mientras que la zona montañosa era ocupada por los etruscos. Todas tenían un 

gobierno slmllar, de acuerdo con la época. El rey Rómulo conducía el ejército y era el 

juez en los pleitos legales, pero entre esas funciones estaba la de mantener las buenas 

relaciones con los dioses para que favorecieran a su pueblo. 

El principal deber cívico del romano no consistía en el pago de Impuestos, como ocurría 

en otras ciudades, sino en ocupar su lugar en las filas del ejército. "cada ciudadano -

señala Alfred Duggan- debía llevar consigo un escudo y una lanza por lo menos, y si 

también podía aportar una armadura y una espada, t.anto mejor; estaría más seguro."9 

La mística guerrera de los romanos fue en su origen verdaderamente democrática, pues 

antes de Iniciar una campaña el rey preguntaba a los soldados que se habían allstado si 

aprobaban la reallzaclón de la misma. 

La expansión de Roma favoreció el desarrollo del comercio, con ello se afectó su 

economía y más aún cuando se Introduce el dinero, ya que los romanos no acuñaban 

moneda, salvo toscos pedazos de cobre, que más tarde son reemplazados por monedas 

de oro y plata traídos del extranjero. La llegada del dinero, creó nuevas tensiones 

sociales de la ciudad romana. Algunos plebeyos dedicados al comercio pudieron 

prosperar de t.al forma que se volvieron más ricos que los mismos patricios e incluso 

poseyeron tierras más que éstos. Sin embargo, el origen plebeyo les Impedía acceder a 

los cargos públicos, lo que originó que amenazaran con formar otra dudad, los patricios 

-se dice que por patriotismo- accedieron a modificar la constltudón para que los 

plebeyos pudieran ser elegidos en cualquier cargo público. Incluso se decretó que uno 

de los cónsules debía ser simple plebeyo, aunque la ley no aciaraba si el otro debía ser 

patricio. La formación de asambleas por los plebeyos, de la que estaban excluldos los 
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patricios, podía aprobar decretos a manera de pleblscttDs, que afectaban a toda la 

dudad. Al Ir protegiendo más entrañablemente sus lubeic:w:s, los plebeyos eligieron 

funcionarios a los que llamaron tribunos, quienes, sin embargo, no podían ser 

magistrados romanos. 

Durante el periodo del gran Imperio, cuando su soberanía se extiende prácticamente por 

sobre casi todo el mundo conocido, Roma está a la cabeza de un sistema de 

protectorados "en el que las ciudades y los pueblos ccnqulstados conservan una cierta 

autonomía, bajo el control más o menos esbecho de un representante del 

emperador".1º En su libro Historia de la teoría política. George H. Sablne sel'lala: "Era ya 

visible que el sucesor de Macedonia, así como de Egipto y de los reinos asiáticos sería 

Roma, y que el mundo civilizado se uniría bajo un solo dominio político, como ocurrió en 

el curso del siglo sigulente11 ." El autor se refiere a lo que se conocería, en el siguiente 

siglo, como era cristiana. 

Si bien a principios de los siglos I y 11 a. C., la filosofía estoica, desarrollada por Zenón 

de Atenas, difundía las Ideas de la justicia natural, del Estado universal y una ciudadanía 

también universalizada, aunque en términos más éticos que jurídicos, en los dos o tres 

siglos posteriores se marcó un desarrollo de Ideas filosóficas, en los comienzos de la 

jurisprudencia romana, que Introdujo el derecho natural en el aparato filosófico del 

derecho romano. 

Así, durante esos siglos, se produce el desarrollo de la jurtsprudencla romana, en lo que 

se denomina periodo clásico, época en la que aparecen y se difunden los escritos de los 

graneles jurisconsultos, que fueron seleccionados y compilados en el Digesto o 

Pandectas que el emperador Justinlano hizo publicar en el afio 533. Al respecto Sablne 

seí'lala: 

• DUGGAN, Alfred, los romanos, Joaquín Mortiz, México, 1980, p. 9. 
'º HAURIÓU, Andn!, op. cit., p. 50 
11 SABINE, H. George. Historia de la teor/a polllica, Fondo de Cultuni Económica, México, 1982. p. 126. 
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"La teoría política constituye una proporción significante de la totalidad de 
la obra y los pasajes a ella relativos no son muy numerosos ni muy 
extensos. Los jurisconsultos eran juristas, no filósofos ••••• La filosofía de los 
jurisconsultos romanos no era filosofía en sentido técnico, sino ciertas 
concepciones generales, sociales y éticas, conocidas por todos los hombres 
cultos, y que los jurisconsultos consideraban útiles para sus finalidades 
jurídicas12

." 

En suma la mayor aportación de los romanos a la civilización es un sistema de 

legislación que al paso del tiempo y hasta nuestros días se ha estado perfeccionando 

como expresión del sentir general y se traduce en los debates legislativos, siempre en 

busca de la razón que posteriormente habrá de convertirse en ley. 

Roma aportó al derecho público dos Importantes conceptos, que al finalizar la Edad 

Media habrían de ser la base de sustentación de los Estados modernos: el concepto de 

soberanía y el de lmperlum. La Roma Imperial que permitía cierta Independencia a las 

ciudades y pueblos conquistados y cuando surgía un conflicto, afirma Haurlóu, "Roma 

Imponía su arbitraje a las dos partes en litigio. De la misma forma, los países 

administrados debían pagar tributo, proporcionar contingentes militares, colaborar en la 

construcción de caminos o de puentes, así como en el funcionamiento de otros servicios 

públlcos13
". Pero sobre todos esos poderes delegados, estaba el del emperador el que 

fue definido como aquel por encima del cual no existe nada más. 

Respecto del lmperium cabe decir que es necesario entender un poder específicamente 

político, desmembrado de los medios de acción económicos o religiosos y ejercido sobre 

hombres libres así aparece el procónsul quien tenía el poder o autoridad que le permitía 

aplicar sanciones, desde leves multas v cárcel, hasta la pena capital, pero esas 

sanciones tenían carácter eminentemente político y de ninguna manera económico ni 

religioso. En este sentido, la aportación a la humanidad acerca del imperium se da como 

12 SABINE, H. Georgc, op. cit. p. 132 
13 HAURIÓU, Andn!, op. clt, p. S2 
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origen del poder político moderno e indica la existencia de un Estado cuya finalidad son 

las cuestiones eminentemente polítlc.as y de gobierno que regula las relaclones entre 

esos hombres libres. 
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-.. ::::::; 

1.1.3 INGLATEltRA. 

El constitucionalismo anglosajón se deriva de la primera invasión conocida en la isla, 

ocurrida en el siglo I y protagonizada por los brltanos, quienes crearon dos centros de 

civilización uno al este y otro al Sureste. Cincuenta años después, el cónsul romano Julio 

Cesar emprendió una expedición para ocupar el país, lo que logró en su segundo 

Intento. Poco después se vio obligado a dejar la Gran Bretaña para ocupar Galicla. Sin 

embargo, la ambición romana de extender su Imperio no se truncó en lo que respecta a 

esta parte de Europa, y en el año 43 a. C. el emperador Claudia reinicia la conquista, 

que fue concluida cuarenta años después. 

La influencia de esas conquistas dejaron a su paso una serie de costumbres que fijaban 

sus propias leyes o maneras de comportarse y formas de organización permitieron que 

en la Inglaterra de tantas invasiones se sumaran y concretaran un conjunto de reglas 

consuetudinarias que fueron recopilando y más tarde dan origen a lo que se conoció 

como Cartas de Libertades o Constituciones de Clarendom. Estas desembocan 

posteriormente en la célebre Carta Magna que se vio obligado a firmar el rey Juan Sin 

Tierra en 1215, la cual junto con el common law (ley no escrita) representó la 

conformación del primer Estado unificado de Europa. 

Al respecto el tratadista Jorge Sayeg señala: 

"El reconocimiento y protección de algunos derechos lndlvlduales que la 
costumbre había consagrado, y que constituye el contenido esencial de 
este documento la Carta Magna que lo hace ser base, y uno de los triunfos 
más efectivos que el individuo obtuviera en su lucha por ampliar su esfera 
a costa de ir reduciendo el poder de la autoridad, se vio acrecentado con la 
serle de documentos que le sucedieron14 

.. " 

14 SA YEG Helu. Jorge, El Constitucionalismo Socio/ Mexicano, Cultura y Ciencias Politicas, México, 1972, p.100. 
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El autor citado se refiere a la llamada Petición de Derechos, el Pacto Popular, el Hábeas 

Corpus, el 8111 de Derechos (proyecto de ley) y el Acta de Estableclmlento. Esta serle de 

documentoS de carácter jurídico regulan la conducta con el rev y del gobierno en lo que 

toca a los derechos ciudadanos y a todos los factores que afectan la vida pública, 

particularmente al Estado. 

La considerable limitación de la autoridad implica que por encima de ésta se encuentran 

las leyes; por lo tanto, el soberano no puede restringir la libertad de los Ingleses. En 

cuanto al acuartelamiento de tropas et rey puede hacerlo siempre que cuente con la 

anuencia del parlamento; además, se sujeta a la autoridad real al juicio de un Tribunal 

de Barones, que tiene como responsabilidad la vigilancia del cumplimiento de las 

Ubertades que ha Ido ganando la población Inglesa. 
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1.1.4 MÉXICO. 

Como lo hemos citado, nuestro derecho constitucional posee numerosos antecedentes 

de los cuales nuestros tratadistas han aprovechado y recopilado Ideas, conceptos y 

definiciones jurídicas provenientes de todas partes del mundo, con el afán de adecuar a 

nuestra realidad, principios y bases lo suficientemente sólidos como para regular las 

relaciones de una sociedad cada vez más compleja y determinada a hacer valer la 

legalidad en todos los actos de la vida pública. Así tenemos antecedentes 

constituclonales como lo son El Real Consejo de Indias, las Reales Audiencias, la 

creación de Ayuntamientos, las reformas borbónicas del siglo XVIII, pasando por el 

despotismo Ilustrado de Carlos III, seguido de la Conspiración de Valladolid, de la Junta 

de San Miguel el Grande, de la Conspiración de Querétaro, los que suelen ser los más 

buscados por esos tratadistas y constitucionallstas. 

Tenemos entonces una gran fuente de Información que se traduce en la aparición de la 

Primera República Federal que constituye un gran aporte jurídico de la época, la cual se 

da en cumplimiento de los acuerdos estipulados en el Plan de Casamata, el Supremo 

Poder Ejecutivo que convoca a la Integración de un nuevo Congreso Constituyente, que 

fue Instalado el 7 de noviembre de 1823 y para el 31 de enero de 1824 dicho Congreso 

aprobó el Acta Constitutiva de la Federación, Instrumento jurídico para el gobierno y la 

organización política provisional, en tanto se concluía y aprobaba la Carta Fundamental. 

Las discusiones sobre la Constitución concluyen el 4 de octubre de 1824, día en que se 

da a conocer a la nación mexicana la Constitución Federal de los Estados Unidos 

Mexicanos, redactada y aprobada por el Congreso Constituyente que a la sazón derruía 

las bases de la colonia y del Imperio criollo. El ~acto Federal, firmado por los 99 

diputados, queda sellado bajo el símbolo de la unidad naclonal, y el respeto a cada una 

de las partes Integrantes de la Federación. 

El clocumento consta de siete títulos subdivididos en secciones, y de 171 artículos y 

aparece la división de poderes, el Ejecutivo que se deposita en una sola persona, el 
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Presidente de la República, la cual no puede tener o asumir ninguno de los otros dos 

poderes de acuerdo a la doctrina de Montesquieu: poder ejeeutivo, leg'sllll:M> v Judldal. 
El legislativo se divide en dos cámaras, de diputados y de senadores. El poder Judldal, 
se atribuye a la Suprema Corte de Justicia. Sin embargo, permanecía lntocada la 

intolerancia religiosa, la cual se mantenía inalterada al afirmar que la religlÓn católica 

era la religión oficial y que se prohibía cualquier otra, se enunciaba al Inicio de esta 

Constitución: 

"En el nombre de Dios Todopoderoso, autor v supremo legislador de la 
sociedad. El congreso general constituyente de la nación mexicana, en 
desempeño de los deberes que le han impuesto sus comitentes para fijar 
su independencia Política, establecer v afirmar su libertad v promover su 
prosperidad V gloria, decreta lo siguiente .... CONSTIT\JCION FEDERAL DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS15 

" 

Documento en el cual aparece en la Sección Séptima: "Reglas generales a que se 

sujetarán todos los Estados y territorio de la federación la administración de justicia" 

contenidas en doce artículos del 145 al 156, los cuales son considerados como 
antecedentes jurídicos de los principios en que se basa el actual Juicio de amparo, los 

que nos permitimos transcribir dada su importancia: 

145. En cada uno de los Estados de la federación se prestará entera fe y crédito a los 

actos, registros y procedimientos de los jueces y demás autoridades de los otros 

Estados. El congreso general uniformará las leyes, según las que deberán probarse 

dichos actos, registros y procedimientos. 

146. La pena de infamia no pasará del delincuente que la hubiere merecido según las 

leyes. 

'' Forma de Gobierno: n:publicana, represen1aliva, popular, federal. 
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147. Queda para siempre prohibida la pena de confiscación de blenes.148. Queda para 

siempre prohibido todo juicio por comisión y toda ley retroactlva.149. Ninguna autoridad 

aplicará clase alguna de tormentos, sea cual fuere la naturaleza y estado del proceso. 

150. Nadie podrá ser detenido sin que haya semiplena prueba, o Indicio de que es 

delincuente. 

151. Ninguno será detenido solamente por indicios mas de sesenta horas. 

152. Ninguna autoridad podrá librar orden para el registro de las casas, papeles y otros 

efectos de los habitantes de la República, si no es en los casos expresamente dispuestos 

por la ley, y en la forma que ésta determine. 

153. A ningún habitante de la república se le tomará juramento sobre hechos propios al 

declarar en materias crlmlnales. 

154. Los militares y eclesiásticos continuarán sujetos a las autoridades a que lo están en 

la actualidad, según las leyes vigentes. 

155. No se podrá entablar pleito alguno en lo civil ni en lo criminal, sobre Injurias, sin 

hacer constar haberse Intentado legalmente el medio de la conclllaclón. 

156. A nadie podrá privarse del derecho de terminar sus diferencias por medio de 

jueces árbitros, nombrados por ambas partes, sea cual fuere el estado del juicio. 

Prosiguiendo con los antecedentes constltuclonales encontramos las Leyes 

Constltucionales16 de diciembre 29 de 1836 disponen en su artículo 2: 

16 Centralista. No federalista. 
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"Son deiechos del mexicano.- I. No poder ser preso sino por mandamiento 
de juez competente dado por escrito y firmado, ni apiehe11dldo sino por 
disposiciÓn de las autoridades a quienes corresponda según la ley, 
excepti'iase el caso de delito "in fragantl", en el que cualquiera puede ser 
aprehendido, y cualquiera puede aprehenderle, presentándole desde luego 
a su juez o a otra autoridad pública". 

Por su parte las Bases de Organización Política de la República Mexicana de junio 13 de 

1843 nos dan la referencia respecto de las garantías individuales que se contemplaban 

en esa época en su artículo 9 que disponía: 

"Derechos de los habitantes de la República: 

I. Ninguno es esclavo en el territorio de la nación, y el que se 
introduzca, se considerará en la clase de libre, quedando bajo la 
piotecdón de las leyes. 

II. Ninguno puede ser molestado por sus opiniones: todos tienen 
derecho para Imprimirlas y circularlas; sin necesidad de previa 
califlcadón o censura. 

No se exigirá fianza a los autores, editores o impresores, 
V. A ninguno se aprehenderá, sino por mandato de algún funcionario 
a quien la ley dé autoridad para ello; excepto el caso de delito "In 
fragantl" en que puede hacerlo cualquiera del pueblo, poniendo al 
aprehendido Inmediatamente en custodia a disposición de su juez". 

Ignacio Comonfort, siendo Presidente de la República mexicana, decreta la Constitución 

Política de la República Mexicana, sobre la indestructlble base de su legítima 

independencia, proclamada el 16 de septiembre de 1810, y consumada et 27 de 

septiembre de 1821, la que en sus artículos 16, 17, 19, enumeran distintas garantías 

individuales relatlvas a la privación de derechos, las cuales serán resueltas con apego a 

lo dispuesto por el artículo 101 que dice: Los tribunales de la Federación resolverán toc:la 

controversia que se suscite: I Por leyes o actos de cualquier autoridad que violen 
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garantfas Individuales. Por su parte el artículo 102 de la citada Constitución dice: Todos 

los juicios de que habla el artículo anterior se seguirán, a petición de parte agraviada. 

Así llegamos hasta la Constitución de 1917, que rige hasta nuestros días, la cual regula 

las garantías Individuales y en los artículos 103 y 107, la forma y términos en como se 

debe ejercer el derecho de protección de esas garantías. 
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... :::::::;: 

1.1.5 COMPAltATIYAMBfn CON LOS 
l!S1ADOS UNIDOS DI! NOllTUM!iltlCA. 

Para observar rasgos semejantes, en términos generales, del juicio de amparo y del 

sistema norteamericano de control constltuclonal, se describirán brevemente los 

fundamentos del sistema del vecino país del norte. 

Según la Constitución de los F.stados Unidos de Norteamérica, todos los jueces de la 

Unión deben decidir la aplicación de las normas constltuclonales sobre las normas 

locales u ordinarias. Los procedimientos concretos para realizar dicho control son los 

siguientes: 

l. La Interpretación constructiva de las leyes. Permite una gran flexlbllldad, 
de tal manera que se pueden adecuar las leyes a situaciones económicas, 
sociales y polltlcas cambiantes; por ejemplo, el Sheman Act y el Clayton 
Act. . 

11. La declaración de antlconstltuclonalidad. Este procedimiento anula de 
plano las leyes de acuerdo con los siguientes criterios: por violación del 
due process of law; cuando se ataca la libertad física, económica, etc; 
cuando se priva a la gente de su propiedad, y cuando se resb'lnge la 
libertad de contratar. La Suprema Corte Norteamericana anuló, de 1789 a 
1928, 60 leyes. 

III. La Advlsory Opinlon. Este procedimiento se ejercita a través de los 
Informes oficiales que rinde la Suprema Corte, a petición de otro poder, 
respecto a la constitucionalidad de alguna ley. Comúnmente es el Poder 
Leglslatlvo el que solicita dichos informes. 

IV. El juicio declarativo. Este es el sistema más generalizado y en la 
actualidad funciona ampliamente. Es el ejercido por cualquier partlcular 
que promueva ante un juez, antes de una situación contenciosa, la 
constltuclonallclad o no de una ley. 
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Ahora bien, es indispensable estudiar escuetamente el writ, que son los que llevan ante 

la Suprema Corte de Justicia, en los Estados Unidos, las violaciones constltuclonales17
: 

Wrlt of error. Consiste en la tramitación de una nueva Instancia, es 
decir, es una especie de casación o apelación. Actualmente está en 
desuso. 

Writ of cercloraty. Este recurso procede cuando han venido sido 
violadas las leyes de procedimiento por una autoridad local. 
También se encuentra en desuso. 

Writ of mandamus. Es la expedición de un mandamiento dirigido en 
contra de una autoridad para que ejecute un acto que -con 
frecuencia-se ha negado a realizar. 

Wrlt of prohlbitlo. Es idéntico al de mandamus, solo que obliga a 
una autoridad a dejar de hacer algo. 

Wrlt of lnductlo. Es el recurso que más ampliamente permite la 
defensa constitucional y ha sido fuente Importante de la 
jurisprudencia norteamericana. 

Existen dos clases de inductlo: la prohibitiva y la de mandato. La primera Impide la 

realización de los actos, y la segunda los ordena. El wrlt of lnductlo procede tanto contra 

particulares como contra autoridades, ya sea por violación de derechos constitucionales 

federales o locales y también por violaciones al Common Law, de la jurisprudencia o de 

la equidad. 

El wrlt of habeas corpus es suficientemente conocido. Defiende a los particulares de 

aprehensiones Injustificadas de la autoridad. No es un recurso que esté expresamente 

instituido por la cónstltuclón Federal, sino más bien es garantizado por las dlstlnti:ls 

17 RABAS A, Osear •El amparo y los Recursos Norteamericanos•, Revista Mexicana de Derecho Público, vol. 1, 
núm. 144, pp. 385 a 405. 
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Constituciones locales de las entidades federativas de los Estados Unidos de 

Norteamérica. 

Luego entonces al confrontar nuestro sistema de control constitucional, con el 

norteamericano, podemos encontrar una gran similitud de figuras jurídicas, tal vez la 

diferencia más persistente sea que en Norteamérica se conoce como "recurso" y en 

nuestro medio como "juicio"; pero Indefectiblemente habrá similitudes Importantes, lo 

que hace pensar en que nuestros juristas y tratadistas, han venido observando, 

catalogando y analizando los principios de una y otras figuras y han recogido una Idea 

híbrida si se quiere, adaptada a nuestra realidad. 

Así tenemos que la Constitución de nuestro país de 1824; ni siquiera contemplaba un 

capítulo relativo a las garantías individuales y no posee un medio concreto que evite las 

violaciones a la Constitución. 

Las Siete Leyes Constitucionales de 1836. Jorge Gaxlola18 hizo un mer1torlO estudio que 

desempolva el sistema de control constitucional que esta Ley Fundamental Instituye. A 

este sistema se le conoció como Supremo Poder Conservador, el cual nunca funcionó, 

pero podemos anotar que entre sus atribuciones estaba, por ejemplo, declarar la 

nulidad de cualquiera de los actos de los otros poderes, a petición de alguno de ellos 

indistintamente. 

El proyecto de 1840 (Constitución de Yucatán). Al respecto han habido discusiones entre 

eminentes tratadistas de Derecho Constitucional Mexicano, unos en defensa de 

Crescenclo Rejón como creador del juicio de amparo y otros exigen la paternidad de 

este juicio a Mariano Otero. Con severa objetividad, debemos decir que es Crescencio 

Rejón quien Inspira la creación del juicio de amparo por la primacía en la Organización 

Racional de su Sistema de Control Constitucional, ya que en su artícuio 53 se dice: "La 

Corte Suprema de Yucatán tiene facultades para amparar en el goce de sus detechos a 
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los que le pidan su protección contra leyes y derechos de la Legislatura que sean 

contrarios a la Constitución, o contra las providencias del gobernante o Ejecutivo 

reunido cuando en ellas hubiese Infringido el Código Fundamental o las leyes, 

!Imitándose en ambos casos a reparar el agravio en la parte que éstas o la Constitución 

hubiesen sido violadas". 

Acta de Reformas de 1847. Es Mariano Otero el redactor de esta Acta de Reformas en la 

que expresa su conocida fórmula Otero, en su artículo 25: 

"Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la 
República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan 
esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los 
poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, 
limitándose dichos tribunales a Impartir su protección, al caso particular 
sobre el que verse el proceso, sin hacer declaración general respecto de la 
ley o del acto que la motivare19 ''. 

Constitución de 1857. En los debates del Constituyente de 1856-185720 sufrió el juicio 

constitucional serlas vicisitudes. Los diputados de mejor fama como Arrlaga, Ramírez, 

Ocampo y Guzmán, propugnaron por organizar un juicio de amparo de naturaleza sul 

génerls, ya que era un jurado popular el encargado de Interpretar la Constitución y 

defender la aplicación de la misma. Esta Constitución da cabida a la fórmula Otero, pero 

con las modalidades descritas. 

La Constitución de 1917. A pesar de las experiencias y de los debates acumulados en el 

lapso 1857-1917, la Constitución vigente mantuvo la línea general trazada por la 

Constitución de 1857, reafirmando el control de la legalidad, al mismo tiempo que el de 

11 GAXIOLA. F. Jorge, Mariano Olcro, pp. 308 a 316. 
19 GAXIOLA, F. Jorge, ob. cit., pp. 352 y 353. 
'ºZARCO, Francisco Historia del Corrgreso Conslll11yenle (1856-57), pp. 323-26, 340, 384-385, 487-89, 989-996. 
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control constitucional en el mismo juicio, o sea, aunando la defensa oonstituclonal con 

un recurso de revisión, tercera Instancia o especie de casación o de apelación. 
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1.2. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DEL JUICIO DE AMPARO. 

1.2.1 DERIVADOS DE LA ESTllUCTUllA DE LA CONSTITUCION. 

Como se dijo, el precepto constitucional que regula la procedencia genérica del juicio de 

amparo, ante los tribunales federales, es el artículo 103, el cual posee numerosos 

antecedentes tanto en el ámbito nacional como extranjero, lo que ha venido a 

determinar su evolución sistemática. 

Entre los antecedentes exteriores podemos citar; la revisión judicial, la estructura del 

Poder Judicial Federal, el habeas corpus y el régimen federal, todos provenientes del 

derecho público norteamericano; el nombre mismo de la institución y la tendencia hacia 

la centralización judicial, que tienen su origen en la tradición hispánica, así como 

algunos elementos del sistema francés, o de las declaraciones de derechos y la 

casación. 

Por lo que toca a los precedentes nacionales, éstos significan una paulatina evolución 

que ha permitido madurar la Institución protectora de los llamados derechos 

fundamentales, y entre estas etapas podemos citar el artículo 137 fracción V de la 

Constitución federal de 1824 que confirió a la Suprema Corte, la facultad de conocer las 

infracciones a la Constitución y· leyes generales según se previniera por la ley, 

atribuciones que no fueron ejercidas por la ausencia de esa ley reglamentaria; el 

artículo 2º fracción I de la Primera y 12 fracciones I a 111 de la Segunda de las Leyes 

Constitucionales de diciembre de 1936 establecieron una instancia judicial denominada 

"reclamo" ante la Suprema Corte de Justicia en la capital y ante el superior tribunal 

respectivo en los departamentos, contra la expropiación por utilidad pública. 
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Además, el amparo se fue perfilando a través de los varios proyectos de reforma o de 

nuevas leyes fundamentales, como los conocidos de 1840 y 1842, en los que se observa 

la tendencia de conferir a los tribunales y en especial a la Suprema Corte, la protección 

ele los citados derechos fundamentales y ele las normas de carácter constitucional. 

El juicio de amparo en sentido original surgió en tres etapas: la primera en los artículos 

8°, 9" y 65 párrafo 1° ele la Constitución Política del Estado de Yucatán promulgada el 

31 de marzo de 1841 de acuerdo con el proyecto elaborado por la Comisión encabezada 

por el ilustre Manuel Crescencio Rejón. En este proyecto se utiliza el vocablo "amparo", 

calificado por el notable constltuclonalista Felipe Tena Ramírez como "castizo, evocador 

y legendario", que servía para proteger a los habitantes de esa entidad federativa en 

sus derechos contra leyes y decretos de la legislatura o providencias del gobernador 

contrarias al texto literal de la Constitución federal, así como contra funcionarios 

administrativos o judiciales, cuando violasen las garantías individuales. 

La segunda fase, ésta de carácter nacional, se observa en el artículo 25 del Acta de 

Reformas (a la Constitución de 1824), promulgada el 18 de mayo de 1847, con apoyo 

en el proyecto elaborado por el notable jurista Mariano Otero, en el actual se atribuye a 

los tribunales de la Federación otorgar el amparo a cualquier habitante de la República 

en el ejercicio y conservación de sus derechos. 

Finalmente, el antecedente inmediato es el artículo 101 de la carta federal de 5 de 

febrero de 1857 que tiene una redacción casi Idéntica al del actual artículo 103 (de la 

Constitución de 1917) cuyo texto no ha sido modificado y comprende dos aspectos: ... 

a) la protección de las garantías individuales contra leyes o actos de autoridad; b) la 

tutela indirecta del régimen federal a través de los derechos fundamentales, cuando 

éstos son violentados por leyes o actos de autoridad federal que Invadan la autonomía 

de las entidades federativas, y, a la inversa cuando las leyes o actos de éstas últimas 

afecten la esfera de competencia de la Federación. 
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La protección a las garantías Individuales contra leves o actos de autoridad, es el 

aspecto esencial del juicio de amparo en su configuración original de acuerdo con los 

debates del Constituyente de 1856-1857, en el cual se advirtió la opinión mayoritaria 

que pretendía lograr la tutela de los derechos fundamentales considerados como "la 

base y el objeto de las Instituciones sociales", contra leyes o actos de cualquier 

autoridad, es donde se toma como modelo a la revisión norteamericana, tal como fue 

divulgada por Alexls de Tocquevllle en su libro cláslco "La democracia en América del 

Norte", cuya traducción castellana de Sánchez de Bustamante fue Invocada a manera 

expresa por los creadores del juicio de amparo, Manuel Crescencio Rejón y Mariano 

otero, y también por el Constituyente de 1857, éstos últimos con base en la edición de 

1855. 

Sin embargo, la Intención original se fue ampliando de manera paulatina a través de la 

legislación y en especial por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, primero a 

la protección de todos los preceptos constitucionales que consagraban los derechos 

fundamentales, aún cuando no estuvieran en el primer capitulo de la carta federal, más 

adelante aquellos que complementaran o estuvieran relacionados con los propios 

derechos. 

Uno de los tratadistas que más influyó en la ampliación protectora del juicio de amparo 

fue el Insigne Ignacio L. Vallarta, tanto en sus escritos doctrinales como por conducto de 

la jurisprudencia de la Suprema Corte, en la cual participó activamente como Ministro, 

no obstante que estuvo menos tiempo que su similar John Marshall, norteamericano. 

También debe tomarse en cuenta que en la Constitución Federal de 1857 se introdujO 

el llamado control de legalidad de las sentencias judlclales, en su artículo 14, de manera 

que se consideraba Infringido dicho precepto cuando un juez federal o lcxal aplicaba 

una ley ordinaria en forma "inexacta", es decir, incorrecta. En virtud de que dicho 

precepto se encontraba en el capítulo de las "garantías individuales", se consideró que 
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el juicio de amparo procedía en los términos de la fracción I del artículo 101 de dicha 

carta fundamental. 

A pesar de que en el artículo 8° de la Ley de Amparo del 20 de enero de 1869 se 

prohibió expresamente el juicio de amparo contra resoluciones judiciales, la Suprema 

Corte consideró Implícitamente Inconstitucional dicho precepto, es decir, en oposición al 

artículo 101, por ello admitía la Impugnación de las resoluciones a través del juicio de 

amparo, lo cual fue reconocido expresamente por la Ley de Amparo de 1882 y los 

Códigos Federales de Procedimientos Civiles de 1897 y 1908. 

La procedencia del juicio de amparo contra resoluciones judiciales por violación a 

disposiciones legales ordinarias, fue consagrada en los párrafos cuarto y quinto del 

artículo 14 constitucional (1917), como se expresa en la exposición de motivos 

presentada por don Venustlano carranza al Constituyente de Querétaro el '°'"° ,de 

diciembre de 1916. 

Entonces de lo que se trata es de dar vigencia a la llamada "fórmula Otero", la cual 

queda plasmada en el artículo 25 del Acta de Reformas (a la Constitución de 1824), la 

cual señala los principios de procedencia del juicio de amparo, pero, además, establece 

los efectos particulares de la sentencia protectora y la prohibición de declaraciones 

generales. Estos principios básicos se reflejan en el artículo 102 de la Constitución 

federal de 5 de febrero de 1857 al quedar consagrado: "Todos los juicios de que habla 

el artículo anterior se seguirán a petición de parte agraviada, por medio de 

procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley. La sentencia será 

siempre tal, que solo se ocupe de Individuos particulares, limitándose a protegerlos y 

ampararlos en el caso especial sobre el cual verse el proceso, sin hacer ninguna 

declaración general respecto de la ley o acto que la motivare (fórmula Otero). 



Estos principios básicos fueron reglamentados por las Leyes de Amparo de 30 de 

noviembre de 1861; 20 de enero de 1869; y la de 14 de diciembre de 1882; así como 

en las partes relativas de los Códigos de Procedimientos Ovlles Federales de 6 de 

octubre de 1897 y 26 de diciembre de 1908. 

C.omo es fácil de suponer, cualquier particular a través del postulante interponía 

Incesantemente el juicio de amparo contra las resoluciones judiciales, por lo que hubo la 

necesidad de evolucionar y tratar de limitar la procedencia de dicho juicio a partir de las 

reformas que sufrió el artículo 102, el 12 de noviembre de 1908 el cual en su segundo 

párrafo Introdujo: 

"Cuando la controversia se suscite con motivo de la violación de garantías 
individuales en asuntos judiciales del orden civil, solamente podrá acudirse 
a los tribunales de la Federación, después de pronunciada la sentencia que 
ponga fin al litigio v contra la cual no conceda la ley ningún recurso, cuyo 
efecto pueda ser la revocación". 

Lo anterior se debió al notable retraso en la resolución de conflictos, el cual fue 

calificado por el insigne Emilio Rabasa como "Imposible tarea de la Corte", uno de los 

motivos de la reforma fue la posibilidad de Interponer el juicio de amparo contra todas 

las resoluciones judiciales, aún cuando no tuvieran el carácter de sentencias definitivas, 

de acuerdo con el Código Federal de Procedimientos Oviles de 1897 v por ello se limitó 

la procedencia del propio amparo. 

Por estas causas, el actual artículo 107 de la C.onstltuclón, regula propiamente el. 

procedimiento a seguir acerca de la procedencia del juicio de amparo, delimitando en 

cada una de sus fracciones, el procedimiento a seguir respecto de la procedencia del 

juicio de amparo, por lo que baste solo enunciar dichas fracciones, adicionando un 

pequeño comentario sobre las mismas; así tenemos: 
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Fracción I la que refiere que el juicio de amparo solo puede promoverse por la parte 

agraviada. 

Fracción II contiene dos principios básicos: el primero referente a los efectos de, la 

sentencia v el segundo es relativo a la Institución de la suplencla de la queja. 

Fracciones 111, Inciso a), V, VI v IX establecen lineamientos esenciales del juicio de 

amparo contra sentencias definitivas v resoluciones que ponen fin al proceso, el que se 
tramita en una sola instancia, el cual recibe en la legislación v en la jurisprudencia, la 

denominación de "amparo directo". 

Las fracciones III inciso b) v c), VII v VIII, contienen las bases de la segunda forma 
procesal que puede adoptar el juicio de amparo, que es de la doble Instancia (también 

calificado como amparo Indirecto} ves aquel que se interpone en contra de resoluciones 

judiciales que no tienen el carácter de sentencias definitivas, ni de decisiones que ponen 

fin a un proceso y es procedente también contra disposiciones de carácter legislativo o 

actos de la administración activa que no pueden combatirse a través de los tribunales 

judiciales o administrativos. La fracción VIII del citado artículo 107, establece la 

competencia de la Suprema Corte para conocer del recurso de revisión v de acuerdo con 

la reforma de julio de 1987, solo le corresponde conocer de juicios promovidos contra 

leyes federales o locales, tratados Internacionales, reglamentos expedidos por el 

Presidente de la República v reglamentos locales expedidos por los gobernadores de los 

Estados, siempre que dicha Impugnación se promueve por estimar que los 

ordenamientos son directamente Inconstitucionales y la cuestión subsista en el propio 

recurso de revisión. 

Las fracciones X v XI regulan las bases sobre la procedencia de las providencias 

cautelares o precautorias del juicio de amparo, las que tradicionalmente se conocen 

como "suspensión del acto reclamado", en virtud de que en la mayoría de los casos los 

efectos de la medida se traducen en la parallzaclón de los actos de autoridad que se 
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reclaman, pero en ocasiones, pero en algunos casos adquieren efectos verdaderamente 

modificatorios de los actos reclamados, como por ejemplo, cuando ordena poner en 

libertad a un apersona provisionalmente o romper los sellos de clausura de un 

establecimiento, todo ello con objeto de conservar la materia del amparo y evitar que se 

causen a la parte agraviada, daños de Imposible reparación. 

La fracción XII regula los principios básicos de la participación de los tribunales y los 

jueces locales en el conocimiento del juicio de amparo. 

La fracción XIII se Introdujo como reforma de 1951, debido que al establecerse los 

Tribunales Colegiados de Circuito, se hizo necesario establecer un procedimiento para 

unificar las tesis de dichos tribunales y cuando las mismas fueren contradictorias, se 

reguló la solución a las mismas por las diferentes Salas de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. 

La fracción XIV se refiere a una Institución que no en pocas ocasiOnes ha provocado 

discusión y acalorados debates desde el momento mismo de su Introducción en las 

reformas constitucionales de 1951, o sea, el sobreseimiento por Inactividad procesal, la 

cual en las modificaciones de 1967 se ha combinado con la caducidad de ta Instancia. 

La fracción XV regula la intervención del procurador general de la República o del 

Agente del Ministerio Público que se designe como parte en tos juicios de amparo. 

La fracción XVI se refiere a la hipótesis de la "rebeldía de la autoridad" contra la cual se 

otorga el amparo para cumplir con el fallo protector, ya sea que Insista en la repetición 

del acto reclamado o cuando trate de eludir el cumplimiento de la sentencia del tribunal 

federal. 

En suma, nuestro juicio constitucional, ha venido evolucionando de manera Importante, 

no sin encontrar los tropiezos propios de su nacimiento, como es la crítica que sobre 
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dicho juicio de amparo produce Emilio Rabasa21
, sobre todo al artículo 14 mnstltudonal 

ya que la redacción que de éste se hizo por el Constituyente de 1856-1857, fue 

desafortunada cuando inserta que las sentencias se deben pronunciar "exactamente" 

conforme a la ley; por lo que Rabasa produce un estudio de los errores lingüísticos, 

citando que el artículo original era el número 26 del Proyecto, y estaba directamente 

vinculado con la Enmienda de la Constitución Norteamericana que expresa que nadie 

puede ser sentenciado sin un debido proceso legal22
• Los inconvenientes de la aplicación 

del artículo 14 de la Constitución de 1857 se hicieron sentir agudamente. Lozano lo 

interpretó por el vocablo "sentenciado", como un artículo que solo veía el aspecto penal. 

Vallarta también aceptó esta interpretación. El artículo 14 de la Constitución de 1857 fue 

tomado del artículo 9, fracción VIII de las Bases Orgánica y éste a su vez de la 

Constitución Española de 1812 y va más allá cuando dice:" Ya he dicho y repetido que 

el artículo 14 está hecho de retazos de uno de los artículos de las Bases Orgánicas y 

fragmentos de otro del Proyecto de 1856, fraguado en diez minutos, apenas suficientes 

para entrerrenglonar el primero en frases tomadas aprisa del segundo. 

Rabasa analiza, como se dijo, las dificultades técnicas que representa el término 

"exactamente" que quería decir "literalmente". No es pertinente entrar a un mayor 

estudio de estos vocablos, solo diremos que en la materia penal, la ley debe aplicarse 

literalmente, con la intención de evitar abusos que podrían cometerse con la 

interpretación "por analogía" o "mayoría de razón". Es entonces indiscutible que Rabasa 

tiene razón, porque en la materia civil si cabe la Interpretación o un criterio no literal. 

Pero sobre todos estos aspectos, encontramos que el juicio de amparo, efectivamente 

ha venido evolucionando, no de forma Integral, sino más bien, adecuándose a la 

realidad jurídica de la época, por eso mismo aparecen en el mundo jurídico, 

precisamente las diversas Épocas de las Tesis de Jurisprudencia {Quinta, Sexta, 

21 RABASA, Emilio. El articulo 14. Estudio constl/llclonal. México, 1906, y El juicio consti/llclanal, orlgenes, 
teorla, expansión, México, 1919 (ele estas obras existe reimpresión conjunta, México, Pomia. 1955. 
22 Emnienda V a la Constitución Americana, El Federalista, de Hamilton, Madison y Hay, p. 395. 

29 



Séptima, Octava y actualmente Novena Época), las que recogen la interpretación 

sistemática y armónica de las leyes secundarlas confrontadas con los preceptos 

constltuclonales que las rigen y a las que se ven obligadas a adecuarse en todo su 

contexto y aplicación. 
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1.2.2 PllOVENllENTES DEL SISTEMA DE CONTllOL CONSTITUCIONAL 

El artículo 133 de la Constitución vigente, siguiendo el modelo norteamericano, 

establece lo que Schmltt llama control difuso de la constltudonalldad, por el que 

compete a todos los jueces de la República, en el momento mismo de la apllcaclón de la 

ley, actuar con criterio selectivo, dando preferencia siempre a la norma constitucional 

sobre las demás. A pesar de estar establecido expresamente por la C.onstltudÓn, este 

sistema de control no ha tenido Importancia en la práctica y ha sido objeto de 

constantes debates. 

Por su parte el artículo 105 constitucional, organiza la competencia de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación para conocer controversias que se susciten entre dos o más 

Estados, entre los poderes de un mismo Estado respecto de la constitucionalidad de sus 

actos y de los conflictos entre la Federación y uno o más Estados, así como de aquellos 

en que la Federación sea parte en los casos que establezca la ley. En realidad la 

extensión de este artículo Invade lo dispuesto por el artículo 103 en sus fracclo11es JI y 

III con la Intención de reservar la competencia directa de nuestro Máximo Tribunal de la 

Federación, para los casos especiales de fricción de las esferas locales entre sí, para las 

controversias entre los poderes de un mismo Estado, por la constitucionalidad de los 

actos de las esferas locales, respecto de la Federación, así como aquellas controversias 

en que sea parte la Federación por disposición de la ley. 

Norlega23 equivocadamente Interpreta este artículo como un mero control de la 

constitucionalidad de las leyes, ya que textualmente la ley en forma fundamental hace 

referencia a "actos" y "poderes" sin limitar dichos términos a "leyes" o "poderes 

legislativos". Es, pues, de Interpretarse la extensión de esta norma constltudonal como 

complementarla del artículo 103 de la Constitución vigente. 

"NORIEGA, Alfonso lecciones de Amparo, Edit Ponúa. México 11168, p, 413 
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1.2.3 EL CONTROL DE LA CONSTJTUCIONAUDAD. 

El objeto del control, según el contenido de la actual Constitución, la materia jurídica 

sujeta a control constitucional se constituye por los actos o leves de autoridad que 

lesionen garantías Individuales, o restrinjan la soberanía de los Estados (por parte de la 

autoridad Federal), o Invadan la esfera de la autoridad federal (por los otros poderes de 

los distintos Estados). Entonces el juicio de amparo tiene como materia las leyes o actos 

provenientes de cualquier autoridad: Ejecutiva, Legislativa o ludlclal. 

Dentro de la historia del derecho Mexicano pueden verse ejemplos de control 

constitucional por parte de un órgano político, como en el caso del SUpremo Poder 

Conservador de la Constitución de 1836, v ejemplos de control mixto, como en el 

Proyecto de Minoría de 1842 v en el Acta Constitutiva de 1847; en este control mixto 

participaban órganos jurisdiccionales v órganos políticos en defensa de la Ley 

Fundamental. 

El juicio de amparo es, por competencia exclusiva que dan los artículos 103 v 107 de la 

Constitución vigente, a los tribunales de la Federación, solamente de índole 

jurisdiccional. Este sistema jurisdiccional da supremacía al Poder Judlclal Federal. 

Esta supremacía ha sido reconocida como gobierno de los jueces en los Estados Unidos 

de Norteamérica, v puede ser ejercida fundamentalmente de dos maneras: por medio 

de acción v por vía de excepción. Por vía de acción funciona a través de los particulares 

que discuten, ante los tribunales de la Federación, las vlolactones de carácter 

anticonstitucional que les perjudican. 
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La vía de excepción es la ejercitada dlrectamentl! por los jueces, pero a petldÓn de 

demandado y sobre problemas de constltuclonalldad que estén coi iectados con la 

controversia, sin ser el fondo de la misma y que serán resueltos paralelamente a ella. 
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1.3 DE LOS DIVERSOS ACTOS MATERIA 
DE CONTROL CONsrJTUCIONAL. 

1.3.1 ACTO RECLAMADO. 

La naturaleza del acto reclamado ha estado sujeta a múltiples discusiones a pesar de la 

clara redacción de las fracciones del artículo 103 de la Constitución vigente que precisa 

la competencia de los tribunales de la federación para resolver las controversias que se 

susciten con la aplicación de leyes, y afirmando lo anterior está el artículo 107 del 

mismo ordenamiento legal que fija la competencia de los jueces de distrito y Suprema 

Corte, para la tramitación del juicio de amparo cuando se impugna una ley por 

Inconstitucional. 

Frecuentemente se ha sostenido la Improcedencia del amparo en contra de leyes --­

cuando el acto reclamado lo constituye alguna ley- por considerarlo vlolatorlo de la 

división de poderes. 

A pesar de todo, la doctrina se ha Ido unificando en el criterio de que el acto reclamado 

pueden formarlo también leyes. Esto ha planteado problemas complejos: La acción se 

debe ejercer al momento de la expedición de la ley, en este supuesto se concede treinta 

días para deducir la acción constitucional, los que deben contarse desde la fecha que la 

ley entre en vigor. 

El segundo supuesto es cuando se ejercita dicha acción en el caso del primer acto de 

aplicación, contando con quince días para ejercer el juicio constitucional. La Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, ha determinado que basta que una ley tenga principios 

de ejecución para que pueda ejercitarse la acción constitucional y considera a estas 

leyes como auto aplicativas (mayoría de las leyes fiscales). Se tomó en cuenta este 
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criterio, porque existen leyes que por su sola entrada en vigor, no causan nlngÚn 

agravio pera la esfera jurídica del gobernado, sino cuando son propiamente aplicadas. 

En suma, debemos entender por acto reclamado, cualquier actividad estatal, de carácter 

soberano, que lesiona detechos fundamentales del gobernado. 
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1.3.2 CAltACTEIÚSJICAS DEL ACTO DE AUTmUDAD 

El acto autoritario es unilateral porque para que exista eficacia, no requiere del concurso 

o colaboración del particular frente al cual se ejercita. 

Es Imperativo porque supedita la voluntad de dicho particular, es decir, queda sometido 

al acto mismo de autoridad. Y es coercitivo porque puede constreñir, forzar al 

gobernado para hacerse respetar. 

Desde luego que el estado como tal, como persona de derecho público, revestido de 

Imperio, no puede legalmente pedir amparo y ser, por lo mismo, quejoso en el juicio 

constitucional, pues sería absurdo que lo pidiera contra si y ante si mismo, ya que 

autoridad-Estado sería el peticionario, autoridad-Estado el emisor del acto objetado y 

autoridad-Estado el órgano de control encargado de conocer de la contienda. 

Por el contrario, el Estado como persona de derecho privado si está en aptitud legal de 

promover el juicio de amparo, pues desprovisto de su Imperio actúa como cualquier 

particular y se somete a las leyes ordinarias. Tal ocurre, por ejemplo, cuando con base 

en las prevenciones de las leyes secundarias, contrata, vende, compra, da o recibe en 

arrendamiento un bien, etcétera. 

Queda claro entonces, que no basta la actividad del Estado --ley o acto- v sus 

consecuencias perjudiciales en los Intereses de un particular para que pueda ejercitarse 

la acción de amparo, sino que se requiere, por obvias razones, la existencia de una 

vlolaclón constitucional, porque de no existir ésta última, tendría como efecto Inmediato, 

el desechamlento de la demanda o el sobreseimiento del amparo, mientras que la 

comprobacl6n de que el acto de autoridad no ha violado la C.onstltuclón, determina una 

sentencia que niega el amparo. 
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Hay que distinguir también los actos de MllDridad que son reparables de los 

Irreparables, ya que el amparo no procede en conlnl de actos de Imposible repill ildón -

por carecer el juicio de materia--. por esta razón podemos dividir a los actos de 

autoridad, con ciertos matices que nos Indicarán la pnx:ede11cla o no del amparo mismo: 

actos futuros; ciertos e Inciertos; actos de autoridad negativos y positivos; actos 
subsistentes e Insubsistentes; actos consentidos y no consentidos. 
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1.J.3. LA PllOffCCIÓN DE LA JUSTICIA DE LA 
UNIÓN, llESHCTO DEL ACTO llECUMUM>. 

Como se trata de un verdadero juicio, es indudable que éste debe culminar con el 

pronunciamiento de una sentencia, entendiendo por tal: "La decisión del juez sobre la 

causa controvertida en su tribunal; ley I, Tlt. 22, Part. s. Se llama así de la palabra 

latina "sentlendo" porque el juez declara lo que siente según lo que resulta del 
proceso24, 

La sentencia es, por consiguiente, la culminación del proceso, la resolución que concluye 

el juicio, en la que el juzgador define los derechos y las obligaciones de las partes 

contendientes. 

En el juicio constitucional, existen diversos tipos de sentencias (lnterlocutorlas --como 
en el caso de la suspensión del acto reclamado-o definitivas), dentro de las cuales 

están las que ponen fin al juicio y éstas a su vez, pueden estar pronunciadas en 

distintos sentidos; las que sobreseen, las que niegan al quejoso la protección de la 

Justicia Federal, las que le conceden esa protección, las que en parte sobleseen y 

niegan o conceden el amparo por la otra (las llamaremos mixtas). 

Las sentencias que sobreseen, ponen fin al juicio sin resolver nada acerca de la 

constituclonalldad del acto reclamado. Son resoluciones que se deben a la circunstancia 

de que el juicio no tiene razón de ser, bien porque no hay interesado en la valoración 

de dicho acto, como cuando ocurre cuando el quejoso se desiste de la acción intentada 

o fallece; bien porque la acción constltudonal no se pueda ejera!r porque el derecho 

haya caducado, otro ejemplo sería cuando el acto que se reclama, no vulnere 

directamente la esfera jurídica del gobernado, entre otros muchos ejemplos. Esta 

24 La leDtmcia 1egún EICrichc, •es de dos maneras: idcrloc:utoria y dcfiniti\'11. Es inlcrloc:moria la que decide algún 
incldcnle o mtkuJo del pleilo, y dirige la ICric u orden de juicio. Es dcfialtlva la que 1e dll lllbre la llllllaDCia o el todo 
de la c:auu, 8beoMcndo o condenando al dcmandldo o reo•. 
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sentendill es siempre dedaratlva puesto que se ex>ncrem • puntuilllzar la sinrazón del 

juicio. Obviamente no tiene ejecudÓn alguna y las c:ous quecMi1 como si no se hubiera 

promovido ese juicio. 

Las sentencias que niegan el amparo constatan la constftuclonllldad del acto reclamado 

y determinan su validez, porque se ajusta a los lmper;1tM>s de la c.onstltuclón Poliaca, 

es decir, el acto de autoridad se apega a las disposiciones legales vigentes y por ello no 

puede causar ningún agravio al gobernado. Estas sentencias también son dedarattvas y 

dejan a la autoridad que emitió el acto, la absoluta libertad de actia, en lo referente al 

acto reclamado, como mejor estime pertinente y actuará conforme a sus atribuciones y 

no como reiteradamente se sostiene, que sea en cumplimiento de la sentencia que 

niega el amparo. 

Por lo que respecta a las sentencias que amparan, son líplcas sentencias de condena 

porque fuerzan a la autoridad que emitió su acto a actuar en determinado sentido. Son 

el resultado del análisis del acto reclamado que el juzgador realiza a la luz de los 

COI iceptos de vloladón expresados en la demanda, o de las declaraciones que de oficio 

formula el tribunal de control constitudonal en cumplimiento de la suplencia en la 

defidencla de la queja, cuando esto es legalmente factible. 

Estas sentencias si hacen nacer derechos y obllgadOnes para las partes contendientes: 

1espectu del quejoso el derecho a exigir de la autoridad la destrucción de los actos 

reclamados, de manera tal que las cosas regresen al estado que tenían hasta antes de 

la emisión del acto de autoridad si éstos son de carácter positivo; o a forzarla para que 

realice determinada conducta que se abstuvo de ejecutar, si los actos son de carácter 

negativo. 

En cuanto a las autoridades responsables, resultan obMgadas a dar satisfacción a 

aquellos derechos que violentaron, ya que se establece que: 
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"Las sentencias que concedan el amparo tendrán por objeto restituir al 
agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, 
restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, 
cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de 
carácter negativo, el efecto del amparo será de obligar a la autoridad 
responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se 
trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija". 

La Suprema Corte expresa: "El efecto jurídico de la sentencia definitiva que se 

pronuncie en el juicio constitucional, concediendo el amparo, es de volver las cosas al 

estado que tenían antes de la violación de garantías, nulificando el acto reclamado y los 

subsecuentes que de él se deriven" (Tesis 1780, página 2863 del Apéndice 1917-1985) 

Las sentencias en el juicio de amparo no hacen declaraciones generales, sólo se ocupan 

de individuos particulares, o personas jurídicas privadas u oficiales (cuando no actúan 

soberanamente). 

El principio de estricto derecho obliga al órgano jurlsdlccional a sujetarse a los 

conceptos de violación que la demanda de amparo contenga, sin embargo existen 

excepciones en el Derecho Administrativo y consiste en que cuando el acto reclamado 

se funda en una ley que la Suprema Corte declaró inconstitucional, no rige este principio 

y podrá suplirse la deficiencia de la queja. 

Asimismo, podrá hacerse esa suplencia en la materia penal y la del obrero en materia 

del trabajo, cuando se encuentre que ha habido en contra del agraviado una vlolaclón 

manifiesta de la ley que lo ha dejado sin defensa. 

En materia agraria debe proceder la suplencia de la queja cuando el quejoso sea un 

núcleo de población o de un ejldatarlo o un comunero y eidsta una vlolactón manifiesta 

de sus derechos agrarios sobre tierras y aguas. 
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Hay un pr'o1 ldpio de especial e interés respecto de la apreciildÓn de 1115 pruebn v 
conslstl! que el juzgador no tomará en cuenta las pruebm que no hayan sido rendldH 

ante la autoridad responsable, para comprobar los hechos que motivaron el acto 

reclamado. Pero también hay excepciones como cuando se reclaman violaciones 

esenciales del procedimiento, las que no requieren comprobación especial y cuando el 

quejOSO no haya tenido oportunidad de rendir pruebas en el procedimiento del que 

deriva el acto reclamado v cuando sea tercero extrafto al procedimiento, va que en 

estos casos el juez de control constitucional está obligado a recabar las pruebas aún de 

oficio. 

Por último diremos que las sentencias deben reunir los siguientes requisitos: 

1.- La fijación clara v precisa del acto o actos reclamados y la 
apreclaclÓn de las pruebas conducentes para tenerlas o no por 
demostradas. 

2.- Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el 
juicio, o bien para declarara la constltuc:IOnalidad o 
inconstltuclonalldad del acto reclamado, V 

3.- Los puntos resolutivos con que deben terminar, concretándose 
en ellos, con claridad v precisión, el acto o actos por los cuales se 
sobresea, conceda o niegue el amparo. 
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1.4. LA ORDEN DE APREHENSIÓN. 

1.4.1 ANTl!CIEDIENTIES. 

APllllEHl!NSIÓN 

Del latín apprehenslo, derivado del verbo apprehendere, de ad, a, y prehe11deie, asir, 

tomar. 

En nuestro derecho la expresión aparece ya en el texto constitucional («artículos» 16, 

19, 20 «fracción» IX, 38 «fracción» V) y en más de una oportunidad es utilizada como 

sinónimo de detención («artículos» 16, 19, 20 «fracción» X constitucionales). 

En la legislación secundarla ocurre algo similar («artículos» 267, 268, 269, 271, 272, 

132 y siguientes 285, 287, etc. del Código de Procedimientos Penales, y en el 

correspondiente federal («artículos» 193 y siguientes, entre otros). 

La aprehensión o detención, consiste en la privación de la libertad de un individuo, 

situación que no puede prolongarse ante la autoridad administrativa mas allá del tiempo 

necesario para poner al sujeto detenido a dlsposldán de la autor1dad j~idal, v frente a 

esta última por más de 72 horas, sin que se justifique con un auto de tOrmal prisión. 

Toda detención o aprehensión debe ser realizada con orden judldal, salvo casos de 

urgencia o de flagrante delito. En la primera de las hipótesis, sólo la autondad 

admlnlsbatlva, bajo su más estrecha responsabilidad, está autorizada para procedei a la 

aprehensión, mientras que en la segunda cualquier persona está facultada para ello. 
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La 'orden de aprehensión o detención' debe ser librada por autoridad competente en 

forma fundada v motivada. Debe estar precedida por 'deru1da', acusación o querella de 

un hecho determinado que la ley castigue con pena corporal, a~ aqu&Ylas, 'por 

declaración bajo protesta, de persona digna de re o por otros datos que hagan probable 

la responsabilidad del Inculpado .. .' («artículo» 16 constltuclonal, antes de las reformas 

del 8 de marzo de 1999), ya que el texto constitucional ordena: 

"No podrá librarse ninguna orden de aprehensión o detención, sino por la 
autoridad judlclal, sin que preceda denuncia, acusación o querella de un 
hecho determinado que la ley castigue con pena corporal, v sin que ~ 
apoyadas aquellas por declaración, bajo protesta, de persona digna de re o 
por otros datos que hagan probable la responsabilidad del Inculpado, 
hecha excepción de los casos de flagrante delito en que cualquier persona 
puede aprehender al delincuente v a sus cómplices, poniéndolos sin 
demora a disposición de la autoridad Inmediata". 

Es discutible la afirmación de un sector de la doctrina, acerca de la necesidad de 

comprobar el cuerpo del delito en forma plena, como requisito de la orden de 

aprehensión, ya que como se aprecia de la redacción del pi ecepto constitucional 

parclalmente transcrito, no se exige esa comprobación ni siquiera presunttva, lo que 

contrasta con el requisito de la "probable responsabilidad", en virtud de que al no existir 

la comprobación del cuerpo del delito, menos la de la probable responsabilidad penal. 

Se pretende con ello equiparar las condiciones que la Constitución v la ley Imponen al 

juez para dictar un auto de formal prisión, con las de la orden de aprehensión. 

Pero con ello se pasa por alto que en el caso del primero, el Imputado tiene una 

oportunidad de contestar los cargos en su contra (declaraclón preparatoria), mientras 

enfrente a la segunda tal oportunidad no es condición sino consecuencia. 

La jurisprudencia ha distinguido entre la orden de aprehensión, v la orden de 

comparecencia, que tiene en común con aquélla el hecho físico de la privación de la 
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libertad, pero se diferencia en que la ultima constituye un medio de apremio y la 

primera una medida de cautela. 

Sentado lo anterior, debemos remontamos a los antecedentes que originan estas 

afirmaciones, así tenemos que en su obra "Historia del Congreso C.OOstltuyente" (1856-

1857} Francisco Zarco25 manifiesta serias dudas respecto del texto del artículo 5° 

constltuclonal, antecedente del posterior artículo 16 de la Constitución de 1857, en el 

cual había sido Incluida la garantía relacionada con los derechos que debían otorgarse a 

todos los habitantes de la República, tanto en su persona y su familia, como en su 

domlclllo, papeles y posesiones. 

Indica que además de Imprecisa esta redacción incluía Indebidamente las cuestiones 

relativas al procedimiento que debía seguirse en casos de aprehensión de cualquier 

persona, que al no resultar claros y precisos, tendían a favorecer la Impunidad de los 

delitos más graves, al Igual que aquellos que ofenden a la moral y las buenas 

costumbres. 

Después de amplia discusión durante dos sesiones, las de los días 15 y 16 de. julio de 

1856, se resolvló el traslado del texto modificado al artículo 16, aprobándose en los 

siguientes términos: "nadie podrá ser molestado en su persona, familia, domicilio o 
papeles, sino en virtud de mandamiento escrito por autoridad competente, hecho con 

fundamento legal". Se agregó en su parte final en los casos de delito "In fragantl", 

cualquier persona podía piocedet a la aprehensión de un delincuente y a sus cómplices, 

con la condición de poner a uno y otros, sin demora, a dlsposlc:IÓn de la autoridad 

Inmediata. 

La realidad demosb ó que Zarco tenía razón al dudar del contenido de la garantía en 

cuestión, pues durante largo período del porflrtato, su redacd6n se prestó a ciertas 

Irregularidades y a la realizaclón de prácticas viciosas, sobre todo tratándose de 



personas Ignorantes de sus derechos, pues ni fueron respetldos éstos y las órdenes de 

aprehenslÓn se llevaron a cabo más con apoyo en sltuldones de poder, que con -.>avo 
en los principios constitucionales. 

Con el propósito de corregir tales diferencias, el Presidente Don Venustiano c.arranza, 
modificó, antes de ser electo y en proyecto que presentara, los coi aptos b6slcos del 

artículo 16 y propuso que solo la autoridad judldal quedase facultada a librar órdenes 

de arresto contra las personas siempre que se hubiese presentado acusación fundada 

en su contra, por hechos que la ley castigare con pena corporal o altematlva, apoyada 

en declaración bajo protesta de persona digna de fe, o por otros datos que hicieren 

probable la responsabilidad, excepclÓn hecha de los casos de flagrante delito o 

urgentes, tal como se transcribió líneas anteriores. 

La Comisión que dictaminó sobre el proyecto, Integrada por los diputados Francisco J. 

Mújlca, Enrique Recio, Enrique Colunga, Alberto Román y Luis G. Monzón, estimó por 

ésta razón, que toda orden de aprehensión debía ser girada por escrito, por autoridad 

competente, expresándose en ella el motivo y fundamento legal en que se apoyara, 

para que el aprehendido pudiera darse cuenta exacta de la acusación hecha en su 

contra. En cuanto a la autoridad administrativa, estimaron peligrosas las facultades que 

se le otorgaban para dictar ordenes de aprehensión, concediendo en cambio a éstas, la 

posibilidad de realizar determinados actos que fdrtalecleran y legalizaran su actuación. 

Del amplio debate que se suscitó devino la redacción que aún ostentan los dos primeros 

párrafos del artículo que se comenta, al cual, hasta el 3 de febrero de 1983, o sea, en 

fechas recl~tes, le fueron adicionados los otros párrafos que forman parte del mismo, 

relacionados, uno, con el manejo de la correspondencia, sin mayor problema de 

Interpretación; otro, con el Impedimento al ejército para exigir alojamiento en casa 

25 ZARCO. Francisco. Crónica del Congrr:so Extraordinario Constituyente (11156-11157), Mmdco, El Colegio de 
Mbico, 1957, pp. 259-268. 



particular en tiempos de paz contra la voluntad del propietario; o para Imponer a 

cualquier persona alguna prestación. 

El núcleo original de toda garantía relacionada con los derechos de libertad o seguridad, 

expresa el Dr. Flx Zamudlo26
, ha fructificado en forma tan espléndida en nuestro medio, 

que Independientemente de su contenido, los Impedimentos frente a todo acto arbitrarlo 

están constituidos, sin duda alguna, por Instrumentos eficaces de defensa de los 

derechos humanos, que no solo comprenden la libertad física protegida tradlclonalmente 

entre nosotros, sino toda la gama de derechos subjetivos públicos establecidos en la 

Constitución en beneficio de los habitantes del país, siendo la integridad física y moral 

de los propios habitantes la que ha recibido una atención especial, que a su vez ha 

permitido superar los innumerables ejemplos de la falta de respeto a la vida, la libertad 

y propiedad de los mexicanos y aún de cualquier habitante de nuestra patria, sobre todo 

en las etapas tormentosas de las revueltas y las revoluciones. 

:11 FIX·ZAMUDIO, H6ctor, J11/c/o de afllparo (estudios) ~n la tmte titullda: la jurisdicci6n ClOllllitucional mexicana, 
pp. 227 y u., ~xk:o. Pomía, 1964. 
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1.4.2. IUQUISIT09CONSlllUCION*'U 
DI! LA OitDBI De Al'MHINSIÓN. 

Entonces tenemos que el artículo 16 constltuclonill co11t1e11e tres requisitos: 

Primero: Que ninguna persona podm ser m +etaria en su lntegrtdad corporal, en su 

famllla, en su domldllo, en sus posesiones o en sus papeles; esto es, no podrá ser 

afectada en sus Intereses particulares bajo ningún conceplo, amplleda élta posible 

afectación a sus familiares, objeto prtmarto de 'todos sus afanes v actividad en la vida. 

Segundo: Que la única excepclÓn que permite ésta regla, es la existencia de un 

mandamiento escrito dictado por autoridad competet 1te, la competencia es la facultad 

atribuida a un órgano de autortdad para llevar a cabo determinadas funciones o para 

realizar determinados actos judlclales. 

Tercero: Por último para pnx:eder a Inferir una molestia en el sentido piesolto en la 

• norma constltudonal, ha de existir un procedimiento fundado y apoyado en la ley. En 

otras palabras, cualquier autortdad solo puede ejeCutar lo permitido por una disposición 

legal; aquello que no se apaye en un principio de tal naturaleza, carece de base de 

sust.et 1taclón v se convierte en arbitrarlo. 

De ahí que la jurisprudencia de nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nadón exprese . 

que las autoridades no tienen más facultades que las otorgadas por una ley, porque de 

no ser así, sería fádl suponer Implícitas todas las necesarias para sosteuer actos que 

puedan convertirse en arbitrarlos, por carecer de fundamento legal (tesis Inserta en el 

Tomo XVUI del Semanario Judlclal de la Federación, s• Época, p. 514). 

c.on ésta trascripción se desea puntualizar el motivo por el cual tocia orden de 

aprehensión o detet ldón que llegare a dictar la autoridad Judldal, debe reunir como 
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requisitos, por una parte, la existencia de una querella, acusación o denuncia de un 

hecho que la ley castigue con pena corporal; por la otra, que la misma se apoye en 

declaración, bajo protesta, de persona digna de fe, o en otros datos que hagan probable 

la responsabilidad del inculpado27
• Solo cuando exista flagrante delito, como se dejó 

Indicado, se podrá detener en forma directa al delincuente o a sus cómplices. 

Lo anterior significa que, existiendo causa para la presentación de una denuncia, 

acusación o querella, ésta habrá de formularse ante autoridad competente. lCuál es 
ésta autoridad?, el Ministerio Público, representante de la sociedad para tales efectos. 

Ante él habrán de señalarse los elementos en que se funde un pedimento de 

aprehensión, Indicándose en el mismo en
1
qué consiste la presunción de responsabilidad 

del inculpado, a efecto de ser examinada ésta y en caso de encontrar1a justificada, 

proceder a consignar los hechos constitutivos de una violación legal que amerite la 

Imposición de una pena corporal, ante la autoridad judlclal que corresponda. La 

ejecución de dicha orden la hará la policía judicial, ajustando sus actos al contenido 

expreso de libramiento respectivo, o sea, en los términos Indicados en el documento 

que reciba. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dicho sobre el particular, que para la 

procedencia de una orden de aprehensión, no es suficiente que la misma haya sido 

dictada por la autoridad judicial competente en virtud de la denuncia de un hecho que la 

ley castigue con pena corporal, sino que es necesario además, que el hecho o hechos 

denunciados constituyan en realidad un delito que la ley castigue con pena corporal, por 

lo que el juez deberá hacer un estudio de las circunstancias en que el acto haya sido 

ejecutado, para dilucidar si la orden de captura puede constituir o no-vloladón de 

garantías {Tesis de Jurisprudencia número 723, visible en el apéldlce de jurisprudencia 

de los ai'ios de 1917 a 1965 Tomo 11, Segunda Sala, p. 1335). 

27 GARCIA Ramlrez, Sergio. Derecho procesal penal, 2' ed., M~xlco, Pomia, 1977, pp. 119 y u. 
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AsJ es como a través del tiempo, la experiencia y el deseo Inquebrantable del Estado 

para otorgar esta garantía individual, se reforma el texto constltudOnal (8 de marzo de 

1999) para quedar en los siguientes términos: 

"No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad Judlclal y sin 
que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley seftale como 
delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan 
datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la 
responsabilidad del Indiciado". 

Como se aprecia, la redacción actual, incorpora la obligación para la autoridad judicial 

de velar por la acreditación del "cuerpo del delito y que haga probable la 

responsabilidad del indiciado", dejando a un lado la declaración de "persona digna de 

fe", por ser este concepto subjetivo. 

Lo anterior, constituye un verdadero avance juridico en cuanto a la garantía de 

seguridad jurídica que le debe asistir a todo gobernado, frente al poder público, la 

arbitrariedad y la Injusticia. 
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1.4.J IEL CUIEllPO DIEL DEUTO COMO 
IELl!MIENTO IESIENCIAL DIE LA 
OltDIEN DIE APREHENSIÓN. 

-- -- ---------~----

En esta tesitura, encontramos que será necesario acreditar el llamado "cuerpo del 

delito" y la probable responsabllldad del Inculpado, como premisa fundamental para la 

emisión del acto de molestia consistente en la orden de aprehensión, entonces debemos 

preguntar: lqué es el cuerpo del delito?. 

Esta figura es conocida desde el medioevo y se identificaba con los nombres "corpus 

lntromentorum" (instrumento o cosas con las cuales se cometió el delito), o "corpus 

crlmlnls" (la persona o cosa objeto del delito), o corpus probatlonen (las piezas de 

convicción, huellas, vestiglos o rastros dejados por el delito, desapoderado o la sangre 

producto del disparo de un arma de fuego), y lo que en aquel entonces se tuvo como 

válido, dada la nula evolución de la Ciencia Penal y que hoy corresponde a algunos de 

los componentes del aspecto objetivo del tipo penal v en consecuencia a algunos de los 

elementos necesarios a comprobar para determinar que esta figura procesal existe. 

Se ha utilizado en distintas legislaciones y épocas en tres sentidos distintos: 

a) Para designar los efectos permanentes del delito. En tales casos se 
clasifican en dellctl factl permanentls (delitos de heChos 
permanentes) o dellctl factl transeuntls (delitos de heChos 
momentáneos). Como es lógico sólo los primeros consienten hablar 
de cuerpo del delito; 



b) Para corregir las llmitadones de la anterior &eeJitación, se siguió 
hablando de "elemenlDs IMb!!riales permanentes" dasiflc6ndose en 
tres grupos. El primero siguió c::omprendlendo lo que ante iol mente 
era el cuerpo del delilD y que, como se ha dicho, sólo cabe en 
deftos hechos dellctuosos. Así, las heridas en las lesiones, el 
cadáver en el homldclo o la cosa daftada en el dallo, por ejemplo. 
El segundo comprendía huelas del delito, pero en un sentido m6s 
amplio que en el primer grupo, puesto que los dellctl tnlnseunUs 
también las admiten. Asi, las huellas dejadas por el delincuente 
frente a la puerta de la casa, pueden servir tanto para comprobar el 
homicidio, como también el allanamiento de morada. El tercer grupo 
comprendía todo aquello que hubiera servido de medio para la 
realización del delito v que también, como en el segundo grupo, 
podría referirse a un delito de hecho momentáneo como a uno de 
hecho permanente; por ejemplo, el objeto obsceno utilizado para 
ofender el pudor público o el arma utilizada en el homicidio, y 

c) En una tercera acepción, cuerpo del delito es definido con el hecho 
considerado en sí mismo, es decir como la "materialidad de la 
Infracción". Esta es por ejemplo., la posición de Ortolán; " ••• cuando 
se dice el cuerpo del delito, se emplea una metáfora se supone que 
el delito, considerado físicamente tiene un conjunto de elementos 
materiales, más o menos unidos entre si, que lo constituyen y lo 
forman como un cuerpo•. 

Es cierto que no hay delito fuera del orden moral, como no hay hombre sin alma lo que 

no obsta a que el hombre tenga un cuerpo. Se dice cuerpo del delito como se dice 

cuerpo del hombre, haciendo abstracción de su naturaleza moral, empleando esta 

expresión para designar el conjunto comi*to de los elementos materiales que forman 

el delito'. En esta tercera acepción, el COI icepto es distinguible de otros tales como el de 

huellas, vestiglos o Instrumentos del delito. _, 

La razón de ser del concepto se encuentra en el llamado "principio de la mejor prueba", 

estrechamente vinculado al sistema de la tasación legal de la misma aunque todavía 
operante en el sistema de la sana crítica en donde, tal como lo Indica Sauchelll, " ••• el 
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juez debe tener presente el principio de la mejor prueba". Al mismo tiempo el concepto 

de cuerpo del delito evolucionó, hasta constituirse en esquema conceptual del propio 

hecho dellctlvo, considerado en sí mismo, esto es, con total prescindencia de la 

culpabilidad del agente. 

Suministra de tal manera el thema probandum que guía la actividad del órgano 

encargado de Integrar los elementos de la acusación. Es aquí precisamente, donde se 

conecta el concepto "cuerpo del delito" con el de "tipo delictivo", cuya familiaridad ha 

sido señalada por numerosos autores, entre otros Jlménez de Asúa llménez Huerta, 

Franco Sodi, etc. Pero debe tenerse en cuenta que el concepto que nos ocupa precede 

al segundo y que los puntos de contacto no deben ocultar lo que los separa y especifica. 

El concepto de tipo cumple su función en la teoría del delito y la mayor o menor 

amplitud de su contenido depende de consideraciones tales como las condiciones 

necesarias v suficientes para que proceda válidamente dictar un "auto de 

procesamiento". 

SI el concepto "cuerpo del delito" dependiera de la extensión del "tipo", el primero 

estaría sujeto a los vaivenes que cada teoría del delito produce en cuanto a los 

"elementos" Integrantes del segundo. Y no es posible desconocer que el tipo del 

"causalismo" es sustancialmente distinto al del "finalismo" e incluso que para las teorías 

unitarias del delito el concepto de tipo puede, legítimamente en su campo, abarcar la 

totalidad del delito28
• 

. SI lo que "debe ser comprobado" para dictar un.a orden de aprehensión coincide con el 

"tipo" de alguna teoría del delito ello es útil para demostrar la géiesls del concepto del 
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tipo; de ahí no se sigue sin embargo, que el coiaptu de "tipo" no pueda evoludorw 

hasta Independizarse de su origen. Mejor que decir que el coiapto de "tipo" cumple 

una función procesal (Jlménez de Asúa), sería decir que el coiicepto de "cuerpo del 

delito" cumplió una función sistemática en el derecho penal sustantivo. 

Es a principios de este siglo v gracias a la creación del coiicepto "tipo", hoy elemental en 

la estructura conceptual dellctual, que se advierte que las ooncepclones antes dichas 

corresponden en realidad, como se dijo, sólo a algunos de los elementos componentes 

del aspecto objetivo del tipo, v con lo cual se advierte también, que queda rebasado el 

concepto original de "Cuerpo del Delito" únicamente referido a los objetos, Instrumentos 

o huellas del mismo v partldarlamente desde entonces queda unido este concepto 

procesal con el concepto de tipo, más, éste no es el que lo conforma. 

Es la evolución de la dogmática penal de principios de siglo que se va perfilando el 

concepto de tipo objetivo hasta reconocer a todos v cada uno de sus elementos 

actuales, lo que da lugar a que los Códigos procesales establezcan que "Cuerpo del 

Delito" corresponde a la descripción objetiva del hecho, esto es, a los componentes 

objetivos de la figura delictiva, concepto que en nuestro sistema jurídico subsistió hasta 

1984, en el artículo 122 del Código de Procedimientos Penales que sei'ialaba: "el cuerpo 

de los delitos que no tenga señalada prueba especial, se justificará por la comprobación 

de los elementos materiales de la infracción", (en semejantes términos el Código 

Federal de Procedimientos Penales). 

Con posterioridad, al descubrirse que el tipo no se Integra únicamente con componentes 

objetivos, amén de los va descubiertos elementos normativos, sino que requiere en 

algunos casos (se decía) la existencia de elementos subjetivos, que según expreslÓl1 de 

Mezger corresponden a aspectos que se encuentran en el alma del autor, en el periodo 

coi 1 espo¡ ldlente al va entonces evidente resquebrajamiento del esquema Injusto 

21 BEllMÚDEZ MOLINA, Eduardo Mario. Lic.- Conferencia "El CUcrpo del Delito" Dlclllda en el Auditorio 
"Benito Juárez" del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Fcdcnll el 10 de llbril de 1990 dcnbo del ciclo 
organi7.ado por el Centro de Estudios Judiciales. 
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objetivCH:Ulpabllidad subjetiva-, que se determinó que el Injusto no era tan objetivo 

como se había planteado, al aceptar que el mismo requiere tanto componentes 

objetivos, sean descriptivos o normativos, como en algunos casos elementos subjetivos, 

pero sln. incluir en ellos lo que antiguamente se consideraban formas o especies de la 

culpabilidad, o sea el dolo o la culpa. 

A este concepto de tipo correspondió por muchos affos la definición de "Cuerpo del 

Delito" como hemos visto, aunque la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció -

-ya que no podía ser de otra forma-que en aquellos delitos en que necesariamente 

debiese acreditarse el dolo para establecer la tlplclclad, no podía tenerse por 

comprobado el Cuerpo del Delito sl éste no se demostraba, con lndepel ldel icla del 

nefasto artículo 9 del Código Penal que en ese tiempo regía29
• 

Hoy el concepto de Cuerpo del Delito referido exclusivamente a los elementos 

materiales del tipo, ha sido superado por la nueva fórmula que exige para que dicha 

figura pueda ser comprobada, la total existencia de los componentes del tipo, tanto 

objetivos como subjetivos y ello con Independencia de la teoría del delito que en 

particular se sustente. 

Así lo exige el artículo 122 del Código de Procedimientos Penales del Distrito Federal 

cuando sei'lala: 

" El cuerpo del delito se tendrá por comprobado cuando se acredite el 
,. conjunto de los elementos objetivos o externos que constituyen la 

materialidad del hecho que la ley sel'lale como delito. En los casos en que 
la ley Incorpore en la descripción de la conducta prevista CX>mO delito un 
elemento subjetivo o normativo, como elemento constitutivo esencia!, será 

""BERMÚDEZ MOLINA, Eduardo Mario. Lic.- Conferencia "El Cuerpo del Delito" Dic:Ulda en el Auditorio 
•Benito Jumez" del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal el 1 O de lbri1 de 1990 dcn1ro del ciclo 
orpnillldo por el Centro de Estudios Judiciales. 
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necesaria la acreditación del mismo para la comprobación del cuerpo del 
delito". 

Es entonces pertinente, observar como se trata el concepto de Cuerpo del Delito a la luz 

de las reformas constitucionales a los artículos 16 y 19, habidas el ocho de marzo de mil 

novecientos noventa y nueve, relativas a los requisitos de fondo para decretar tanto una 

orden de aprehensión como un auto de formal prlslÓn, destacan, entre otros, la 

acreditación del cuerpo del delito, el cual de conformidad con lo dispuesto por el artículo 

168 del Código Federal de Procedimientos Penales, se entiende como el conjunto de los 

elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad del hecho que la ley . 

señale como delito, así como los normativos, en el caso de que la descripción típica lo 

requiera. 

Ahora bien, del análisis de la definición anterior se advierte que para el dictado de una 

orden de aprehensión o un auto de formal prisión, no se requiere la demostración de los 

elementos moral o subjetivos del delito, esto es, el dolo o la culpa, sino sólo de los 

objetivos, materiales o externos, y en determinados casos, cuando la conducta típica lo 

requiera, los normativos. 

En efecto, es hasta la sentencia definitiva cuando el Juzgador debe entrar al estudio de 

los aspectos moral o subjetivo del Ilícito, entre los que se encuentran, el dolo o la culpa, 

ya que éstos, bajo el anterior concepto de elementos del tipo penal, forman parte de los 

elementos del delito en general. 

Consecuentemente, como las reformas de marzo de mil novecientos noventa y nueve, a 

los artículos 16 y 19 de la Constitución Federal, únicamente comprenden lo concerniente 

a que la Institución denominada cuerpo del delito sólo es aplicable a las exlgendas para 

librar una orden de aprehensión o dictar un auto de formal prisión, Jurídicamente es 
posible Interpretar que dicha reforma no modificó en lo sustancial los demás aspectos, 

esto es, aquellos que Introdujo la figura de los elementos del tipo penal en septiembre 



de mil novecientos noventa y tres; por esa razón el concepto de elementos del tipo 

penal sigue prevaleciendo para la sentencia definitiva, por no verse afectada con dichas 

reformas. 

De lo anterior se concluye que el Cuerpo del Delito, dogmáticamente está constituido 

por la tlpicldad (conducta) --siendo por tanto un componente dinámico-- y, por 

consiguiente, para su comprobación se requiere que la conducta del Individuo concretice 

todos y cada uno de los elementos del tipo en particular, esto es, que el Individuo privó 

de la vida a otro en el caso de homicidio, no bastando la sola determinación de que una 

persona falleció (dictamen de necropsia, los testigos de Identidad, el acta médica, fe de 

cadáver, etc.) por causa humana externa, ya que esto de ninguna manera atribuye la 

causaclón del resultado a persona alguna, siendo Imprescindible constatar el nexo 

causal existente entre el resultado típico y la conducta del Individuo. 

De lo hasta aquí expuesto se desprende que el delito particularmente concebido como la 

acción típica, antijurídica y culpable, al ser analizada, se descubre que la conducta del 

autor y la tlpicidad pertenecen al Cuerpo del Delito, la antljurlcidad y culpabilidad, 

pertenecen a la Responsabilidad Penal, como más adelante lo veremos, existiendo otra 

singular pero no más importante diferencia, el Cuerpo del Delito se debe probar, en la 

forma establecida en la ley -<:omprobaclón genérica o especial-- como sustento de la 

Incoación de un proceso penal, en tanto la Responsabilidad Penal solo debe 

considerarse como "probable", es decir, se revierte la carga de la prueba del Ministerio 

Público al Inculpado, lo cual consideramos injusto, además de ilegal. 

Con base a lo que hemos expuesto y sin considerar plenamente agotado el tema, pues 

hay diversos ángulos que quedaron intocados y otros que es menestet tratar con mayor 

profundidad, lo que rebasaría en mucho la finalidad de esta investigad6n, podemos 

afirmar lo siguiente: 



El Cuerpo del Delito, al constituir un elemento de fondo en las resoluciones 
de mayor trascendencia en el proceso penal, constituye una gsar1tÍil de 
libertad y segurtdad juridlc::a. 

El Cuerpo del Delito recepta a la tlpiddad (existiendo entre elos una 
relación de continente a contenido) y requiere para su compiobilclón de 
todos los elementos del tipo en particular, advirtiéndose que ~ es 
complejo -«Jjetlvo subjetlv~ una gran cantidad de e.asas para la 
Teoría causalista del Delito y lo es siempre para la Teoría Finilllsta. 

En consecuencia esta figura procesal es necesariamente personal, como personal es el 

concepto ele Injusto establecido en la Ciencia Penal c.ontemporánea. 

Se encuentra totalmente prohibida por la Constitución la presunción de algún elemento 

componente del Cuerpo del Delito o que alguno se tenga por acreditado 

analógicamente, sin que ello impida que esta figura pueda comprobarse mediante la 

prueba indiciaria. 

El Cuerpo del Delito y sus componentes son objeto de prueba y materia de la lltls que 

en el proceso existe, por lo tanto es perfectamente valedero que éste no pueda 

comprobarse sobre la base ele pruebas que lo destruyeron. 

Desde esta perspectiva procesal deberán analizarse cuestiones como los erectos del 

error de tipo, caso fortuito, delito continuado y circunstancias cuallflcantes, entre otros. 

Finalmente, y a modo de conclusión sobre este tema, diremos que el coiicepto 

estudiado no debe nunca desvincularse del contiguo a saber, la "responsabilidad". Si 

bien el primero debe ser "comprobado" y el segundo solo establecido en grado de 

"probabilidad" (y a nuestro juicio probabilidad positiva) a los fines de la piocedenda del 

auto de formal prisión, no debe olvidarse que ambos extremos deben estar 

comprobados en tanto proceda sentencia condenatoria y ambos conjuntamente deben 
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ser exhaustivos respecto a las condiciones que el derecho sustantivo establece para 

imponer la sanción penal. 

En el fondo de la discusión acerca del dominio del concepto, esto es, su mayor o menor 

amplitud, está presente el problema de la certeza necesaria y de la duda mínima que es 

exigible al juez para que disponga del procesamiento e Imponga la prisión preventiva en 

su caso. 

El cuerpo del delito puede ser definido entonces, como aquel concepto cuyo contenido 

comprende todos aquellos extremos que el juzgador debe comprobar plenamente como 

condición de la procedencia del auto de formal prisión o de sujedÓn a proceso. Ello no 

significa que el juez, durante el periodo lnstructorio no valore, como afirma Jiménez de 

Asúa. 

Esto, que tal vez fuera justo respecto al proceso penal español, no lo es en nuestro 

derecho. 

Es en cambio aceptable decir, como nosotros, que la valoración que el juzgador realiza 

durante el periodo lnstructorlo respecto a los elementos o condiciones del delito, está 

distribuida con distinta Intensidad respecto a cada uno de esos elementos. 

En el derecho mexicano, el concepto de "cuerpo del dellto" tiene Importancia capltal. En 

la Constitución («artículo» 16) se exige su comprobación como condición para justificar 

el libramiento de la orden de captura. 
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Al mismo tiempo, tal exigencia aparece 1 eceptada en el Código de Procedimientos 

Penales (artículo 286 Bis del vigente en el Distrito Federal para el orden común), el cual 

en su primer párrafo dice: 

"Cuando aparezca de la averiguación previa que existe denuncia o 
querella, que se han reunido los requisitos previos que en su caso exijan 
(sic) la ley y que se ha acreditado la existencia del cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad del Indiciado, el Ministerio Público ejereltará la 
acción penal ante el órgano jurlsdlcclonal que corresponda". 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha mantenido esta exigencia en diversos 

fallos y ha definido al cuerpo del delito como "el conjunto de elementos objetivos o 

externos que constituyen la materialidad de la figura delictiva descrita concretamente 

por la ley penal''. Sistematizando la regulación de la materia en nuestra legislación, 

García Ramírez distingue entre normas generales y normas especiales referidas a los 

modos de comprobación del cuerpo del delito. Es fácil ver como ello demuestra el origen 

del concepto en el principio de la mejor prueba. 

Al mismo tiempo, es ciara la tendencia de los Códigos citados, aunque con menor 

Intensidad en el federal, hada la tasación probatoria. Dicha tasación se refiere tanto a 

los medios como a la eficacia de los mismos, pero cabe señalar que, así como cuerpo 

del delito y tipo coinciden en algún momento de su evolución sin que ello permita su 

confusión, tampoco el sistema de la prueba legal o tasada es necesaria, siempre que el 

concepto de cuerpo del delito aparezca como contenido de normas juridicas. 



La propia evolución de la jurisprudencia en relación al tema que nos ocupa así lo 

demuestra: "El juez goza de las más amplias facultades para COITljJiobwto, aunque se 

aparte de los medios específicamente señalados por la ley, con tal de que los empleados 

no pugnen con la propia ley, con la moral o con las buenas costumbres". De todos 

modos, la fundamentación siempre es necesaria junto a la motivación: "La autoridad 

judicial goza de amplio criterio para la comprobación del hecho, pero ésta no puede 

hacerse con razonamientos desvinculados de las normas legales". Desde esta 

perspectiva procesal deberán analizarse cuestiones como los efectos del error de tipo, 

caso fortuito, delito continuado y circunstancias cuallficantes~ entre otros. 
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1.4.4 LA MOU• 11 ltDllONSAlllUDAD 
NNAL COMO llLl!MllNTO DI! LA 

OltDllN DI APRllHllNSIÓN. 

Como señalamos con anterioridad, el cuerpo del delito debe ocuparse exduslvamente · 

de la conducta típica; en tanto la antljurlclclad y la culpablllclad deben analizarse 

expresamente en la responsabilidad penal, si bien esto ha sido criticado, es una verdad 

Innegable que se establece en el artículo 122 del c.ódlgo de Proa!dlmlentos Penales que 

en su último párrafo establece: "La probable responsabilidad del Indiciado, se tendrá por 

acreditada cuando de los medios probatorios existentes se deduzca su obrar doloso o 

culposo en el delito que se le imputa, y no exista acreditada en su favor alguna causa 

de exclusión del delito (Nótese como el Legislador revierte la carga de la prueba al 

indiciado). 

Es entonces imprescindible acreditar los elementos subjetivos del tipo cuando 

expresamente se señalen, y el dolo en la tentativa, para la teoría causal y siempre 

además dolo o culpa en todos los delitos tentados o consumados para la teoría finalista. 

Durante largo tiempo la expresión "responsablllclad" fue también utilizada en el sentido 

hoy acordado en derecho penal a la expresión imputabilidad, y se tuvo por 'responsable' 

a quien era capaz de responder de sus actos por haber alcanzado madurez mental y 

gozar de salud mental. 

Es manifiesto, sin embargo, que esa capacidad es sólo uno de los extremos en que 

reposa la responsabilidad penal por el acto típico y antijurídico cometido. El elenco de 

las causas excluyentes de responsabilidad criminal consagrado por la ley comprende, 

precisamente, las situaciones en que falta alguno de los extremos de diversa índole que 

son necesarios para que pueda nacer el deber jurídico de sufrir la sanción aparejada por 

la ley a la violación de sus propios pieceptos. 
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El derecho penal moderno ha erradicado la responsabilidad objetiva o responsabilidad 

por el mero hecho. Hoy es menester, para que surja la responsabilidad penal que el 

hecho típico y antijurídico haya sido cometido con dolo o culpa, a lo menos, y que su 

autor pueda ser tenido por culpable de el. La máxima nulla poena sine culpa significa 

tanto la exdusión de la responsabilidad por el acaso como la de la responsabilidad sin 

culpabilidad en el sentido mas moderno de esta expresión. 

El derecho penal mexicano no conoce formas de responsabilidad estrictamente objetiva 

y ni de Irresponsabilidad calificada por el resultado La lnterpretadÓn sistemática de sus 

disposiciones debe conducir por otra parte, a desconocer en su base la concepción 

ferriana; de la llamada responsabilidad social, vale decir la que emanaría del solo hecho 

de vivir en sociedad y mientras se viva en ella. 

La responsabilidad penal nace exduslvamente para quien ha cometido el delito; 

entendiendo por tal a quien ha cabido en alguna de las formas de Intervención punible 

previstas por la ley. En otras palabras, la responsabilidad penal, a diferencia de otras 

formas de responsabilidad jurídica, no trasciende a otras personas por ello la muerte del 

delincuente extingue la acción penal y la pena impuesta no contradice esta afirmación la 

reserva hecha por la ley respecto de la reparación del dai'io, pues a ella no quedan 

obligados los herederos en cuanto criminalmente responsables, sino en cuanto 

civilmente responsables. 

La forma y términos como se prueba la responsabilidad penal se refiere a los elementos 

de convicción que se toman en cuenta para estimar acreditado el cuerpo del delito, pero 

no siempre es así como en los delitos de peligro, es decir, puede existir probada la 

existencia del cuerpo del delito, y sin embargo, no acreditarse la responsabilidad penal 

del Indiciado, como por ejemplo cuando se localiza clorhldrato de cocaína en algún 

compartimiento de algún vehículo, pero no se localiza al responsable del hecho de que 
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esté en esa unidad dicho narcótico o bien cuando se encuenlra a IMl occiso en la VÍil 

pública que fue objeto de IMl atropellamiento, pero el vehículo que lo atropelló no se 

puede localizar, mucho menos a su conductor. Entonces estará meditada la existencia 

del cuerpo del delito de que se trate, pero no la problble responsabilidad de algún o 

algunos Individuos que hayan participado en el evento punible. 

Lo anterior en virtud de que como se dijo al Inicio de este coi icepto, la responsabilidad 

penal va dirigida a la antljuriddad y culpabilidad, cuestiones que se estiman 

complementarias del cuerpo del delito, por ello lndepei ldlentes de aquel, aunque 

guarden una estrecha relación entre si. 

Entonces tenemos que para tener por acreditada la existencia de la responsabilidad 

penal, es más, la "probable responsabilidad" penal a que alude el artículo 16 

constltudOnal como elemento Indispensable para la emisión de una orden de 

aprehensión, deberá atenderse a la "conducta" o medio por el cual el autor del delito 

(en sentido lato) llevó a e.abo esa acción antijurídica, que dará sin lugar a dudas paso al 

juicio de reproche. 

Examinemos ahora la Intervención de la autoridad administrativa. Esta se presenta en 

dos casos: cuando urge detener a una persona y no haya en el lugar ninguna autoridad 

judicial, sobre tocio si se trata de delitos que se persigan de oficio; o cuando sea 

necesaria la práctica de visitas domiclllarias en caso de lncumpllmlento de los 

reglamentos sanitarios o de pollda; o cuando resulte lndlspensable revisar llbros o 

documentos para comprobar si se han acatado o no las disposiciones fiscales; sujeta 

siempre a dicha autoridad, en ambos casos a lo dispuesto en las leyes respectivas y 

conforme a las formalidades prescritas. 
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Indica Ignacio Burgoa30 que la primera de estas fórmulas constitucionales, abre un 

campo Ilimitado, propicio al subjetivismo de las autoridades administrativas, pues la 

empresa de determinar en que situaciones se está frente a un caso urgente para 

detener a una persona sin orden judicial, aparte de ser arriesgada, resulta las más de 

las veces, facultativa, y puede conducir hasta la arbitrariedad. Creemos que aún 

existiendo esa posibilidad, una solución correcta la ofrece el artículo 268 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal el cual califica la urgencia, en función de 

dos factores: de tiempo y lugar, al seí'lalar que solo existe "notoria urgencia" para la 

aprehensión del delincuente cuando por la hora o por la distancia del lugar en que se 

practica la detención, no hay ninguna autoridad judicial que pueda expedir la orden 

correspondiente y existan serios temores de que el responsable se sustraiga a la acción 

de la Justicia. Aceptemos entonces que solo en estos presupuestos, la autoridad 

administrativa puede proceder a la detención siempre que actúe con reflexión y cordura, 

ante la gravedad de una falta y de la posibilidad de que el Inculpado escape de la acción 

de la Justicia. Puede entonces justificarse el procedimiento haciendo la Inmediata 

consignación del detenido a la autoridad competente, a efecto de que sea Juzgado en la 

forma determinada por las leyes. 

El cateo finalmente, tiene por objeto aprehender a una persona mediante orden dada 

por autoridad competente; o lleva como fin la búsqueda de determinados objetos que 

se supangan se encuentran en lugar determinado que deba ser cateado. Pude estimarse 

como un allanamiento autorizado por la Constitución, según expresa el licenciado García 
Ramírez31, para quien esos actos rigen en nuestro sistema jurídico desde la ConstltudÓn 

de Cácllz (a. 306). El propósito social que lo avala es preservar el buen orden y la 

seguridad del Estado, motivo por el cual se encuentran regulados tanto por el Código de 

Procedimientos Penales como del de Procedimientos Civiles, de ahí que en términos 

generales, al Igual que la orden de aprehensión, se diga que no son actos 

30 BUROOA. Ignacio, Las garantlas individuales, 6' cd., México, Pomía, 1970, pp. 586 y ss. 
" GARCIA Ramlrez, Sergio, Ob. cit., p. 146 y ss. 
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lnconstltudonales en si mismos, sino que la lnconstltudonalldad de la medida, debe 

probarse. 

La distinción entre las dos disposiciones (cateo y orden de aprehensión) se encuentra en 

los indk:ios necesarios para su ejerelcio ante la posibilidad de apiehender al lndk:lado y 

obtener datos que hagan presumir su responsabllldad en los hechos que se Investigan 

En suma, encontramos que la orden de aprehensión es un acto de autoridad, reservado 

al poder judicial, en términos generales, lo cual, como quedó evidenciado, no es 
limitativo de la autoridad administrativa ( Ministerio Público), quien puede proceder a la 

aprehensión, bajo su más esbicta responsabilidad y cumpllendo con los requisitos 

legales pertinentes (notoria urgencia o flagrancia en la comisión del injusto penal). Bajo 

estas bases, podemos afirmar que muy poco podría hacer la Institución del juicio de 

amparo, ya que se estaría en presencia de actos consumados de un modo irreparable, 

no desde el punto de vista físico, sino jurídico, lo que haría improcedente la tramitación 

del juicio de garantías. 

Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha resuelto que en tratándose 

de la orden de aprehensión, no solo se debe estar al cumplimiento y observancia ~I 

artículo 16 constituelonal, sino que al emitir dicho acto, se debe revisar el caso de que 

exista diversa violación de distintas garantías Individuales del gobernado; por esa causa, 

haremos una somera referencia respecto del criterio que prevaleció al resolver la 

Contradicción de tesis 56/97.- Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Penal del Primer Circuito, el ahora Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 

Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Clrculto.-3 de marzo de 1999.; y así 
establecer la Tesis de jurisprudencia 31/99.- Aprobada por la Primera Sala de la 

suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de doce de mayo de mil novecientos 

noventa y nueve, por unanimidad de cinco votos de los sei'lores Ministros: presidente 

Humberto Román Palacios, Juventlno V castro y castro, José de Jesús Gudlfto Pelayo, 

Juan N. Silva Meza y Oiga Sánchez Cordero de García Vlllegas. La que aparece en el 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Epoca. Tomo IX, Mayo de 

1999. Página: 285. 

Tesis de Jurisprudencia que nos da luz sobre un aspecto sumamente polémico, como es 

la aplicación del artículo 14 constitucional al determinar la legalidad o ilegalidad de la 

orden de aprehensión. Por ello, como se dijo, haremos un somero razonamiento al 

respecto. La Tesis anunciada aparece bajo la voz: 

•oRDEN DE APREHENSIÓN, EN ELLA PUEDEN VIOLARSE GAltANTfAs 
TUTELADAS, EN ARriCULOS CONSTITUCIONALES DISllNTOS AL AlllTfCULO 
US CONSTITUCIONAL•. 

Ahora bien, el artículo 16 constitucional, establece lo siguiente: 

"Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento.- No podrá librarse orden de aprehensión sino por la 
autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que 
la ley seftale como delito, sancionado cuando menos con pena prtvatlva de 
la libertad y existan datos que acrediten los elementos que Integran el 
cuerpo del delito y que hagan probable responsabllldad del Indiciado •.•• " 

Como se advierte, si bien es cierto que el artículo 16 constitucional, dispone lo referente . r 
al libramiento de una orden de aprehensión, no menos cierto es, que en ninguna parte 

del ml5mo piecepto se ordena que para llbrar cualquier orden de aprehensión 

únicamente debe atenderse a lo establecido en su solo contenido, ya que resulta 
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Inadmisible tratar de Interpretar de manera aislada el alcance del artículo 14 

constitucional, en cuanto a las garantías de seguridad jurídica que a>bran aplk3hlMctad 

en la Imposición de las penas, pues en el caso de la orden de c.aptul1I no hay que 

descartar la posibilidad jurídica de que se puedan violar los detechos fundamentales del 

gobernado, por lo que las garantías Individuales que tutela nuestra Carta Magna, no 

pueden restringirse para tal o cual acto de molestia, sino que su tutela y apllcabllldad 

debe realizarse de manera armónica con todas las disposiciones que regulan ese 

capítulo. 

La anterior afirmación, es para ciar firmeza v eficacia a· los derechos fundamentales de la 

persona establecidos en la Constitución Federal, en tratados y convenios Internacionales 

suscritos y ratificados por los órganos del Estado mexicano. 

De ahí que no sea válido sustentar la no aplicabilidad del artículo 14 constltudonal, 

cuando se reclama el libramiento de una orden de aprehensión pues ese acto privativo 

puede vulnerar distintas garantías Individuales consagradas en diversos artículos de la 

Carta Fundamental, y de adoptar ese criterio llmltativo, es tanto como desconocer el 

mínimo de prerrogativas que tiene el gobernado, las cuales son la base jurídica y legal 

sobre las que descansa nuestro sistema jurídico. 

Es Importante destacar el papel de control constitucional que debe ejercer el juzgador, 

quien siempre debe estar vigilante de la observancia de tocias las garantías de seguridad 

jurídica, en todo acto de autoridad que cause molestia o privación a los gobernados, ya 

que en todo momento debe existir una eficacia y certeza Jurídica, de otro modo, al 

llmltar las garantías de segundad jurídica a determinado acto, consistente en la 

aplicación de las penas, se corre el riesgo de dejar en un estado de Indefensión o de 

Incertidumbre jurídica al gobernado, tratándose de la orden de aprehensión. 
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Por tanto, habría que observar si al librar la orden de aprehensión, no se aplicó una ley 

retroactlvamente en perjuicio del presunto responsable, que las leyes aplicadas hayan 

sido expedidas con anterioridad al hecho, que se sigan las formalidades esenciales del 

procedimiento, que ese proceso se siga ante los tribunales previamente establecidos, o 

que estuviere Involucrado un miembro del ejército. 

En esa tesitura, el alcance de las garantías de seguridad jurídica que se contienen en los 

artículos 14 y 16 constitucionales, otorgan la posibllidad de exigir que todo acto de 

autoridad, se emita garantizando los derechos públicos subjetivos del gobernado, pues 
las garantías de seguridad jurídica no pueden limitarse, por el contrario, dichas 

garantías valen por si mismas, es decir, ante la Imposibilidad material de que en un 

artículo se contengan tocios los derechos públicos subjetivos del gobernado, lo que no 

se contenga en un artículo debe de encontrarse en los demás. 

Esto obedece, a que en ningún momento, como ya quedó precisado, el gobernado se 

vea en una situación de Incertidumbre jurídica o en un estado de Indefensión, ya que no 

tendría sentido contar con algunas garantías Individuales o derechos fundamentales, si 

éstas se aplican de manera limitativa, sino que deben de ser aplicadas de manera 

Integral e ilimitada con las demás garantías individuales a que tiene derecho el 

gobernado. 

Como conclusión diremos entonces que la circunstancia específica de que el artículo 16 

constitucional sea el que regule los requisitos a satisfacer para el dictado de una orden 

de aprehensión, no se puede llevar al extremo de considerar que sólo este precepto rija 

a tal acto, ya que evidentemente también deberá vigilarse, en su caso, si dicha 

determinación judicial no infringe alguna garantía constltudonal contenida en diverso 

piecepto, dado que podría darse el caso que en la misma se aplicara una ley 
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retroactlvamenll! en perjuicio del quejoso, o fuera librada sin wmpllr las formalidlldes 

esenctales del procedimiento, conforme a las leyes eicpedldas con anmtorldad al hecho. 

También podria darse el caso que autoridades jurisdiccionales del fuero común, 

decidieran sobre el libramiento de una orden de aprehensión, respecto de un hecho en 
que estuviere Involucrada una persona pertet leClet 1te al ejército y fuera met iestet 

examinar su conducta desde el punto de vista de la legislación del fuero castrense; o 

que no estuviere fundado y motivado dicho acto, así como diversas hipótesis que 

pudieren formularse respecto de la posible violación de garantías constitucionales 

contenidas en preceptos diversos al 16 constitucional. 

Luego entonces, resulta limitativo y equívoco concluir que para el libramiento de una 

orden de aprehensión, sólo deba cumplirse lo establecido en el mencionado artículo 16 

constitucional; y por ende, su emisión no puede ser vlolatorla de los artículos 14, o 

cualquiera otro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de 

que las garantías de seguridad jurídica que se encuentran consagradas en la 

Constitución General de la República, son la base sobre las cuales descansa el sistema 

jurídico mexicano, por tal motivo, éstas no pueden ser limitadas porque en su texto no 

se contengan expresamente los derechos fundamentales que tutelan. 

Por el contrario, las garantías de seguridad jurídica valen por si mismas, ya que ante la 

Imposibilidad material de que en un artículo se contengan todos los derechos públicos 

subjetivos del gobernado, lo que no se contenga en un precepto constltuclonal, debe de 

encontrarse en los demás, de tal forma, que el gobernado jamás se encuentre en una 

situación de incertidumbre jurídica y por lo tanto, en estado de Indefensión. 



De acuerdo a lo anterior, cuando se libra una orden de aprehensión, deben de cumplirse 

no únicamente las formalidades establecidas por el artículo 16 constttuctonal, párrafo 

segundo, sino que para su aplicabilidad debe atenderse a lo preceptuado en los demás 

artículos que tutelan las garantías de seguridad jurídica, con la finalidad de proteger de 

manera firme y eficaz a los derechos fundamentales de la persona tutelados en nuestra 

Carta Fundamental. 
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CAPOVLOll 

ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN X DEL 
ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. 



Z.1. ACnlAL UDACCIÓN DI LA FRACCl6N X ML 
ARTICULO 73 De LA LIY DI AMPAROaa. 

La redacción de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, se encuentra vigente 

por virtud del Decreto por el que se reforman diversas disposiciones del CódlgO Penal 

para el DlstrltO Federal en Materia de Fuero Común v para toda la República en Materia 

de Fuero Federal; del Código Federal de Procedimientos Penales y de la Ley de Amparo, 

Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. ARTÍCULO TERCERO. Se reforma el artículo 73, fracción X, párrafo 

segundo; se adicionan un segundo párrafo al artículo 138, y un último párrafo al artículo 

155, y el artículo 124 bis, de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 v 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexic.anos, reforma que fue 

publicada en el Diario Oficial de la Federación del día 8 de febrero de 1999, la cual había 

sido promulgada el día 29 de enero del mismo aí'lo y cuyo texto es: 

ARTÍCULO 73. El juicio de amparo es impnxedente33: 

X. Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un 
procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud 
de cambio de situación Jurídica en el mismo deban considerarse 
consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el 
procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin 
afectar la nueva situación jurídica. 

Cuando por vía de amparo Indirecto se reclamen violaciones a los artículos 
19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
exduslvamente la sentencia de primera Instancia hará que se considere 
Irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la 
lmpiocedenda prevista en este piecepto. La autoridad judicial que conozca 
del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que 

32 Ley de Ampmo Reglamentaria de los anfculos I03 y 107 de la Collllitución PoUlica de los Estados Unidos 
Mexicanos.- Edil Pac. M6xico. 2000. 
]] Ídem. Pág.49. 
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corresponda al quejoso, una vez cerrada la Instrucción y hasta que sea 
notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente. 
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IMPllOCEDENCIA 

La anterior cita, nos mueve al estudio de dos coi iceptos, lo que debemos hacer c.on 
cuidado al examinar estas figuras esenciales en el juicio de amparo, una la 

impn•cede11cia y otra, el sobreseimiento, ya que tienen un papel Importante en el 

desanollo procesal del juicio constitucional. 

La Exposición de Motivos del Código Federal de Procedimientos CMles de 1897 aclara la 

diferencia entre lmP1ocedet1Cia y sobreseimiento. Están estrechamente vinculados entre 

sí y su deslinde requiere únicamente saber el momento del juicio en que fue conocida la 

Improcedencia de la demanda. SI lo fue antes de su aceptación por el órgano 

jurisdiccional, ésta será declarada Improcedente v rechazada, sin que sea examinada 

ninguna otra cuestión procesal o de fondo. Pero si la lmprocedei icla de la demanda es. 

conocida cuando va había sido aceptada ésta por el juzgador, deberá entonces 

declararse el sobreseimiento del juicio, sin que deba estudiarse o resolverse tampoco 

cualquiera otra cuestión procesal o de fondo; sin embargo en el lapso lntraprocesal que 

esto sucede, si se pueden dictar medidas tendientes a conocer situaciones que aunque 

de manera temporal, paralizan el actuar de la autoridad emisora del acto (suspensión 

provisional o definitiva del acto reclamado), sin que se estudie propiamente el fondo del 

motivo de la violación reclamada. 

Es importante hacer un análisis aunque sea somero, de estos conceptos, por separado, 

por la lnfluericla y las repercusiones que tienen en la práctica procesal del amparo. 

Así tenemos que la Improcedencia es un problema llpdo • .. lmpaslbllldlld lepl de 

ejedtill' .. acd6n de •mparo que puede provenir porque dicha acción no reúna los 

elementos que la hacen jurídicamente posible, o por circunstancias meramente 

pi e cesales distintas a la estructura de la acción de amparo. En ambos casos con 

_ ...... "" !Onda "" .......... .,,.., ........... <aso - ..... -:_j 



violación constitucional, de acto reclamado o de quejosos. Ejemplo del segundo, son los 

defectos meramente procesales. 

El Dr. Ignacio Burgoa34 intenta diferenciar atinadamente los problemas de 

improcedencia ordinaria o procesal, de aquellos que tienen índole constitucional, o sea 

que se derivan de situaciones previstas por el artículo 103 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. Por lo tanto distingue los casos de Inexistencia de la 

acción por propia naturaleza (artículo 103 fracciones 1, 11 y· III), v los problemas 

procesales de improcedencia, de acuerdo con el artículo 73 de la Ley de Amparo. 

Por ser el amparo un juicio protector de derechos fundamentales del hombre, es de 

considerarse como limitativo el sistema que sigue el artículo 73 de la Ley de Amparo, sin 

que puedan reconocerse otras causas de lmp¡ocedeucla fuera de las enunciadas por 

dicho ordenamiento o por la Constitución. 

La suprema Corte así lo reconoce ya que de otra manera, sería anulada la función social 

del juicio de amparo que requiere suficiente amplitud en el ejercido de la acción que 

tutela los derechos del hombre frente a los abusos de las autoridades; por estas causas, 

no compartimos la redacción de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, pero 

esto será materia de estudio en un apartado posterior. 

Un análisis breve de las leyes de amparo anteriores a la de 1919 mostrarla sus 

deficiencias respecto del problema de lmpiocede11da. La Ley de 1861 no menclOna 

ningún caso. La de 1869 sólo cita la debatida causa de 1mp¡ocede11da de las demandas 

que se fundan en violaciones cometidas en negocios Judldales. la de 1882 sei'lala 

algunas causas de Improcedencia, pero sin método. Sólo la ley de 1919, de acuerdo con 

34 BUROOA, lgmcio ob, cit .. pp. 372 a 374, en este caso habla, de incxiltax:ia, m6I que de improcedencia. 
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el Código de Procedimientos Oviles35 anterior, organiza slsb!máticamente las cuestiones 

de lmp1oc:ede11cla. 

El estudio de la Improcedencia en las distintas leyes conduce a una observación 

Interesante. El juicio de amparo tendía, en sus il*:ios, a ser procedimiento exclusivo de 

defensa de la supremacía constitucional. 

El tiempo, la práctica y las condiciones especiales de México, lo fueron convirtiendo en 

un sistema mixto de revisión ordinaria en todas las materias y de defensa de la 

Constitución en los casos concretos de violaclones del articulo 103, fracciones I, 11 y DI 

de la Constitución General de la República. 

Lo anterior da como resultado la diYlslón propuesta por el Dr. Ignacio Burgoa respecto 

del estudio de las causas de Improcedencia: 

a) Improcedencia del juicio por índole de la autoridad; 
b) Impioc:ede11cla por la naturaleza de los actos reclamados; 
c) Impioc:ede11cla por causa de lltispalde11cta; 
d) Improcedencia por razón de C05il juzgada; 
e) Impiocede11cla por falta de agravio personal y directo; 
f) Impioc:ede11cla por lrreparabllldad del acto reclamado; 
g) Impioc:ede11cla por cesación de los erectos del acto reclamado; 
h) Impioc:edeticla por consentlmlentD del acto reclamado; 
1) Impioc:edetlda por vlolaclón al prtndplo de deflnltlvldad; 
j) Improcedencia de acuerdo coo el artículo 73, fracción 11 de la Ley de 

Amparo36
• 

35 Código Federal de Procedimientos Civiles, Edil. Ponúa, Wxico, 1998. 
,. BUROOA, Ignacio ob, cit., pp. 366 a 404. 
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SOBRESEIMIENTO 

Del latín su pen11dere; cesar, desistir. Es la resolución judicial por la cual se declara 

que existe un obstáculo jurídico o de hecho que Impide la decisión sobre el fondo de la 

controversia, la cual no será resuelta ni habrá pronunciamiento alguno de su origen. 

Aun cuando el sobreseimiento tiene aplicación en todas las ramas procesales en el 

ordenamiento mexicano se ha regulado específicamente en el juicio de amparo, v por 

Influencia de su legislación en los procesos fiscal v administrativo, v además, con rasgos 

peculiares, se ha establecido en el proceso penal. 

En materia procesal civil sólo existe referencia a esta Institución en el artículo 789 del 

Código de Procedimientos Civiles, de acuerdo con el cual: 

"SI durante la tramitación de un intestado apareciere el testamento, se 
sobreseerá aquél para abrir el llamado juicio de testamentaria, a no ser 
que las disposiciones hereditarias se refieran solo a una parte de los 
bienes; pues en ese supuesto, se acumularan los juicios bajo la 
representación del ejecutor testamentario y la liquidación y particlpaclÓn 
serán siempre comunes". 

En el juicio de amparo la referida Institución del sobreseimiento es objeto de una 

reglamentación minuciosa en el artfculo 74 de la Ley de Amparo, el que establece cinco 

motivos de carácter limitativo por los cuales puede decretarse de oficio el 

sobreseimiento. 
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A) En primer lugar, se admite el sobreseimiento del juicio de amparo cuando el 

agraviado desiste expresamente de la demanda o se le tiene por desistido de ella, de 

acuerdo con la ley Al respecto deben tomarse en consideración las limlt.aclOnes 

establecidas tanto por el artículo 14 de la Ley de Amparo, que exige cláusula especial en 

los poderes generales para que pueda aceptarse el desistimiento en perjuicio del 

representado, como por el artículo 231, fracción II, de la misma, el que dispone que no 

procederá dicho desistimiento de los representantes de las comunidades agrarias o de 

los ejldatarlos o comuneros, a no ser que sea acordado por la asamblea general 

respectiva. 

B) Procede también el sobreseimiento cuando el quejoso o agraviado muere durante el 

juicio si los derechos reclamados solo afectan á su persona, pues cuando son 

transmisibles por herencia, el representante del propio reclamante o del tercero 

perjudicado, continuará en el desempeño de su cometido, entre tanto Interviene la 

sucesión artículo 15 de la Ley Agraria, v cuando se trate del fallecimiento de un 

ejldatarlo o comunero que sea parte en un juicio de amparo, podrá continuar el trámite 

el campesino que tenga derecho a heredarlo conforme a las leyes agrarias artículo 216 

de la misma ley. El orden sucesorio en el segundo supuesto está previsto por los 

artículos 81 v 82 de la Ley Federal de la Reforma Agraria de 22 de marzo de 1971. 

C) El motivo más importante v frecuente de sobreseimiento es el regulado por la 

fracción III del citado artículo 74 de la Ley de Amparo, en virtud de que procede dicha 

declaración: "Cuando durante el Juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de 

improcedencia", que en forma enunciativa estén comprendidas por las dleck>Cho · 

fracciones del artículo 73 del propio ordenamiento. 

D) Un cuarto supuesto determina la declaración del sobreseimiento cuando de las 

constancias de autos aparezca claramente demostrado que no existe el acto reclamado, 
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o cuando no se probare su existencia en la audiencia de fondo del amparo artículo 74 

fracción IV de la Ley de Amparo. 

Esta hipótesis esta estrechamente relacionada con el segundo párrafo del mismo 

precepto, el cual establece la obligación del quejoso v de la autoridad o autoridades 

res¡x>nsables de Informar al juez del amparo la cesación de los efectos del acto 

reclamado o cuando han ocurrido causas notorias de sobreseimiento. La redacción 

original de esta disposición establecía una multa, actualmente Insignificante, de diez a 

trescientos pesos para sancionar el Incumplimiento de esta obligación, par lo que en las 

reformas a este artículo promulgadas en diciembre de 1983, se elevó el monto a la 

suma de treinta a ciento ochenta días de salario mínimo, según las circunstancias del 

caso. 

E) Finalmente, el motivo más debatido v complicado de sobreseimiento del juicio de 

amparo, que sin rigor técnico se combina en la misma disposición con la caducidad de la 

Instancia, es el relativo a la Inactividad procesal de las partes, Introducido en forma 

permanente en las reformas a la legislación de amparo que entraron en vigor en mayo 

de 1951, pero con antecedentes en el artículo 680 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles de 1908, según el cual, cuando el quejOSO no promovía después de veinte días 

de vencido un plazo, se presumía el desistimiento del amparo, v en los decretos del 9 de 

diciembre de 1924, 16 de enero de 1928 v en el artículo 4o transitorio de la ley en 

vigor, de 30 de diciembre de 1935, que establecieron por una sola vez la obligación de 

Insistir en la resolución de los juicios de amparo pendientes cuando se discutieran 

cuestiones de carácter patrimonial, para evitar que los mismos fueran sobreseídos o se 
declarara la caducidad de la Instancia. 

Por decreto legislativo de 30 de diciembre de 1939, se estableció el desistimiento del 

juicio de amparo cuando no se promoviera periódicamente en el plazo de cuatro meses, 

así como la renuncia tácita de la revisión cuando el recurrente no hiciera dicha gestión 
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en el mismo plazo (artículos 74, fracción V, y 85 de la Ley de Amparo), pero dicha 

reforma fue declarada Inconstitucional por la SUprema Corte de Justicia de la Nación por 

establecer una carga que no estaba prevista en el artículo 107 de la Constitución. 

El sobreseimiento por Inactividad procesal fue regulado de manera definitiva en los 

artículos 107, fracción XIV, de la Constitución, y 74, fracción V, de la Ley de Amparo, en 

las reformas que entraron en vigor en mayo de 1951, cuando el quejoso o agraviado no 

promoviera en un plazo de ciento ochenta días consecutivos (que la jurisprudencia 

consideró como hábiles), en materias civil o administrativa y siempre que no estuviese 

reclamada la lnconstltuclonallclad de una ley. 

Esta disposición fue objeto de numerosos debates, en virtud de que no regulaba la 

caducidad de la segunda Instancia por el mismo motivo, y fue necesaria una 

interpretación forzada del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 

considerar que la carga de la promoción correspondía al promovente de la revisión, la 

que debía sobreseerse, en su caso. Por la nueva reforma de octubre de 1962 al artículo 

107, fracción 11, de la Constitución, y de febrero de 1964 (al citado artículo 74, fracción 

V, de la Ley de Amparo, se excluyó de la carga de la actlvtdad procesal a los ejldatarlos, 

comuneros o núcleos de población respectivos, que anteriormente estaban sujetos a 

dicha exigencia, por tratarse de materia administrativa. 

Por las modificaciones que entraron en vigor en octubre de 1968, tanto al texto del 

precepto contenido en la fracción XIV, del artículo 107 de la Constitución como 

nuevamente a la fracción V del artículo 74 de la Ley de Amparo, se amplió el plazo de 

promoción y se reguló la caducidad de la Instancia, puesto que esta última no estaba 

prevista anteriormente según se ha dicho. 

A partir de ese momento el sobreseimiento procede en el primer grado o en única 

Instancia del juicio de amparo, si cualquiera que sea el estado del proceso, no se ha 

ESTA TESIS NO SAU 
DE LA BlBLlOTECA 
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efectuado ningún acto procesal durante el plazo de trescientos días, Incluyendo los 

Inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso. A su vez, la c.aducldad de la 

Instancia (que se sitúa Indebidamente en et mismo precepto que regula el 

sobreseimiento) debe declararse en el segundo grado, en los supuestos de inactividad 

procesal o falta de promoción del recurrente durante et mismo lapso, pero en esa 

hipótesis, el tribunal revisor debe declarar que ha quedado firme la sentencia de amparo 

Impugnada. 

Por lo que se refiere a la materia de los juicios de amparo en los cuales procede el 

sobreseimiento, y en su caso la caducidad de la Instancia, en los textos de 1951 

reformados en 1963, y en el de 1968, se dispuso que dichas Instituciones se producirían 

en los amparos civiles o administrativos, siempre que no se reclamara la 

inconstltuclonalldad de una ley o no se afectara a los derechos de ejidatarlos comuneros 

o de los núcleos de población pero los preceptos constitucional y legal mencionados, se 

modificaron nuevamente por decreto legislativo promulgado el 19 de diciembre 'de 

1975, para extender la carga de actividad procesal respecto de la Impugnación de leyes 

inconStituclonales en virtud del considerable rezago que en esta materia ha padecido el 

tribunal en pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Finalmente, en la reforma al citado precepto de la Ley de Amparo promulgada 'en 

diciembre de 1983, se preciso el alcance de ambas instituciones, es decir, el 

sobreseimiento y la caducidad de la instancia, determinando su procedencia cuando el 

quejoso o recurrente, en su caso, sea el empresario, puesto que no se aplica a la parte 

trabajadora, y por otra parte, se aclaró que no proceden ambas Instituciones una vez 

que se hubiese celebrado la audiencia constitucional en el primer grado, o listado el 

asunto para la audiencia de resolución en el juicio de única Instancia. 

Es importante señalar que el sobreseimiento tanto en el juicio de amparo como en las · 

demás ramas procesales en que se regula en el ordenamiento mexicano, con exclusión 

de la materia penal, no afecta al fondo de la controversia, de manera que, en tanto no 

prescriba el derecho subjetivo o precluya el ejercicio de la acción, se puede Interponer 

80 



nuevamente la det'Nndil respectiva. Además, el artículo 75 de la Ley de Amparo 

dispone que el dt.ado sobreseimiento no prejuzga sobre la responybilldad en que 

hubiese Incurrido la autoridad demandada al ordenar o ejecutar el acto reclamado. 

Por lo que se refiere al proceso penal el sobreseimiento adquiere rasgos peculiares, v 
sus efectos son diversos a los que dicha Institución posee en las restantes ramas 

procesales, en cuanto equivale a una sentencia absolutoria con autoridad de cosa 

juzgada, tomando en consideración que el artículo 23 de la Constltudón protOOe la 

llamada absolución de la Instancia, que equivale a lo que se ha denominado 

sobreseimiento provisional. 

En los ordenamientos modelo, es decir, los Código de Procedimientos Penales, Código 

Federal de Procedimientos Penales, el citado sobreseimiento esta regulado en forma 

sistemática en el título octavo, capítulo único, artículos 298-304 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, en tanto que los otros dos ordenamientos se refieren a dicha 

Institución en preceptos aislados que es necesario relacionar para apreciarlos en 

conjunto, como lo ha hecho la doctrina. 

SI comparamos los motivos establecidos por las seis fracciones del artículo 298 del 

mencionado Código Federal de Procedimientos Penales con los preceptos respectivos de 

los ordenamientos Dlstrltal v Castrense, podemos señalar que coinciden en las 

siguientes causas de sobreseimiento: 

a) cuando el Ministerio Público con aprobación del Procurador respectivo, 
o directamente este último, formule conclusiones de no acusación, o 
desista del ejercicio de la acción penal, sollcltando la libertad del 
acusado (•artículos» 60, 80 v 323, piecepto, este último, que se refiere 
en forma expresa al sobreseimiento, así como 298, «fracciones» 1 v U 
que también regula el sobreseimiento); 

b) cuando aparezca que la responsabilidad penal este extinguida o que 
está plenamente comprobado que en favor del Inculpado existe una 
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causa eximente de responsabilidad («artículos» 60 del Código 
Procedimientos Penales v 298, fracciones 111 y VI def Código Federal de 
Procedimientos Penales); 

c) cuando no se hubiere dictado auto de formal prisión o de sujeciÓn . a 
proceso y aparezca que el hecho que motiva la averiguación no es 
delictuoso, o cuando agotada esta se compruebe que no existió el 
hecho dellctuoso que la motivó; (artículos, 6o y 36 Código 
Procedimientos Penales, v 298, fracción 'lV, def Código Federal de 
Procedimientos Penales). El citado Código Federal de Procedimientos 
Penales agrega como motivo de sobreseimiento la circunstancia de que 
habiéndose decretado la libertad por desvanecimiento de datos, este 
agotada la averiguación v no existan elementos posteriores para dictar 
una nueva orden de aprehensión (•artículo» 298, fracción V). 

De acuerdo con el mismo ordenamiento legal, el sobreseimiento opera de oficio o a 

petición de parte con el consiguiente archivo del expediente, salvo los casos de libertad 

por desvanecimiento de datos o por causa eximente de responsabilidad en los que es 

preciso solldtud del afectado. 

En el supuesto de que exista participación en los mismos hechos dellctuosos, y los 

motivos de sobreseimiento se produzcan sólo en relación con uno de los acusados, el 

procedimiento continúa respecto de los demás, y la misma sltuadón se produce cuando 

la causa de sobreseimiento proceda respecto de un delito y el proceso se siga por dos o 

más («artículos» 299 y 30037
). 

En el mismo ordenamiento federal se dispone que el sobreseimiento se resolverá de 

plano cuando se decrete de oficio, y se tramitará por separado en forma Incidental no 

especificada si se solicita por el Inculpado, pero no podrá decretarse auto de 

sobreseimiento después de que hayan sido formuladas conduslones por el Ministerio 

Público, a no ser que las mismas sean de no acusación o que se formule desistimiento 

de la acción penal por el propio Ministerio Público, que como hemos mencionado son 

motivos de sobreseimiento («artículos» 301 v 302). 

37 Diccionario Jurfdioo 2000.- Informática Juridica Profesional.- CD-ROOM 2000. 
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Los tres ordenamientos mencionados coinciden al disponer que el sobreseimiento tiene 

los mismos efectos de una sentencia absolutoria, y que una vez que ha quedado firme, 

adquiere autoridad de cosa juzgada. 

El ordenamiento federal agrega la disposición en el sentido de que el inculpado en cuyo 

favor se hubiese decretado el sobreseimiento será puesto en absoluta libertad respecto 

del delito por el cual se decretó («artículo» 303). 

Como conclusión diremos respecto del sobreseimiento que es un acto procesal 

proveniente de las autoridades judiciales, que concluye una Instancia definitivamente. 

Esta terminación se efectúa sin el estudio a fondo del asunto y sin solucionar los puntos 

constitucionales debatidos, es decir, en consideración a hechos o situaciones que 

provengan del procedimiento y no del fondo del negocio. 

Las posibilidades de sobreseimiento son múltiples y pueden presentarse situaciones 

variables y de muchos matices, que pueden ser causa de que la autoridad judicial 

termine la Instancia procesalmente. 

Por regla general proviene de: a) falta de Interés jurídico; b) por Improcedencia de la 

acción de amparo; c) por Inexistencia del acto reclamado; d) por inactividad procesal. 

Como podemos observar, las causas de impoa::deucia tanto en el ámbito de la 

aplicación de la ley común, como en la federal son casi Idénticas y dan lugar a 

determinar en definitiva la situación jurídica del gobernado, coi icepto que en apartado 

distinto estudiaremos más a fondo; por lo que ve al juicio de amparo, las causas de 

improcedencia, se encuentran íntimamente reladonadas con el sobreseimiento del 

mismo, y ambas motivan que el órgano jurisdkx:lonal de control constitucional, se 

abstenga de pronunciarse respecto de la violación de la garantía conculcada. 
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2.2. UFOllMAS A LA FRACCIÓN X DEL 
AllnCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. 

La redacción de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, ha tenido muy pocas 

modificaciones, al efecto diremos que el contenido de dicha fracción aparecida en el 

Diario Oflclal de la Federación del 10 de enero de 1936 es la siguiente: 

ARTICULO 73 
FRAcaóN X. Contra actos emanados de un procedimiento judicial, cuando 
por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse 
consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el juicio 
promovido, por no poder decidirse, en dicho juicio, sin afectar la nueva 
situación jurídica. 

Esta redacción permaneció vigente durante todo este tiempo, hasta que fue reformada 

por Decreto de fecha 23 de diciembre de 1993 el cual fue publicado en el Diario Oficial 

de la Federación de fecha 10 de enero de 1994, en la que se establece una verdadera 

imparticlón de la Justicia, porque está atendiendo precisamente a las posibles 

violaciones a la Constitución General de la República, pero sobre todo que revisa el 

fondo de las violaciones a las leyes secundarlas, lo que constituía un verdadero avance 

jurídico, la redacción es: 

ARTICULO 73 
FRACOÓN X. Contra actos emanados de un procedimiento judiclal, o de 
un procedimiento administrativo seguido en forma de Juicio, cuando por 
virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse 
consumadas Irreparablemente las violaciones reclamadas en el 
procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin 
afectar la nueva situación jurídica. 
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Cuando por vía de amparo indllecto se reclamen vloladones a los artículos 
16, 19 o 20 de la C.onstltudón Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
sólo la sentencia de primera lnstandil t.j que se a>nsideren 
irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la 
impiocedeilda prevista en este p¡ec:eptu. La autoridad judlclal que conozca 
del proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que 
corresponda al quejOSO una vez cerrada la lnstrucdón, y hasta que sea 
notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente. 

Sin embargo, dicha fracción fue otra vez reformada, la cual fue publicada en el Diario 

Oficial de la Federación de 8 de febrero de 1999, cuyo texto es: 

ARTICUL073 
FRACOÓN X. Contra actos emanados de un procedimiento judlclal, o de 
un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por 
virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse 
consumadas Irreparablemente las violaciones reclamadas en el 
procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin 
afectar la nueva situación jurídica. 

Cuando por vía de amparo Indirecto se reclamen violaciones a los artículos 
19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la 
sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente 
consumadas las violaciones para los efectos de la lmpi ocedet Ida prevista 
en este precepto. La autoridad Judldal que conozca del proceso penal 
suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al 
quejoso una vez cerrada la Instrucción, y hasta que sea notificada de la 
resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente. 

En esta redacción, se aprecia, de nueva cuenta que desaparece el artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (relativa a la orden de 
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aprehensión), es decir, se regresa a la fórmula del año de 1936, lo que en nuestro 

concepto constituye un retroceso jurídico, dejando a merced del juzgador primario 

violaciones procesales y de análisis del material probatorio contenido en la averiguación 

previa, las cuales ya no podrán ser reparadas, precisamente por el llamado "cambio de 

situación jurídica" al pronunciarse el auto de formal prisión o también llamado de 

"término constitucional", dando lugar al constante sobreseimiento del juicio de amparo, 

tal vez, en aras de abatir el rezago en la lmpartlción de Justicia. 
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2.1 JUSnflCAaÓN A LA MODIFICACIÓN HAalDA 
UI a AÑO 1913 lt!SnCTO M LA FllACCIÓN X 
DEL AltTICULO 73 H LA UY MAMPARO. 

La principal justificación es, precisamente, la redacción de dicha fracción, que recogió 

un verdadero espíritu de Impartir Justicia, ya que Introduce dos aspectos fundamentales 

en la esfera jurídica del gobernado, frente al poder autoritario, uno es que prevalezca la 

seguridad jurídica y otro que ve la situación jurídica, frente al poder público. 

Estos dos conceptos son objeto de estudio, con el propósito de justificar el alcance de 

las reformas que desafortunadamente a su vez, fueron ya reformadas, en aras de abatir 

la carga de trabajo en los Tribunales federales, pero esas son razones de política de 

trabajo, no de una razón jurídica o de política criminal. 

SEGURIDAD JUIÚDICA 

La palabra seguridad proviene de securitas, la cual deriva del adjetivo securus (de 

secura) que, en su sentido más general, significa estar libre de cuidados. 

En sentido amplio, la palabra seguridad indica la situación de estar alguien seguro frente 

a un peligro. Una persona dentro de una casa puede sentirse segura respecto de las 

inclemencias del tiempo; un combatiente puede estar seguro en una b'lnchera respecto 

del peligro de un ataque del enemigo. 

Esto nos muestra que el concepto de seguridad varía según sea el tipo de peligro con el 

cual ·se relaciona. En la vida social, el hombre necesita, por una parte, tener la 

seguridad de que los demás respetarán sus bienes y, por otra, saber cómo ha de 
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comportarse respecto de los bienes de los demás. Esta seguridad referente a las 

relaciones con los semejantes es la que puede denominarse seguridad Jurídica. 

El asegurar la existencia de ciertos comportamientos en la vida social es necesario para' 

la subsistencia de la misma vida social, para que exista paz hace falta que los miembros 

de la sodedacl respeten los bienes v las vidas ajenas, y por eso es necesario que la 

sociedad asegure, conminando con la coacción pública, que dichos comportamientos 

habrán de llevarse a cabo. Recasens Slches estima que es tan Importante la seguridad 

en la vida social que su consecución es el motivo principal (histórico o sociológico) del 

nacimiento del derecho. 

La seguridad jurídica la define Delos: "es la garantía dada al Individuo de que su 

persona, sus bienes v sus derechos no serán objeto de ataques violentos o que, si estos 

llegan a producirse; le serán aseguradas por la sociedad, protección y reparación" (Los 

fines del derecho). 

Dicho en otras palabras, la seguridad jurídica es la certeza que tiene el Individuo de que 

su situación jurídica no será modificada más que por procedimientos regulares, 

establecidos previamente. 

La seguridad jurídica puede entenderse desde dos puntos de vista, uno objetivo v otro 

subjetivo. Desde el punto de vista subjetivo, la seguridad equivale a la certeza moral 

que tiene el individuo de que sus bienes le serán respetados, pero esta convicción no se 

produce si de hecho no existen en la vida social ·las condiciones requeridas para tal 

efecto: la organización judicial, el cuerpo de policía, leyes apropiadas, etc. 

Desde el punto de vista objetivo, la seguridad equivale a la existencia de un orden social 

justo v eficaz cuyo cumplimiento está asegurado por la coacción pública. 
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La seguridad jurídica es uno de los fines principales del derecho. Para los autores 

emparentados con el Idealismo kantiano, Incluido Kelsen, que niegan la existencia de 

una ética material de bienes y fines, la seguridad viene a ser la característica esencial de 

lo jurídico. 

Donde existe una conducta cuyo cumplimiento ha sido asegurado por una sanción que 

impone el Estado, dicen, existe un deber jurídico, Independientemente de cuál sea su 

contenido. 

Esta afirmación lleva a examinar la cuestión de las relaciones que existen entre la 

seguridad y la justicia. Es evidente que para que exista seguridad jurídica es necesaria 

la presencia de un orden que regule las conductas de los Individuos en las sociedades y 

que ese orden se cumpla, que sea eficaz. 

Ahora bien, puede existir una ordenación de conductas, Impuesta por los órganos 

establecidos, que se cumpla y contener, sin embargo, disposiciones contrarias 

evidentemente a la justicia, como la de que los gobernantes pueden en cualquler 

momento privar de sus propiedades a los Individuos, o de que pueden castigarlos por 

delitos no tipificados previamente. lCabe afirmar que tal ordenación produce seguridad? 

Lo que interesa a la sociedad asegurar es el cumplimiento de conductas que son 

valiosas para la vida social, o sea de conductas que implican la realización, parcial pero 

efectiva, del criterio de dar a cada quien lo suyo. 

Esto hace ver que el criterio racional de la justicia (o jurisprudencia) es necesario para 

que haya seguridad jurídica efectiva: gracias a ese criterio se disciernen, de manera 

objetiva, las conductas cuyo cumplimiento es necesario asegurar; si falta o falla. ese 

criterio de justicia, se corre el riesgo de asegurar el cumplimiento de conductas cuya 

realización más bien Infunde temor que paz. La seguridad jurídica Implica, por 

consiguiente no sólo que el orden social sea eficaz sino que también sea justo. 
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Como corolario es pertinente anotar que la redacción de la modificación habida en el 

año de 1993, constituyó en su tiempo, un gran avance Jurídico porque estaba viendo 

precisamente la seguridad jurídica del gobernado ya que atiende a uno de los valores 

más trascendentes del hombre como son la libertad, lamentablemente estos conceptos 

se ven limitados, por la redacción actual de la fracción comentada. 

90 



2.4. TESIS DE JURISPRUDENCIA ANTES Y Dil!SPUts De LAS 
ltEFOllMAS A LA FIUCQÓN X DEL 
ARTICULO 73 De LA LEY DE AMPARO-. 

Por lo que respecta a la jurisprudencia habida hasta antes de las reformas de 1994 y 

1999, se transcribe el atterlo generalmente adoptado al resolver sobre la cuestión 

debatida, es decir, acerca de la orden de aprehensión reclamada y su posteriol 

sobreseimiento por razón de cambio ele situación jurídica, atendiendo precisamente al 

contenido de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo. La Tesis que Ilustra 

dicho atterlo aparece en la Gacet.a del Semanario Judicial de la Federación. Octava 

Época. Número 86-1, Febrero de 1995. Tesis: Ill.2o.P. J/11 Página: 33. 

IMPROCEDENaA. JUICIO DE AMPARO. EL CAMBIO DE SOVACIÓN JURiDICA 
CESA LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO. 

Si el quejoso señaló como acto reclamado la orden de aprehensión dictada en su contra 

por el juez de instancia y de autos se advierte que se le decretó formal prisión como 

presunto responsable del Ilícito por el que se libró el mandamiento de captura, es 

evidente que se actualiza la causal de impiocede11cia del juicio, prevista en el artículo 

73, fracciones X y XVI de la Ley de Amparo, atento a que, dicha orden cesó en sus 

efectos porque sus consecuencias jurídicas quedaron insubsistentes y no puede ser 

analizada, por tratarse de un estadio procesal diferente, además no es factible decidir la 

situación jurídica anterior al quedar legalmente substituida con et auto de formal prisión, 

el cual contempla aspectos distintos que pueden ser combatidos, ya sea mediante 

recurso ordinario o bien en amparo indirecto. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 

31 Ap!ndlce al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000. CD-ROOM Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Méxia>, 2000. 
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La anterior tesis de jurisprudencia no amerita mayor comentarlo en virtud de que es 

clara la disposición legal que la rige, aunque no la compartamos en virtud de que 

consideramos que el juicio constitucional es el medio Idóneo por el que se deben revisar 

todos los actos de autoridad que afecten sobre todo la libertad del hombre. 

No dudamos que existan casos en que por ese cambio de situación jurídica se deba 

sobreseer en juicio, pero esos actos deben dirigirse a otros aspectos que sean diferentes 

a la limitación de la libertad del gobernado. 

Ahora bien, este criterio se estuvo sosteniendo invariablemente en todos los juzgados 

federales de conformidad con lo dispuesto por el artículo 193 Bis de la Ley de Amparo 

(Derogado en el Diario Oficial de la Federación del 16 de enero de 1984) y 

posteriormente en acatamiento al contenido del artículo 193 de la Ley de Amparo 

vlgente39
• 

Posteriormente se estableció jurisprudencia definida que aparece en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación Apéndice de 1995. Octava Época. Tomo II, Parte 

TCC. Tesis: 733 Página: 470, la cual nos refiere: 

SOBRESEIMIENTO. EL CAMBIO DE SITUACIÓN JURiDICA SOLO ACARREA EL, 
CUANDO SE TRATA DE LA SENTENCIA DEFINMVA DICTADA EN EL 
PROCEDIMIENTO CORRESPONDIENTE. 

39 Ap!ndice al Semanario Judicial de Ja Federación 1917-1995. Suprema Corte de Justicia de la Nación. MAYO 
Ediciones, M~xico, 1995. 
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Por Decreto publicado el diez de enero de mil nowdentos noventa y cuatro en el Diario 

Oficial de la Federación se adicionó la fracción X del artícuk> 73 de la Ley de Amparo 

con un segundo párrafo que a la letra es del siguiente texto: "CUando por vía de 

amparo Indirecto se reclaman violaciones a los artícuk>s 16, 19 o 20 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera Instancia hará 

que se consideren Irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la 

lmpi ocedet icla prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso 

penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una 

vez cerrada la Instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el 

juicio de amparo pendiente". Lo anterior no deja lugar a dudas de que con la adición de 

mérito el legislador determinó que el cambio de situación jurídica dejará de ser causa de 

Improcedencia del juicio de garantías, salvo el caso de que se trate de la sentencia 

definitiva dictada en los procedimientos judiciales o administrativos seguidos en forma 

de juicio de los que emanen los actos reclamados. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

NOTA: 
Tesis VII.P.J/47, Gaceta número 85, pág. 87; véase ejecutoria en el 
Semanario Judicial de la Federación, tomo XV-Enero, pág. 158. 
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Una correcta Interpretación a la adición en comento permite establecer que, aun cuando 

se produzca un cambio de situación jurídica dentro de las diversas fases legales que 

conforman el procedimiento judicial del orden penal, ello no conlleva necesariamente a 

la actualización de la causal de improcedencia señalada, sino solamente cuando en el 

mismo se dicta la sentencia de primera Instancia, al considerarse que esta resolución es 

la que consuma de manera Irreparable las violaciones resultantes del acto Inicialmente 

reclamado, como así se desprende del texto que dice: 

" ... sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren 
Irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la 
Improcedencia prevista en este precepto"; 

Exégesis ésta que se apoya en que cada etapa del procedimiento penal se rige por 

normas jurídicas autónomas, las que deben examinarse en forma separada, cuando son 

reclamadas en vía de amparo; de tal suerte que si la adición en cita condiciona la 

actualización de dicha causa de Improcedencia al dictado del fallo de primer grado, ello 

es con la finalidad de obligar a los tribunales de amparo a resolver sobre la legalidad de 

los actos reclamados dictados dentro del procedimiento judicial del orden penal, a pesar 

de que en el mismo, por su natural y legal prosecución, se produzcan cambios de 

situación jurídica, para de esta manera salvaguardar, en su caso, la firmeza del 

procedimiento ante actos de autoridades judiciales del orden penal viciados de Ilegalidad 

desde su origen y, por tanto, dar mayores alcances restitutorios a la sentencia de 

amparo penal, para cuyo logro se consignó en esa reforma la obligación de los jueces 

de Instancia de suspender el procedimiento "en lo que corresponda al quejoso una vez 

cerrada la 1pstrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga sobre el 

juicio de amparo pendiente". 

Sin que dentro de esa sucesión de actos procesales penales pueda estimarse la 

actualización de la diversa causal de cesación de efectos, contenida en la fracción XVI 
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del Invocado artículo, pues ésta participa de una naturaleza jurídica distinta a la de 

aquélla, ya que su aplk:adón se produce cuando es la propia autoridad responsable la 

que, por un acto postei lor, revoca o nulifica, dentro de esa sucesión de etapas 

procesales el acto reclamado, constituyéndose de esta manera una situación Idéntica a 

la que habría existido si éste no se hubiese emitido; verbigracia: cuando se reclama la 

orden de aprehensión y posteriormente se dicta auto de libertad por falta de elementos 

para procesar o de sobreseimiento; o en su caso, que después del auto de formal 

prisión se emita sentencia absolutoria; lo que no acontece en tratándose de orden de 

aprehensión y auto de formal prisión, como continuidad del procedimiento, pues ello no 

implica que hubiesen cesado los efectos de esa orden de captura, dado que dicho acto 
no es revocado o nuliflcado con el dictado de ese auto ulterior, ni se ha constituido una 

situación Idéntica a la que habría existido antes de su emisión, ya que sus efectos, que 

eran los de poner al inculpado a disposición de la autoridad judicial para la instauración 

del proceso penal por la probable comisión de un delito, se están produciendo 

permanentemente, Inclusive la afectación a la libertad personal del inculpado, aunque 

por distinto acto, sigue subsistiendo. 

Sin embargo, la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, es reformada, lo que da 

lugar a la adopción de un nuevo criterio, danclo lugar a la improcedencia del juicio de 

amparo, por cambio de situación jurídica, la cual podemos definir de la siguiente forma: 
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SITUACIÓN JUIÚDICA 

Por situación jurídica la dogmática civil se refiere a la circunstancia jurídica en la que se 

encuentra un individuo con relación a otros individuos. En este sentido la situación 

jurídica no se diferencia de los demás hechos jurídicos (en tanto hechos generadores de 

consecuencias de derecho) (aluvión, siniestro, nacimiento, Ingreso). La situación jurídica 

sugiere cierta continuidad y permanencia, Un ejemplo típico de situación jurídica es la 

vecindad. El hecho de ser vecino genera en el Individuo un conjunto de derechos. 

facultades y obligaciones que combinados Integran, precisamente, esa circunstancia 

(ese conjunto de relaciones concretas y potenciales) a que alude con la expresión 

situación jurídica. Ser propietario ribereño, por ejemplo., genera ciertas consecuencias, 

vis a vis los demás propietarios ribereños; etc. 

Los juristas distinguen la situación jurídica de la relación jurídica, la situación jurídica se 

constituye, no sólo de varias relaciones jurídicas concretas sino de muchas relaciones 

abstractas o potenciales que pueden surgir (Gallndo Garfias). El uso de la expresión 

'situación jurídica' es casi exclusivo de la dogmática civil; fuera de la dogmática civil la 

expresión tiene poco uso, o un sentido no técnico. Cabe subrayar que 'situación jurídica' 

es un concepto dogmático cuyo análisis requiere de la referencia a las normas que la 

integran. La situación jurídica no constituye una clase de hechos sociales. No existen 

hechos, relaciones o situaciones jurídicas, sino hechos, relaciones o situaciones que son 

el contenido de normas jurídicas (hechos jurídicamente considerados). Solo en este 

sentido puede decirse que existen situaciones jurídicas, las cuales no son sino normas 

jurídicas que generan en ciertos individuos un conjunto de derechos subjetivos, 

facultades y responsabilidades jurídicas. 

En suma, la situación jurídica se concibe como un estadio en el cual se encuentra el 

goberriado frente al poder público, el cual va cambiando merced a la emisión de otros 

actos que modifican al primero y que desde luego ya no pueden ser examinados desde 
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el punto de vista jurídico material, ya que al hacerto, se estaría sustituyendo a la nueva 
posición, la antertor, nullfk:ando a la posterior, lo que no es permitido en el ámbito 

procesal en virtud ele que jamás se crearía una seguridad jurídica, como sustento ele la 

apertura ele un proceso"°. 

Así pues, examinemos la tesis ele jurisprudencia que enseguida se transcribe y que 

aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. 

Tomo XI, Marzo del 2000. Tesis: VII.lo.P. J/42 Página: 875, la cual dice: 

IMPROCEDENCIA, SE SURTE LA CAUSAL PREVISTA EN LA FRACQÓN X DEL 
ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO LO 
CONSTITUYE LA ORDEN DE APREHENSIÓN Y POSTERIORMENTE R DICTA 
AUTO DE FORMAL PRISIÓN. APLICACIÓN DE LAS REFORMAS A LA LEY DE 
AMPARO (DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DE 8 DE FEBRERO DE 1199). 

Es correcto el sobreseimiento decretado por el a quo en el juicio de amparo, con 

fundamento en la fracción III del artículo 74 de la Ley de Amparo, en el que se reclamó 

la orden de aprehensiÓn decretada en contra del quejoso, por violación a los artículos 

14 v 16 constitucionales, toda vez que en el caso se actualiza la causal de 

improcedencia del juicio de garantías a que se refiere el artículo 73, fracción X, párrafo 

segundo, de la Ley de Amparo, en virtud de que consta en autos que la autoridad 

responsable, decretó formal prisión al quejoso v ello conlleva a establecer que ha 

operado un cambio de situación jurídica; lo antertor es así, atento la reforma del artículo 

73, fracción X, párrafo segundo, de la ley de la materia, publicada en el Diario Oflclal de 

la Federación del día ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, misma que 

entró en vigor al día siguiente de su publlcaclón v que en lo conducente dice: "Cuando 

por vía de amparo Indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la 

"°Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000. S~rna Cone de Justicia de la Nación CD-ROOM 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de 

primera Instancia hará que se consideren Irreparablemente consumadas las violaciones 

para los efectos de la Improcedencia prevista en este precepto.". 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SÉPTIMO ORCUITO. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, 
diciembre de 1999, página 666, tesis I.2o.P. J/11, de rubro: 
"ORDEN DE APREHENSION. INTERPRETAOÓN DE LA FRACCIÓN X 
DEL ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 
NUEVE DE FEBRERO DE 1999.". 

Como se destacó, las últimas reformas a la Ley de Amparo, publicadas en el Diario 

Oficial de la Federación el ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, en vigor 

al día siguiente, cuando la parte quejosa promueva la Instancia bllnstanclal contra una 

orden de aprehensión y antes de celebrarse la audiencia constitucional correspondiente, 

se allegue al juicio el Informe del Juez responsable en el cual haga del conocimiento del 

federal que se ha dictado contra aquélla auto de formal prisión, ello actualiza la causal 

de Improcedencia a que se refiere la reformada fracción X del artículo 73 de la Ley de 

Amparo, por acontecer un cambio en la situación jurídica. 

Cierto, dicha fracción y numeral citados, actualmente rezan, en la parte que atai'le: "Art. · 

73. El juicio de amparo es Improcedente: ... X. Contra actos emanados de un 

procedimiento judlclal, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, 

cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse 

consumadas Irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento 

2001. 
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respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación 
jurídica. 

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de 

primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violadones 

para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. 

La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el 

procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la Instrucción y hasta 

que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente. 

Como corolario, es de destacarse que efectivamente al operar un cambio de situación 

jurídica con la emisión del auto de formal prisión, se sobresee en juicio, toda vez que 

conforme al criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicado en la página 121, Volumen 97-102, Primera Parte, Séptima Época, del 

Semanario Judicial de la Federación, del rubro: "UBERTAD PERSONAL, RESTRICCÓN 

DE LA (CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA}.'', la libertad personal puede restringirse .por 

cuatro motivos: la aprehensión, la detención, la prisión preventiva y la pena, cada uno 

de los cuales tiene características peculiares, denominándose situación jurídica el 

conjunto de normas jurídicas que condicionan y rigen la restricción de la libertad en los 

distintos casos de que se hable; de modo que cuando esta situación cambia, cesan los 

efectos de la situación jurídica anterior, pues cada forma de restricción de la libertad 

excluye a las otras y por lo mismo, desaparecen los efectos del acto reclamado, lo que 

trae como consecuencia que se declare Improcedente el amparo contra la situación 

jurídica antertor41
". 

41 PÉREZ, Dayán, Albeno.- Ley de Amparo comentada, Cuana Edición llC1uali7.ada, Edil. Pomía, M~xlco, 1993, 
pág. 200 y sigs. 

99 



Bajo ese panorama, se ha venido decretando por los jueces de Distrito, el 

sobreseimiento del juicio de amparo, fuera de audiencia constitucional, tal vez en aras 

de abandonar la carga de trabajo que les agobia, de otra forma no se explica como la 

norma secundarla restringe a la constitucional, en nuestro concepto es un contrasentido 

jurídico. 

.:' .~: ··.' 

100 



.. ·······-·· ·-········ •.. ·---·-·-··-·-----------·-·--··-·····--- ·------------

CAPITULO 111 

NECESIDAD DE ADECUAR EL TEXTO ACTUAL 
DE LA FRACCIÓN X DEL ARTICULO 73 
DE LA LEY DE AMPARO. 



3.1. IEdGESIS DIE LA FRACCIÓN X DIEL ARTICULO 73 
OIE LA LeY DIE AMPARO, RELACIONADA CON 
LA OllDIEN DIE APltlEHl!NSIÓN. 

Como hemos visto con anterioridad, la fracción X, párrafo segundo, del artículo 73 de la 

Ley Reglamentarla de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación del ocho de febrero de 

mil novecientos noventa y nueve, cuya entrada en vigor fue al día siguiente de su 

publicación, cuyo texto dice: "X Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o 

de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de 

cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas 

Irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no 

poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídlca.--Cuando por 

vía de amparo Indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exduslvamente la sentencia de 

primera Instancia hará que se considere Irreparablemente consumadas las violaciones 

para los efectos de la Improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que 

conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que 

corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la 

resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente." 

En efecto, el Juez federal debe examinar "de oficio" previamente la procedencia del 

juicio de garantías, por ser ésta una cuestión de orden público, en apego a lo dispuesto 

por el precepto 73 fracción XVIII párrafo segundo de la Ley Reglamentarla de los 

Artículos 103 y 107 Constitucionales y conforme a lo que establecen las jurisprudencias 

814 visible a fojas quinientos cincuenta y tres, Tomo IV Materia Común del Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación publicado en el aí'lo de 1995, 940 consultable en la 

página mil quinientos treinta y ocho, Segunda Parte, del Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federación de los aí'los 1917-1988 y en la tesis visible en la hoja treinta y dnco, 

del Volumen XCII del Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, 
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respectivamente, que señalan: "IMPROCEDENCIA. CAUSALES DE, EN EL JUICO DE 

AMPARO.-Las causales de Improcedencia del juicio de amparo, por ser de orden 

público deben estudiarse previamente, lo aleguen o no las partes, cualquiera que sea la 

Instancia."; "IMPROCEDENCIA.-Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse 

previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser esa cuestión de orden público 

en el juicio de garantías."; e "IMPROCEDENCIA, ES DE ORDEN PÚBUCO.-La 

Improcedencia en los juicios de amparo en revisión es una cuestión de orden público 

que puede examinarse de oflclo42." 

Ahora bien, debemos recordar que la libertad personal puede restringirse por cuatro 

motivos: la aprehensión, la detención, la prisión preventiva v la pena; cada uno de los 

cuales tiene características peculiares. 

El conjunto de normas jurídicas que condicionan v rigen la restricción de la libertad, en 
los distintos casos de que se ha hablado, se llama situación jurídica; de modo que 

cuando ésta cambia, cesan los efectos de la situación jurídica anterior, pues cada forma 

de restricción de la libertad excluye a las otras, v por lo mismo, desaparecen los efectos 

del acto reclamado v es improcedente el amparo contra ese status jurídico anterior; de 

ahí que se desprenda que al existir un cambio de situación jurídica por cuanto hace a la 

libertad personal del gobernado en virtud de que el motivo Inicial es la orden de 

aprehensión v si se llega a decretar la formal prisión, trae como consecuencia la 

cesación de efectos de la orden de captura, por tanto, la orden de aprehensión deja de 

tener vida jurídica al haber sido sustituida jurídica y procesalmente por el auto de plazo 

constitucional, consecuentemente se actualiza la causal de lmpiocede11cla prevista en el 

artículo 73 fracción XVI de la ley de la materia que establece: "Art. 73. El juicio de 

amparo es Improcedente: ... XVI. Cuando hayan cesado los efectos del acto 

reclamado.", por lo cual con fundamento en el artículo 74 fracción III de la Ley de 

Amparo, procede sobreseer en el juicio de garantías. 

42 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, Jurisconsulta 2001 actualilllda a febrero de 2001. Supn:rna Corte 
de Justicia de la Nación. 
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Al respecto resulta aplicable por Identidad jurídica sustancial la tesis sustentada por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Orculto en el amparo en 

revisión número 674/99, quejoso Amando Lagunas Flores, resuelta en sesión de fecha 

treinta v uno de agosto de mil novecientos noventa v nueve, por unanimidad de votos, 
que a la letra dice: "ORDEN DE APREHENSIÓN. INTERPRETACÓN DE LA FRACCÓN X 

DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL NUEVE DE 

FEBRERO DE 1999.-La modificación del segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 

de la ley de la materia, que entró en vigor en la fecha seftalada, pone de manifiesto la 

existencia de una excepclÓn orientada a que en los juicios de garantías se analicen las 

violaciones a la libertad personal relacionadas, únicamente con los artículos 19 o 20 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que se limite la aplicación de 

la causal de lmpiocedeucla por cambio de situación jurídica, al dictado de la sentencia 

de primera Instancia, única hipótesis en la que se consideran irreparablemente 

consumadas las violaciones reclamadas; modificación que exduyó lo relativo a la orden 

de aprehensión regulada por el artículo 16 constitucional; por tanto, el auto de formal 

prisión sí da lugar a la improcedencia del amparo que con antelación se hubiera hecho 

valer en contra de la orden de aprehensión, al existir cambio de situación jurídica por 

cuanto hace a la libertad personal del quejoso, ya que lnldalmente la afectación a la 

libertad, era el motivo de la orden de aprehensión y en la actualidad es por la formal 

prisión decretada en contra del quejoso, lo que trae como consecuencia también la 

cesación de efectos del mandato de captura; por consiguiente la orden de aprehensión 

deja de tener vida jurídica al haber sido sustituida jurídica y procesalmente por el auto 

de plazo constitucional, lo que conlleva a la Inaplicación, de las jurisprudencias números 

55/96 y 56/96 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos rubros son: 

'ORDEN DE APREHENSIÓN. NO CESAN SUS EFECTOS CUANDO SE DICTA EL AUTO DE 

FORMAL PRISIÓN (INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1113 DE LA PRIMERA 

SALA Y ANÁLISIS DE LA FRACOÓN XVI DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO).' y 
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'ORDEN DE APREHENSIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 73 

DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL PRIMERO DE FEBRERO DE 199443
.'.". 

Lo anterior, Inevitablemente nos lleva a la aplicación de la jurisprudencia sustentada por 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible a fojas 335 del Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia C.omún, que reza: 

"SOBRESEIMIENTO. NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE 

FONDO.-No causa agravio la sentencia que nos ocupa de los razonamientos tendientes 

a demostrar la violación de garantías Individuales por los actos reclamados de las 

autoridades responsables, que constituyen el problema de fondo, si se decreta el 

sobreseimiento del juicio.". 

Así las cosas, consideramos que la redacción actual de la fracción X del artículo 73 de la 

Ley de Amparo, debe ser revisada, pero con una óptica estrictamente jurídica, ya que si 

como se dijo, el fin primordial del juicio de amparo es proteger a la C.onstltuclón misma, 

no vemos la razón por la que se deba sobreseer en juicio, respecto de la orden de 

aprehensión reclamada, ya que de facto, persiste la restricción de la libertad del 

gobernado y el solo cambio de la figura jurídica, en cuanto al nombre de ese estadio, no 

debe ser pretexto para analizar las posibles violaciones a nuestra carta Fundamental. 

Como lo advertimos, no se Incluye el artículo 16 de nuestro Pacto Federal en la fracción 

transcrita, razón suficiente para que el Juez de Distrito que conozca de la demanda de 

amparo relativa a la orden de aprehensión, tenga la facilidad de decretar el 

sobreseimiento en juicio, y si bien es cierto que, por regla general, es en las sentencias 

cuando se debe analizar la existencia de las causas de sobreseimiento, no menos es 

también verdad que cuando se trate de la existencia de una causa Incontrovertible y 

manifiesta de Improcedencia del juicio de garantías, como la prevista en la transcrita 

fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, es legal que el Juez de Distrito sobresea 

0 Ap!ndicc al Semanario Judicial de la Fedcración.-Jurisconsulta 2001, actualizada a febm'o de 2001.. Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 
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en el juicio de garantías aún antes de celebrar la audiencia constitudonal, apoyándose 

en la constancia que se le haga llegar por la autoridad responsable que emite el acto 

reclamado, por la cual operó el cambio de situación jurídica del ampartsta, esto 

obviamente, frente a la orden ele aprehensión, y dado ese cambio se situación jurídica, 

como se dijo, se sobresee en juicio. 

Entonces, resulta correcto el sobreseimiento deuetado por el a quo en el juicio ele 

amparo, con fundamento en la fracción III del artículo 74 de la Ley de Amparo, en el 

que se reclamó la orden de aprehensión decretada, toda vez que se actualiza, en su 

caso, la causa de Improcedencia del juicio de garantías a que se refiere el artículo 73, 

fracción X, párrafo segundo, ele la Ley de Amparo, en virtud de que la autoridad 

responsable, decretó formal prisión y ello conlleva a establecer que ha operado un 

cambio de situación jurídica. 

Pero también debe considerarse que, por la naturaleza del sobreseimiento, no se puede 

pronunciar el Juez encargado del control de la constitucionalidad acerca de los actos de 

la autoridad que emite el acto que de ella se reclama, es decir, se ve Impedido 

legalmente para dictar sentencia definitiva respecto de la constitucionalidad del acto 

reclamado, dejando las cosas tal como estaban hasta antes de la interposición de la 

demanda de amparo. 

En otras palabras las posibles violaciones que se hubiesen cometido al emitir la orden de 

aprehensión, deben considerarse como Irreparablemente consumadas, sin posibilidad de 

estudio posterior. Esta situación es la que nos preocupa, ya que por un lado, la 

autoridad responsable, sabedora de que necesariamente operará ese cambio ele 

situación jurídica del gobernado, ya no realiza un estudio serlo y jurídico de los hechos 

que haya sometido a su consideración la Representación Social de que se bate y por el 

otro, los Tribunales federales ni siquiera hacen el Intento por estudiar las vlolaclones 

constitucionales que se hubieren producido al emitir la orden de aprehensión, lo cual 

nos lleva a una verdadera emboscada jurídica. 
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Como corolario, es de destacarse que efectivamente al acontecer un cambio de 

situación jurídica con la emisión del auto de formal prisión, debe sobe eseerse en juk:lo, 

toda vez que conforme al criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicado en la página 121, Volumen 97-102, Primera Parte, 

Séptima Época, del Semanario Judk:lal de la Federación, del rubro: "UBERTAD 

PERSONAL, RESTRICCIÓN DE LA (CAMBIO DE srruAOÓN JURÍDICA).", la libertad 

personal puede restringirse por cuatro motivos: la aprehensión, la detención, la prisión 

preventiva y la pena, cada uno de los cuales tiene características pecullares, 

denominándose situación jurídk:a el conjunto de normas jurídk:as que condk:ionan y 

rigen la restricción de la libertad en los distintos casos de que se hable; de modo que 

cuando esta situación cambia, cesan los efectos de la situación jurídk:a anterior, pues 

cada forma de restricción de la libertad excluye a las otras y por lo mismo, desaparecen 

los efectos del acto reclamado, lo que trae corno consecuencia que se declare 

Improcedente el amparo contra la situación jurídica anterior. 

Bajo ese panorama, lo que nos queda es tratar de volver hacia las reformas del afto mil 

novecientos noventa y cuatro, a la Ley de Amparo, para lograr que no sea causa de 

sobreseimiento, ese tan llevado "cambio de situación jurídk:a". 
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3.2. LA JUSTICIA Fl.,.lllAL SI HACI NUGATOIUA AL SOllltlSl!Ell 
IN JUICIO, IUSNCTO DI LA C>lmeN DI APltl!HINSIÓN, 
POll CAMlllO DI SITUAC16N JUÚDICA. 

El concepto relativo al sobreseimiento ya lo hemos especificado con anterioridad, por 

ello, solo retomamos el concepto general del mismo, entendiendo que es el acto de 

cesar un procedimiento, es decir, es el pronunciamiento jurlsdlcclonal que Impide 

definitivamente el análisis de las cuestiones de fondo. 

El sobreseimiento es un acto netamente procesal que pone fin al juicio; pero le pone fin 

sin resolver la controversia en cuanto al fondo, es decir, sin determinar si el acto 

reclamado es o no contrario a la Constitución y, por lo mismo, no finca derechos u 

obligaciones en relación con el quejoso y la autoridad o autoridades que emitieron y 

tratan de ejecutar ese acto. 

Es, como acertadamente lo seí'lala el Dr. Ignacio Burgoa, "de naturaleza adjetiva", ajeno 

por completo a las cuestiones sustantivas, ya que ninguna relación tiene con el fono de 

la cuestión debatida, sometida a la consideración del órgano de control constltudonal. 

El sobreseimiento en el amparo pone fin al juicio, sin hacer declaración alguna sobre si 

la Justicia de la Unión ampara o no, a la parte quejosa, y, por tanto, sus efectos no 

pueden ser otros que: "dejar que las cosas queden tal y como se encontraban antes de · 

la Interposición de la demandan, y la autoridad responsable podrá obrar conforme a sus 

atribuciones legales. Sin duda alguna, este extremo es lo grave del sobreseimiento en 
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tratándose de la orden de aprehensión, ya que entonces, las vio&aclones a las garantías 

Individuales, se deben considerar Irreparablemente consumadas, lo cual es un mero 

tecnicismo jurídico, porque en la práctica, bien se pueden analizar esas violaciones; sin 

embargo el legislador se aparta de la naturaleza misma del contenido del artículo 16 

constltuclonal, perdiendo de vista, uno de los valores más altos del hombre ... su 

libertad, haciendo nugatoria la lmpartlclón de Justicia. 

Así, podemos observar del texto del artículo 73, fracción X, de la Ley de Amparo 

vigente, que la acción constitucional es Improcedente, cuando se esté en presencia de 

un acto dictado dentro de un procedimiento judlclal, y con posterioridad a la 

presentación de la demanda de amparo se produce un acto que trae por resultado el 

. cambio de situación jurídica, de tal manera que no sea posible analizar el acto 

reclamado sin que al hacerlo se afecte la situación aeada por el nuevo acto que no fue 

reclamado en el juicio, resultando por lo tanto Irreparablemente consumadas las 

violaciones cometidas por el acto reclamado. 

Esta causa de improcedencia, que se traduce finalmente en el sobreseimiento del juicio 

de garantías, se refiere a la lrreparabllldad jurídica, no a la física que hace Imposible la 

restauración de las cosas al estado en que se encontraban con anterioridad a . la. 

consumación del acto reclamado. 

En efecto, tratándose de esta causa de lmpiocede11cla, no existe Imposibilidad física. : 

para reparar las violaciones que hubiera ocasionado ef acto reclamado, pero existe ',Un 

Impedimento jurídico para ello, toda vez que, el permitir la destnJcclón de ~ .. de ··' 

autoridad que escapan a la litis planteada en el juicio constitucional, cuyo sustento legal " . 
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no puede valorarse, por no formar parte de la litis en el juicio, v que quizá justifican 

legalmente la extstencla o subsistencia del acto que se reclamó en el amparo, 

constituiría una extralimitación de la sentencia CX1f1511tudonal al conocer el amparo 

Invalidando como consecuencia, un acto de autoridad cuya legalidad o 

constltuclonalldacl no ha sido ni controvertida ni resuelta conforme a derecho, esta es la 

razón que justifica plenamente la existencia de la causal que analizamos. 

Es muy Importante observar que el elemento principal de este motivo de Improcedencia 

de la acción de amparo, es el cambio de situación jurídica, es decir, la posición del 

quejoso frente al orden jurídico derivado de la realización de ciertos actos v de la 

aplicación de ciertos preceptos a su caso en particular. 

Ese cambio de situación jurídica, para ser causa de impiocedencla debe efectuarse 

dentro de un procedimiento judicial. Se ha entendido en términos genéricos como una 

sucesión de actos ligados por un nexo de causalidad, cada uno de los cuales es 

consecuencia del anterior y presupuesto del siguiente, y aunque usualmente la 

ilegalidad de uno de ellos produce la Insubsistencia de todos los posteriores, esto no 

sucede cuando se dictan actos, que por su existencia o validez, gozan de autonomía 

frente a los anteriores, de modo que pueden subsistir con independenda de que los 

anteriores sean abiertamente Ilegales, por lo cual se dice que estos actos con autonomía 

han cambiado la situación jurídica que existía, produciendo la lneparabilldad jurídica de 

las violaciones constitucionales que se hayan realizado con anterioridad. 

109 



También es necesario para que se actualice la causal de Improcedencia en estudio, que 

no pueden examinarse las violaciones alegadas por el quejoso respecto al acto que 

reclama, sin que al hacerlo se afecte la nueva situación jurídica creada por el acto 

sobrevenido, esto es, si el tribunal de amparo analiza el acto reclamado v declara 

fundadas las objeciones del quejoso, tendría que anularlo por efecto de la sentencia 

protectora, dejando inexistente una parte del procedimiento v subsistiendo el acto 

autónomo posterior v sus consecuencias, lo que sería lógica v jurídicamente Inadmisible, 

v contrario a la finalidad del juicio de garantías, pues la sentencia de amparo no podría 

restituir al quejoso en el goce de sus garantías lndlviduales viciadas, debiendo en tal 

caso considerar consumadas en forma irreparable las violaciones sufridas por el 

quejoso. 

En suma, es un contrasentido, por una parte otorgar todos los beneficios que la ley 

autoriza al gobernado para gozar de la amplitud de una defensa adecuada v por la otra, 

merced a una ley secundarla, limitar ese derecho de defensa, lo cual hace de facto, que 

la Justicia de la Unión sea nugatorla. 
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3.3. NECESIDAD DE lll!FOllMAll l!L Tl!XTO DE LA Fii.ACCiÓN X 
DEL AllnCULO 73 DE LA LEY DI! AMPARO, COMPAllAnVAMl!NTI! 
CON l!L PltOYl!CTO DI! DICHA LEY. 

Como lo hemos venido analizando, es Incuestionable que la intención del legislador, al 

Introducir las reformas a la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo del año mil 

novecientos noventa y cuatro lo fue el que, dentro de una sucesión de actos procesales 

penales no se contemplara como causal de Improcedencia el de "cambio de situación 

jurídica" ni se pudiera aplicar la diversa contenida en la fracción XVI del artículo 73 de la 

Ley de Amparo pues esta última es en sf misma de naturaleza distinta a aquélla, ya que 

emerge cuando la propia autoridad que emitió el acto reclamado, por otro posterior, 

revoca o nullfica dentro de esa sucesión de actos procesales, apareciendo entonces una 

situación idéntica a la que hubiera existido si no se hubiese emitido el acto reclamado 

(verbigracia orden de aprehensión y auto de libertad por falta de elementos para 

procesar o de sobreseimiento; o en su caso, auto de formal prisión y sentencia 

absolutoria). 

Establecido lo anterior, aunque por la emisión del auto de formal prisión, se pudiera 

considerar que cambió la situación jurídica del gobernado al pronunciamiento ulterior 

del auto de formal prisión; pero no obstante, esto último no implica que en realidad 

hubiesen cesado los efectos de la orden de aprehensión, dado que ese mandato de 

captura no fue revocado o nulificado, ni se produjo con la formal prisión una situación 

jurídica Idéntica a la que privaba antes de la emisión de aquella orden; pues los efectos 

del mandamiento de captura, que eran los de poner al gobernado a disposición de la 

autoridad judicial para la Instauración del proceso penal, por la probable comisión de un 

delito, se están produciendo permanentemente, aunque por distinto acto (formal 

prisión), por lo que no hay tal cesación de los efectos del acto reclamado a que se alude 

en la justificación de la emisión del sobreseimiento que se estila en estos casos. 
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Apreciaciones éstas que encuentran apoyo en los criterios que el más alto Tribunal de 

Justicia del País sostuvo inicialmente al analizar el tópico jurídk:o en cuestión, los que 

aparecen publicados respectivamente en las páginas setecientos treinta y uno v dos mil 

cuatrocientos cuarenta v tres de los Tomos LXXXIX v XCIX del Semanario Judicial de la 

Federación, Quinta Época, que dicen: "ACTO RECLAMADO: CESAOÓN DE SUS 

EFECTOS. La cesación de los efectos del acto reclamado que amerita que se sobresea, 

no consiste en que tales efectos va no se puedan producir en lo futuro, sino que es 

necesario que sobrevenga una revocación total del acto y de los efectos que haya 

producido, pues de otra manera se dejaría de juzgar, sin motivo, de la legalldacl del acto 

y sus efectos, en el período comprendido entre el día en que se realizó y aquél en que 

cesó; en otras palabras, para que se pueda admitir que han cesado los efectos del acto 

reclamado se necesita que aparezca una situación Idéntica a la que habría existido, si el 

acto jamás hubiera existido, por tanto, si una ley viene a establecer reglas para el futuro 

en determinada materia, pero deja en ple lo ocurrido antes en virtud del acto 

reclamado, la materia del amparo subsiste, aun cuando pueda quedar limitada a cierto 

tiempo y, por lo mismo, no hay cesación de efectos"; V "ACTO RECLAMADO. CESACION 

DE SUS EFECTOS. Sólo puede considerarse que han cesado los efectos del acto 

reclamado, cuando se revoca el propio acto por la autoridad responsable o cuando se 

constituye una situación jurídica que definitivamente destruya la que dio motivo al 

amparo, de tal manera que por esa nueva situación, se reponga al quejoso en el goce 

de la garantía violada". 

Así las cosas, toda vez que conforme a lo anteriormente expuesto se colige que al dictar 

el auto de formal prisión, respecto de la orden de aprehensión, se produjo un cambio de 

situación jurídica; pero la situación material del gobernado no cambia porque sigue 

restringido de su libertad personal, por ello consideramos lndlspensable que se 

modifique el contenido del segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de 

Amparo, para Indicar que "sólo la sentencia de primera Instancia hará que se consideren 

Irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la lmpi ocedei lela 

prevista en este precepto ... ". 
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En general, al menos desde la perspectiva del quejoso, los efectos del acto reclamado 

se traducen en una vk>lad6n de garantías en su perjuicio; por ende, para hablar de 

cesación de tales efectos, debe atenderse, necesariamente, a si la contravención 

alegada ha desaparecido totalmente, sea porque la propia autoridad responsable la ha 

reparado, o porque esto ha acontecido por circunstancias ajenas a ella. 

Es decir, debe constatarse si las cosas se han restablecldo al estado que guardaban 

antes de la emisión y ejecución, en su caso, del acto reclamado, cuando se trata de 

actos positivos, o bien si la autoridad realizó la conducta que Indebidamente omitió, en 
tratándose de actos negativos, pues sólo en esta medida podrá hablarse, válidamente, 

de que se está en presencia de la causal de lmprocedeucla prevista en la fracción XVI 

del artículo 73 de la Ley de Amparo. 

Ahora bien, si con motivo de la orden de aprehensión que se llegare a reclamar en el 

juicio de garantías, se priva de la libertad al quejoso, o bien se le limita ésta, el hecho 

de que se haya dictado auto de formal prisión en su contra, en modo alguno significa 

que con motivo de este nuevo estadio procesal hayan cesado los efectos del 

mandamiento de captura. 

Tal conclusión se traduce en una apreciación teórica, puesto que lo objetivamente cierto 

es que el auto de bien preso, en la medida en que no provoca que las cosas vuelvan al 

estado en que se encontraban antes de que se emitiera el citado mandamiento, 

tampoco puede producir la cesación de los efectos del primer acto reclamado (orden de 

aprehensión). 

Desde otra perspectiva, resulta desafortunado que, si de acuerdo con la exposición de 

motivos del Decreto publicado el diez de enero de mil novecientos noventa v cuatro en 

el Diario Oflclal de la Federación, la modificación hecha a la fracción X del artículo 73 de 

la Ley de Amparo, tiene por objeto que se asegure que los derechos fundamentales 
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tutelados por los artículos 16, 19 y 20 constitucionales, queden protegidos, aun cuando 

hubiese cambiado la situación jurídica del quejoso, se acuda a un diverso motivo de 

Improcedencia, que, en rigor, no es aplicable, para evadir el análisis del fondo de la 

cuestión, pues con tal proceder se frustra el espíritu de la reforma. Esto es lo justo y 

que debe prevalecer, ¡:x>r encima de Intereses burocráticos o de forma. 

Lo que conduce a concluir que aun cuando se produjera un cambio de situación jurídica 

en las diversas etapas del procedimiento; ello no Implica necesariamente el surgimiento 

de la causal de Improcedencia relativa al cambio de situación jurídica, sino únicamente 

en el caso de que se dictara la sentencia de primer grado, pues sólo por ese acto se 

llevarían a cabo, Irreparablemente, las violaciones a los actos Inicialmente reclamados; 

lo que se a¡:x>ya en la garantía Individual de seguridad jurídica contenida en el artículo 

14 párrafo segundo de la Constitución General de la República, conforme a la cual el 

acto definitivo de privación de la libertad debe estar precedido de un juicio seguido ante 

los tribunales previamente establecidos, pero en el que "se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento"; en cuyas circunstancias, si la adición en cita condiciona la 

actuallzadón de causa de Improcedencia al dictado del fallo de primer grado, ello es con 

la finalidad de obligar a los tribunales de amparo a resolver sobre la legalidad de los 

actos reclamados dictados dentro del procedimiento judicial del orden penal, a pesar de 

que en el mismo, por su natural y legal prosecución, se produzcan cambios de situación 
Jurídica, para de esta manera salvaguardar, en su caso, los derechos subjetivos públicos 

del quejoso frente a actos de autoridades judiciales del orden penal viciados de 

ilegalidad desde su origen; como Incluso así se advierte de la reiterada exposición de 

motivos (del aí'lo mil novecientos noventa y cuatro) que dio lugar a aquella adición que 

se comenta, que ¡:x>ne de manifiesto la Intención del legislador de asegurar que los 

derechos fundamentales de los Individuos queden desprotegidos, aun cuando hubiera 

cambiado la situación jurídica del quejoso y, por tanto, la de darle mayores alcances 

restitutorios a las sentencias de amparo penales, con cuyo objetivo estatuye en esa 

reforma la obligación de los jueces de Instancia de suspender el procedimiento "en lo 

que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de 

114 



la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente". 

Lo anterior nos llevaría a la certeza de poder tramitar un proceso legal,· sin vicios, con 

sustento jurídico, encaminado a dar cumplimiento a la función del Estado de reprimir los 

delitos, vía sentencias justas y apegadas a derecho, cuestión diferente al hecho de que 

durante la secuela procesal, el gobernado pueda aportar medios de prueba lo 

suficientemente sólidos como para demostrar plenamente su Inocencia; así como para · 

que el Representante Social quede obligado a acreditar a plenitud, y con mayor 

facilidad, los motivos de la existencia del "cuerpo del delito" y la responsabilidad penal 

del procesado, lo que ahorrarla una gran carga presupuesta! para el Estado. 

Al respecto, cabría destacar el criterio sustentado por este Tribunal Colegiado al fallar 

los amparos en revisión 214/94, el 29 de junio de 1994, 290/94, el 25 de agosto de 

1994, 546/94 de 8 de diciembre de 1994 y 574/94 de 8 de diciembre de 1994, bajo el 

rubro: "CAMBIO DE SITUAOÓN JURÍDICA. CAUSAL DE IMPROCEDENCIA DE. EXÉGESIS 

DE LA ADIOÓN A LA FRACOÓN X DEL ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO 

PUBUCADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERAOÓN EL 10 DE ENERO DE 1994". 

3.3.1 COMPARATIVAMENTE CON EL PROYECTO DE 
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LA NUEVA LEY DE AMPARO. 

De otra parte, existe el Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que en su parte 

introductona en la parte que Interesa dice: 

"Por todo ello, estoy convencido de que este esfuerzo de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación permitirá, finalmente, llegar a un proyecto 
definitivo de una nueva Ley de Amparo, coadyuvando así a que nuestro 
principal medio de control constitucional, el juicio de amparo, consolide 
nuestro Estado de Derecho44

". 

Ministro Genaro David Góngora Plmentel. 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 
Consejo de la Judicatura Federal. 

26 de agosto de 2000. 

Asimismo en el proyecto de la nueva Ley de Amparo, bajo el capítulo VII 

IMPROCEDENCIA artículo 59, se establece: 

"Artículo 59. El juicio de amparo es Improcedente: fracción XIII. Contra 
actos emanados de un procedimiento judicial o de un procedimiento 
administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud del cambio de 
situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas 
irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento 
respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la 
nueva situación jurídlca45

". 

44 GÓNGORA, Pimentel Genaro David- Presentación del Proyecto de la nueva Ley de Ampuo. Pág. 9. 
45 Proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Collllitución Polltica de los Estados 
Unidos Mexicanos. Suprema Cone de Justicia de la Nación, México, 2000, pág. 108. 
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Debemos anotar que en este proyecto de Ley, existe una seria contradicción con la 

subsiguiente fracción XIV del artículo 59, ya que en ella se establece46
: 

"fracción XIV. Contra las resoluciones de los tribunales Judldales, 
administrativos o del trabajo, respecto de las cuales mnceda la ley 
ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por 

, virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nuliflcadas. Se 
exceptúa de lo anterior: b) Cuando el acto reclamado consista en 
órdenes de aprehensión o reaprehenslón, autos de formal prisión o de 
sujeción a proceso, resolución que establezca los requisitos para el 
otorgamiento de la libertad bajo caución, orden de arresto o cualquier otro 
que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de 
sentencia definitiva en el proceso penal; y". 

Sin embargo, la técnica actual que rige al juicio de amparo, establece que no se puede 

acudir al juicio constitucional, estando pendiente la resolución de un recurso ordinario. 

Entonces no entendemos, lse podrá Interponer simultáneamente el Juicio de amparo 

con el recurso de apelación, frente a la orden de aprehensión?. 

Diremos que es Ilógico porque se supone que no se deben dictar sentencias 

contradictorias en un mismo proceso, pudiendo darse el caso de que al resolver el 

amparo, se concediera o negara la protección de la Justicia de la Unión v a su vez, al 

resolver el recurso ordinario se confirmara, revocara, nullflcara o modificara en sentido 
contrario al del criterio de los Tribunales federales, por eso consideramos confusa v 
contradictoria estas causas de Improcedencia que se anotan en dicho proyecto. 

Luego entonces, debe quedar claro y sin lugar a dudas si se aplicase la fracción XIII o la 

XIV del artículo 59 de la nueva Ley de Amparo, para sobresee1 o no en juicio, lo que 

consideramos un verdadero desacierto jurídico, porque la redacción propuesta en dichas 

fracciones resulta contradictoria entre si, por lo que deja lugar al hecho de que se 

tuviera que recurrir constantemente a la interpretación en cada caso, de lo que se quiso 

aplicar y en que sentido. 

46 fdem, Pág. 109. 
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En otras palabras, las fracciones en su contenido, son contradictorias, por lo mismo, de 

dlricil aplicación. 
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4.1. JUSTIFICACIÓN JUIÚDICA DE LA 
PROPUESTA DE REFORMA A LA 
FltAUIÓN X DEL AllTfCULO 
73 DE LA LEY DE AMPARO. 

Es sin lugar a dudas, el objeto fundamental de todo orden jurídico, velar por la 

integridad e Imparcialidad en la aplicación de la Ley, así como de la emisión de 

actos y resoluciones, por parte de las autoridades competentes, que pueden 

afectar al gobernado en su esfera jurídica, el cual necesita de un Instrumento 6gH 

y oportuno para hacer valer sus derechos y obligaciones frente a todo el mundo, 

pero esencialmente frente al poder público; por ello, además del objeto de la 

protección y efectos de la Justicia de la Unión, al revisar los actos de la autoridad 

que los emite, existe una cuestión sumamente relevante que es la de garantizar a 

todo ese universo de personas, sean éstas físicas o colectivas, el fácil acceso a la 

instauración del juicio constitucional o de garantías. 

Lo anterior se logra otorgando a las partes procesales, las mismas posibilidades o 

medios de defensa de modo tal que cualquier afectación a ese equillbrlo seria 

suficiente para acreditar un Interés legítimo en que se revise la aduacl6n de la 

autoridad de que se trate. 

En nuestro concepto, debe prevalecer por encima de políticas criminales o de 

agilización de la carga de trabajo de los Tribunales federales (burocrac:la), el 

espíritu contenido en el significado del término "Just1c1a•, la cual es definida en 

Roma por el célebre "Ulplano•, su autor, que decía: "Justicia es la constante y 

perpetua voluntad de darle a cada quien lo que le cou espon<1e•. 

Es decir, si existe el delito, y su autor, éste debe asumir la carga de su 

responsabilidad y ser reprimido conforme a la Ley o ser readaptado en el mejor de 

los casos, pero siempre cumpliendo · con las formalidades esenciales del 
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procedimiento, ajustando la actuación del órgano investigador y persecutor de los 

delitos a la propia ley, exigiendo que cumpla cabalmente con su cometido. 

Por ello, frente a la autonomía de la persona, está la heteronomía del Derecho. 

lPude entonces el Derecho limitar y restringir la libertad del hombre? • Desde 

luego que si; pero una cosa es limitar o restringir la libertad del hombre y otra 

muy distinta, aniquilar esa libertad, escudándose en una ley secundarla, ya que el 

espíritu ciel Constituyente de 1917 quedó muy claro al fijar las garantías 

individuales del gobernado. 

El Derecho fue creado para servir al hombre no para que el hombre sirva al 

Derecho, de ahí que el derecho como un sistema de normas deba encauzar la vida 

del hombre en su beneficio. Todo régimen estatal debe respetar ese límite, ese 

mínimo de libertades que será Intocable, por lo que, aún cuando el Derecho pueda 

reglamentar la libertad, debe dejar una esfera, esa celdilla, ese ámbito de absoluta 

libertad dentro del cual el individuo podrá moverse libremente. 

Y es que todo régimen estatal debe respetar la dignidad humana, la que existe 

solo en aquellos casos en que se es libre. En los regímenes totalitarios, 

absolutistas, en donde se ha postergado al gobernado para considerar solamente 

a una entidad abstracta, como es el Estado, que en realidad sin gobernado no es 

nada, si ha acabado con su libertad. Es decir, en los sistemas de gobierno 

dictatoriales, en donde no se ha cuidado en lo absoluto de respetar ese mínimo de 

libertad, se ha aplastado la dignidad del hombre en aras de una entidad superior a 

él, el Estado, al que la libertad de aquel debe quedar supeditada. 

En Derecho no puede nunca ser creación caprichosa del Estado, por el contrario, 

debe ser siempre el resultado de las necesidades de la colectlvldad para la cual se 

legisla. 
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Y los derechos del gobernado que debe respetar toda autoridad constituyen les 

garantías individuales; por lo mismo, las normas constitucionales que se contienen 

en la Constitución deben estar por encima de la leyes secundarlas, pero no solo en 

teoría, sino en la práctica, porque la Constitución es la objetivación normatlvll de 

la voluntad popular. 

La auto limitación y la autodeterminación decididas por el pueblo han sido 

consagradas por éste en la Constitución en ejercicio de su soberanía, que es el 

poder que no reconoce a otro poder por encima de sí; y el deber del gobernante 

es velar porque se cumplan los imperativos de aquella, que, después de todo, es 

la voluntad popular convertida en norma. 

Luego entonces, si la propia Constitución en sus artículos 103 y 107 establecen su 

protección, fijando lineamientos específicos al respecto, entendemos que el Juicio 

de amparo fue creado con el sano propósito de dotar al gobernado de un 

poderoso medio de defensa frente a la arbitrariedad del poder público y así 

obligarlo a que él también respete los mandatos constitucionales, por ello el juicio 

de amparo tiene su sustento en la propia Constitución donde tiene su meta y 

origen o fuente. 

En las anteriores condiciones, al hablar que el citado juicio de amparo es guardián 

del Derecho y de la Constitución, se llega a otra conclusión: "la norma secundarla 

no puede estar en principio, en contra del mandato constitucional". 

Resulta evidente que se debe reformar el actual contenido de la fracción X del 

artículo 73 de la Ley de Amparo, para ese efecto, se debe Insertar en su texto, el 

artículo 16 constitucional, para de esa forma, otorgar al gobernado la tan 

pregonada amplitud de su derecho de defensa frente al poder público, y asl' 

quedaría garantizado el examen de las posibles Ilegalidades que se pudiesen 

cometer al girar una orden de aprehensión. 
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Entonces la redacción del texto de dicho dispositivo legal quedaría en los 

siguientes términos: 

"ARTICULO 73. El juicio de amparo es improcedente: 
X. Contra actos emanados de un procedimiento judicial o 
administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de 
cambio de situación jurídica en el mismo, deban considerarse 
consumadas Irreparablemente las violaciones reclamadas en el 
procedimiento respectivo, al afectar la nueva situación jurídica. 

Cuando se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 o 20 de la 
Constitución, exclusivamente la sentencia de primera Instancia hará 
que se considere Irreparablemente consumadas las vlolaclones 
reclamadas por lo que, la autoridad judicial que conozca del proceso 
penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que 
corresponda al quejoso, una vez cerrada la Instrucción y hasta que 
sea notificada de la resolución ejecutoria que recaiga en el juicio de 
amparo pendiente. 

Lo anterior se justifica plenamente, para dar la oportunidad legal al impetrante de 

garantías de gozar de un medio de defensa eficaz al permitir el examen de la 

constitucionalidad de los actos de la autoridad que emite el acto que se reclama. 

Sostener lo contrario evidentemente haría nugatoria la imparticlón de la Justicia 

porque ya no habría la oportunidad legal de revisar la actuación de la autoridad 

que emitió el acto, dejando sin lugar a dudas al gobernado sin esa oportunidad de 

defensa, entonces se perdería el espíritu del legislador Constituyente, de otorgar 

esa garantía de seguridad Jurídica. 
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4.2. LA PllOTECCIÓN DE LA JU511CIA DE LA UNIÓN 
EN CASO DE OTORGARSE, DHE SER USA Y LLANA. 

Es muy común que al tramitar el juicio de amparo, respecto de la orden de 

aprehensión, los jueces de Distrito cuando otorgan la protección federal, lo hacen 

para el "efecto• de que se purguen vicios que se pudiese contener en dicha orden, 

especialmente en la motivación y fundamentación, dejando libertad absoluta de 

que la autoridad emisora del acto, pronuncie una nueva orden de aprehensión, 

purgando esos vicios que pudiese tener la primigenia orden, lo cual provoca la 

interposición de una nueva demanda y así sucesivamente. 

Sobre el particular, debe decirse que cuando se reclama la orden de aprehensión 

pendiente de ejecutarse, ante el órgano de control constltuclonal se debe analizar, 

no solo la forma, sino el fondo de la cuestión debatida, ya que no tendria ningún 

caso que se modificara el contenido de la fracción X del artículo 73 de la Ley de 

Amparo, y a la vez, permaneciera intocada la práctica de conceder el "amparo 

para efectos", puesto que en términos del artículo 78 de la Ley de Ampan:i, el 

Juez de Distrito, en la sentencia que dicte en el juicio de garantías, "el acto 

reclamado debe apreciarse tal y como aparezca probado ante la autoridad 

responsable", es decir, no solo en su forma, sino en el fondo. 

En efecto, debe considerarse que al combatir el libramiento de una orden de 

captura como acto reclamado en el Juicio de amparo, el quejoso esd 

compareciendo ante los órganos de la autoridad pública en relación con el 

mandamiento de aprehensión que está reclamando y siendo que dicha demanda 

es un todo, no puede, ni debe seccionarse dicha demanda, como se hace en la 
práctica. 

Consideramos pues, que el Juez de Distrito cuando otorga la proteccl6n 

constitucional, debe resolver todos los aspectos medulares no solo con relad6n al 
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derecho sustantivo, sino también adjetivo, en virtud de que se trata de una sola 

demanda de amparo, la cual contiene los conceptos de violación que hace valer el 

gobernado, luego entonces, el Juez de Distrito debe verse obligado a resolver 

todas las cuestiones que se le plantearon en la demanda, basado en el principio 

de congruencia; ya que resolver solo cuestiones de forma, Implica dllaclón en la 

impartlclón de la Justicia y si tiene los elementos suficientes para determinar 

acerca de la legalidad o Ilegalidad en la emisión del acto reclamado, es 

incuestionable que se encuentra obligado a estudiar todas y cacla una de las 

violaciones que se encuentren plenamente justificadas y así, hacer honor a una 

Justicia pronta y expedita ya que habrá casos en los que el acto reclamado 

carecerá del cumplimiento de los requisitos de forma prescritos por la ley, pero 

también cuestiones de fondo que harían que si se libra la orden de aprehensión, 

lógicamente este acto deviniera en Inconstitucional dando paso al otorgamiento de 

la protección constitucional en forma lisa y llana, y no solo para purgar vicios de 

forma. 

Lo anterior tiene, en nuestro concepto, como sustento legal: Los artículos 76 bis, 

fracción II, 78 y 80 de la Ley de Amparo textualmente disponen: 

"76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la 

deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los 

agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo 

siguiente: 

"11. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de 

violación o de agravios del reo." 

'78. En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto reclamado se 

apreciará tal como aparezca probado ante la autoridad 1espo;1sable, y no se 

admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido 
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ante dicha autoridad para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto de 

la resolución reclamada. 

En las propias sentencias sólo se tomarán en consideración las pruebas que 

justifiquen la existencia del acto reclamado y su constitucionalidad o 

inconstltucionalldad. 

El Juez de amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido 

rendidas ante la responsable, no obren en autos v estime necesarias para la 

resolución del asunto." 

'80. La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado 

en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al 

estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de 

carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo ser6 

obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía 

de que se trate v a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija. 

En el juicio de amparo, en general, el juzgador tiene la obligación de revisar la 

legalidad de los actos reclamados; este examen puede realizarse bajo diversos 

aspectos: competencia, requisitos de procedibilidad, extinción de la acción, etc. 

En el juicio de amparo en materia penal, en particular, al hacer ese examen, el 

Juez tiene el deber de suplir la deficiencia de la queja; es decir, de corregir los 

errores en la cita de preceptos y de intervenir de oficio en el anállsls de la 

demanda, haciendo valer los argumentos que a su juicio sean necesarios o 

conduzcan al conocimiento de la verdad, y más aún, fijar precisamente la 

situación jurídica del impetrante de garantías, frente a la autoridad responsable, 

Incluso respecto de su libertad personal o del otorgamiento de garantías para 

obtener esa libertad provisional. 
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La suplencia de la queja en esta materia es tan amplia que, por disposición de la 

ley, opera aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios. De ahí 

que, en debido cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 76 bis, fracción 11, de i. 

Ley de Amparo, el órgano jurisdiccional tenga la obligación, no sólo de estudiar los 

argumentos que le fueron propuestos, sino, Incluso, de introducir oficiosamente 

aquellos que a su juicio considere pertinentes para resolver. Este proceder, en 

modo alguno constituye una sustitución del juzgador, ni pugna con lo dispuesto 

por el artículo 78 de la Ley de Amparo. Se trata únicamente del ejercicio de las 

particulares atribuciones que en materia penal le corresponden. 

Por su parte la protección concedida, debe ser lisa y llana porque se trata de 

reparar una garantía constitucional, que ha sido vulnerada por la autoridad 

responsable y en ese contexto es Indudable que al otorgar el amparo •para 

efectos•, resulta contrario al espíritu contenido en el artículo 80 de la Ley de 

Amparo, y así se ha resuelto en la Tesis de Jurisprudencia visible en el Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación de 1995. Octava Época. Tomo 11, Parte Tesis: 

228 Página: 130, la cual dice: ORDEN DE APREHENSIÓN INFUNDADA E 

INMOTIVADA. LA PROTECCÓN CONSTITUCONAL QUE SE OTORGUE 

DEBE SER USA Y LLANA. 

El anterior criterio, no pugna con la emisión de un nuevo acto de la autoridad 

responsable ya que el amparo concedido lisa y llanamente, tiene el alcance de 

nulificar el acto Ilegal emitido; pero no puede restringir el Imperio de la 

responsable de emitir un nuevo acto si así lo estima conveniente. 

Cuestión diferente es cuando el amparo se concede lisa y llana, restringiendo a la 

autoridad responsable a obrar en el sentido que se le ordena en la sentencia de 

amparo, pues en este caso la autoridad responsable ya no puede hacer uso de ese 

imperio jurisdiccional al haber sido limitada por la sentencia respectiva. 
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4.:S. EL JUEZ DE DISTlllTO AL CONCEDER LA SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL DE LOS ACl'OS ltK1 '"AOOS, DEM 
PRONUNCIAllSE ACERCA DE LA UMltTAD PEltSOlllAL 
DEL INDICIADO. 

. - . ···---·------

Otro aspecto toral es el relativo a la libertad personal del indiciado, ya que de 

acuerdo con el contenido de los artículos 124, fracción JI, 136 y 138 de la Ley de 

Amparo, los Jueces de Distrito tienen amplias facultades para fijar las medidas de 

aseguramiento que juzguen convenientes a fin de que el quejoso no se sustraiga a 

la acción de la justicia ni se suspenda el procedimiento de tipo judidal, cuando se 

reclame una orden de aprehensión o cualquier acto que restrinja la libertad 

personal, por lo cual el Juez Federal al conceder la suspensión debe fijar la 

situación jurídica frente a la cual quede el indiciado, respecto a su llbertad, de la 

cual no puede ser privado, pero como medida de aseguramiento, para 

garantizarla, al conceder ésta se condiciona al otorgamiento adicional de una 

caución y a que comparezca ante el Juez de la causa dentro del plazo respectivo a 

fin de sujetarse al procedimiento, pues la sociedad está Interesada en que no se 

entorpezca. 

Lo anterior significa que el Juez de Distrito debe en todo caso, determinar las 

modalidades bajO las cuales el got>E!rnado se debe sujetar al proceso penal, con 

relación a su libertad personal ya que no puede considenlrse radicalmente 

separado el Juicio constitucional, del juicio natural, en virtud de que entre ambos 

existe estrecha vinculación y persiguen la misma finalidad, es decir, que el 

procesado no se sustraiga a la acción de la justicia, pues aunque en diversa 

perspectiva, los dos se ventilan en torno a los mismos hechos dellctuosos y en 

relación con el mismo sujeto, luego entonces, al fijar el monto de la garantía para 

que proceda la suspensión definitiva en el Incidente de suspensión, debe el Juez 

del amparo sujetarse a análogos criterios a los marcados por las disposiciones 

federales o locales a que remite la propia Ley de Amparo, que en el caso viene 

siendo lo dispuesto en los artículos 20, fracción I, de la Constltucl6n y los 
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aplicables en materia del fuero común (Códigos de Procedimientos Penales), los 

cuales señalan que para la concesión de la libertad provisional, se debe garantizar 

el monto estimado de la reparación del daño, así como el de la cuantía de las 

sanciones pecuniarias que puedan imponerse. 

Por su semejanza jurídica cabe hacer referencia a la tesis visible en la página 

cincuenta v siete, del Volumen 88, del Semanario Judicial de la Federación, 

Tribunales Colegiados de Circuito, Sexta Parte, bajo el rubro: "UBERTAD 

PROVISIONAL. INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN AMPARO. CRfreRIO PARA 

DETERMINAR EL MONTO DE LA CAUClON", que se lee: "El artículo 136 de la Ley 

de Amparo dispone que en los casos de detención por mandamiento de 

autoridades judiciales del orden penal, o de auto de prisión preventiva, el quejoso 

podrá ser puesto en libertad bajo caución conforme a las leyes federales o locales 

aplicables al caso. Sobre la remisión que el anterior precepto hace a las leyes 

federales o locales, la misma no se limita a la cuestión sobre la procedencia de la 

libertad provisional en función de las penas medias aritméticas, sino que, además, 

puede extenderse a los criterios que deben tenerse en cuenta para fijar el monto 

de la garantía correspondiente". 

En efecto, aunque es cierto que el artículo 20 constitucional v las disposiciones 

conducentes de los respectivos Códigos de Procedimientos Penales se refieren a la 

garantía que debe otorgar el inculpado para gozar de la libertad provisional en el 

proceso, que es distinta de la que se requiere para obtener la suspensión del acto 

reclamado en el amparo, no es· menos cierto que ambas garantías persiguen la 

misma finalidad última, es decir, que el reo no se sustraiga a la acción de la 

justicia. 

Puede, pues, válidamente establecerse, que al fijar el monto de la garantía para 

gozar de la libertad provisional concedida en el Incidente de suspensión, debe el 
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Juez del amparo sujetarse a análogos criterios a los . marcados por las 

disposiciones federales o locales a que remite ~ propia Ley de Amparo. 

Además, el Juez Federal válidamente puede fijar las medidas que estime 

pertinentes para el aseguramiento del quejoso, a fin de que pueda ser devuelto • 

la autoridad responsable en el caso de negársele la protección de la Justicia 

Federal solicitada, y además para que la suspensión no Impida la contlnuacl6n del 

procedimiento, como así lo dispone el párrafo cuarto del numeral 136 de la ley de 

Amparo, al preceptuar que: "Si se concediere la suspensión en los casos de 

órdenes de aprehensión, detención o retención, el Juez de Distrito dicta~ las 

medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, • efecto de 

que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en el caso de no COI ICt!dérsele 

el amparo ... 

Solo cabe apuntar que si el monto de la garantía para otorgar la concesión de la 

suspensión de los actos reclamados, misma que se traduce en un "status" de 

libertad, ahí si es necesario que el gobernado aporte los elementos probatorios 

necesarios para acreditar que el monto de la fianza señalada por el Juez de 

amparo, resulta excesiva en relación a la reparación del daño por el Ilícito que se 

le impute y de las sanciones pecuniarias que en su caso se le puedan Imponer; 

por su semejanza jurídica es dable hacer alusión a la tesis visible en la página 69, 

del Informe de 1966, de la otrora Tercera Sala de la Suprema C.orte de Justicia de 

la Nación, que se lee: "MONTO EXCESIVO DE LA FIANZA PARA LA SUSPENSIÓN, 

PRUEBA DEL Corresponde a los recurrentes allegar los elementos probatorios 

necesarios para acreditar que el monto de la fianza señalada por el bibunal ad 

quem, resulta excesiva para responder de los daños y perjuicios que cause 111 

suspensión al tercero perjudicado o en otras palabras, demostrar sus afirmaciones 

relativas a que el monto no se halla de acuerdo con las constancias o documentos 

que obren en el juicio común, y si no aportan esas pruebas debe! couslderarse que 

la cantidad fijada por esas autoridades corno fianza se halla arreglada a derecho, 

por haber hecho un buen uso de su arbltrto. • 
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Sin embargo, el aspecto más importante quizá, es el hecho de que el Juez federal, 

en ningún caso resuelve u ordena que se otorgue la libertad al quejoso, cuando 

tiene derecho a ella, simplemente se limita a decir que en cuanto a su libertad 

personal, queda a disposición del Juez de Amparo v en cuanto al procedimiento, al 

Juez de la causa, sin dictar las medidas pertinentes. 

Lo anterior nos da margen para establecer: 

Los artículos 124, 136 v 138 de la Ley de Amparo, a la letra dicen: 

Artículo 124. Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión 

se decretará cuando concurran los requisitos siguientes: 

l. Que la solicite el agraviado; 

JI. Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de 

orden público. 

Se considerará, entre otros casos, que sí se siguen esos perjuicios o se realizan 

esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión se continúe el 

funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de 

drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus 

efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien 

de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir 

epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en 

el país, o la campaf'ia contra el akoholismo v la venta de sustancias que 

envenenen al individuo o degenere la raza; o se permita el lncurnpllmlento de las 

órdenes militares; 

111. Que sean de difícil reparación los daf'ios v perjuicios que se causen al 

agraviado con la ejecudÓn del acto. 
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El Juez de Distrito, al conceder la suspensiOO, procurará fijar la situación en que 

habrán de quedar las cosas, y tomará las medidas pertinentes para conservar i. 

materia del amparo hasta la terminación del juicio. 

Artículo 136. Si el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión sólo 

producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de ~ 

únicamente en cuanto a ella se refiera, quedando a disposición de la autoridad 

que deba juzgarlo, cuando el acto emane de un procedimiento del orden penal por 

lo que hace a la continuación de éste. 

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso efectuada por 

autoridades administrativas distintas del Ministerio Público como probable 

responsable de algún delito, la suspensión se concederá, si procediere, sin 

perjuicio de que sin dilación sea puesto a disposición del Ministerio Público, para 

que éste determine su libertad o su retención dentro del plazo y en los términos 

que el párrafo séptimo del artículo 16 constitucional lo permite, o su consignación. 

De consistir el acto reclamado en detención del quejoso efectuada por el 

Ministerio Público, la suspensión se concederá y desde luego se pondrá en 

inmediata libertad, si del informe previo que rinda la autoridad responsable no se 

acreditan con las constancias de la averiguación previa la flagrancia o la urgende, 

o bien si dicho informe no se rinde en el término de veinticuatro horas. De existir 

flagrancia o urgencia se prevendrá al Ministerio Público para que el quejosO, sea 

puesto en libertad o se le consigne dentro del término de cuarenta y ocho horas o 

de noventa y seis horas según sea el caso, a partir de su detenct6n. 

SI se concediere la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, detención 

o retención, el Juez de Distrito dictará las medidas que estime necesartas para el 
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aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad 

responsable en caso de no concedérsele el amparo. 

Cuando la orden de aprehensión, detención o retención, se refiera a dellto que 

conforme a la ley no permita la libertad provisional bajo caución, la suspensión 

sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito 

en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad 

personal, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer del 

procedimiento penal para los efectos de su continuación. 

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso por orden de 

autoridades administrativas distintas del Ministerio Público, podrá ser puesto en 

libertad provisional mediante las medidas de aseguramiento y para los efectos que 

expresa el párrafo anterior. 

En los casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de 

mandamiento de autoridad judicial del orden penal o del Ministerio Público, o de 

auto de prisión preventiva, el Juez dictará las medidas adecuadas para garantizar 

la seguridad del quejoso y éste podrá ser puesto en libertad bajo caución 

conforme a la fracción I del artículo 20 constitucional y a las leyes federales o 

locales aplicables al caso, siempre y cuando el Juez o Tribunal que conozca de la 

causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de 

esa persona, por no habérsele solicitado. 

La libertad bajo caución podrá ser revocada cuando incumpla en forma grave con 

cualquiera de las obligaciones que en términos de ley se deriven a su cargo en 

razón del juicio de amparo o del procedimiento penal respectivo. 

Las partes podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del Informe previo. En 

los casos previstos en el artículo 204 de esta ley, se considerará hecho 
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superveniente la demostración de la falsedad u omisión de datos en el contenido 

del Informe y el Juez 

podrá modificar o revocar la interlocutoria en que hubiese concedido o negado la 

suspensión; además, dará vista al Ministerio Público Federal para los efectos del 

precepto legal citado.• 

Articulo 138. En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en 

forma tal que no Impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya 

motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la 

continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daflo o 

perjuicio que pueda ocasionarse el quejoso. 

De los preceptos transcritos se desprende, en lo que al caso Interesa destacar, lo 

siguiente: 

Que la suspensión se decretará cuando no se siga perjuicio al Interés social ni se 

contravengan disposiciones de orden público. 

Que al Juez de amparo se le conceden las más amplias facultades para fijar las 

medidas de aseguramiento que estime convenientes, a fin de que el quejoso no se 

sustraiga a la acción de la justicia. 

Que el otorgamiento de la medida cautelar no constituye un Impedimento para la 

continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto 

reclamado. 

Lo anterior lleva a considerar que al proveer respecto de la suspensión de los 

efectos del acto reclamado, tratándose de la 1esb lccl6n de la llbertad personal, es 
menester que se guarde un prudente equlllbrlo entre la salvaguarda de ese 
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delicadísima garantía constitucional y los objetivos propios de la persecución de 

los delitos y la continuación del procedimiento penal, aspectos sobre los que se 

encuentra Interesada la sociedad. 

Para lograr dicho equilibrio, el artículo 136 de la Ley de Amparo dispone que en 

los juicios constitucionales en los que se reclamen actos restrictlwls de la libertad, 

el Juez de Distrito dictará las medidas que estime necesarias, tendientes al 

aseguramiento del quejoso con el fin de que sea devuelto a la autoridad 

responsable, en caso de que no se le concediera el amparo que hubiere solicitado, 

de donde se desprende que los Jueces de Distrito gozan de amplitud de criterio 

para fijar dichas medidas, tales como exigir fianza; establecer la obligación de que 

el quejoso dé su domicilio, a fin de que se le puedan hacer la citaciones 

respectivas; fijarle la obligación de J,Jresentarse al juzgado los días que se 

determinen y hacerle saber que está obligado a comparecer dentro de 

determinado plazo ante el Juez de su causa debiendo allegar los criterios que 

acreditan esa comparecencia, o cualquier otra medida que considere conducente 

para el aseguramiento del agraviado. 

Asimismo, debe tomarse en cuenta que atento lo preceptuado por el artículo 138 

de la Ley de Amparo, en los casos en que la suspensión sea procedente, ésta se 

concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el 

asunto que haya motivado el acto reclamado. 

De todo lo anterior, se concluye que los Jueces federales, tienen la capacidad 

legal, para determinar acerca de las condiciones en que el lmpetrante de 

garantías, debe quedar, respecto de su libertad personal; sin embargo, como se 

dijo, es sumamente raro que un Juez de Distrito, asuma esta postura, 

normalmente se limitan a fijar una garantía pecuniaria, para eoticeder la medida 

cautelar, pero sin mayor anállsls, lo que consideramos contradkiorto y apartado al 

espíritu que introdujO el Legislador en los preceptos .les que quedaron 
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transcritos. De ahí ·que el Juez federal deba pronunciarse respecto de la libertad 

del Indiciado, cuando advierta que la autoridad de la causa no lo ha hecho. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- Las ciudades de Grecia y Roma, en la antigüedad estructuraron una 

organización social similar a nuestro Estado moderno (de la raiz latina •status•, 
que significa orden, regla), sin embargo a partir de las Invasiones bárbaras v del 

establecimiento del feudalismo, esa organización. se diluye en una multlplk::ldad de 

relaciones sociales, patrimoniales y políticas, que la transformaron v la hicieron 

desaparecer. 

El Estado como estructura social moderna, tal como nosotros la entendemos 

ahora, se gesta a partir del siglo XVI y XVII, estabilizándose su concepto y fines 

específicos desde la Revolución Francesa en el siglo XVIII, hasta 1945, en que al 

finalizar la segunda guerra mundial iniciada en 1939, surge un concepto de Estado 

contemporáneo, pero muy cercano al Estado liberal burgués anterior. 

El Estado es pues, una organización jurídica total de una sociedad, bajo un poder 

de dominación que se ejerce en determinado territorio, formado por tres 
elementos esenciales: "El poder político, el territorio y la población", que 

constituyen los ámbitos espacial y personal de validez del orden juridlco •. 

Bajo las anteriores consideraciones, el Estado debe ser el garante de las 

características más profundas de la condición humana, formada por aspiraciones 

individuales de orden libertario y por necesidades sociales, subordinadas aquellas 

y éstas a la organización jurídica de la colectlvldacl. 

SEGUNDA.- Ahora bien, si nuestra Constitución es el orden normativo jurídico 

escrito, que traza el programa que organiza al Estado, nos da como resultado la 

supremacía como ley fundamental, de donde parte cualquier actividad del propio 

Estado. Es ley suprema porque es la primera v superior a todas las leyes; porque 
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ocupa el nivel más elevado y no tiene ley superior a ella; porque es expresión de 

la soberanía del pueblo y rige las demás leyes y faculta a todas las autoridades, 

entonces no existe razón alguna, cuando menos desde la óptica Jurfdlca, que 

justifique que una ley secundaria, contenga restricciones que van m6s all6 del 

espíritu contenido en la norma constitucional. 

Nos referimos precisamente al contenido de los artículos 103 y 107 

constitucionales, el primero prevé la capacidad que se otorga a los Tribunales de 

la Federación, para resolver tocias las controversias que se susciten por leyes o 

actos de autoridad que violen garantías individuales; por actos de la autoridad 

federal que vulnere o restrinja la soberanía de los Estados o la esfera de 

competencia del Distrito Federal, o por actos que contengan actos de los Estados 

o del Distrito Federal, que invadan la competencia de la autoridad federal. El 

segundo diseña las bases, formas y procedimientos, bajo los cuales se deberán 

resolver los primeros, y en específico la fracción XII del artículo 107 establece la 

procedencia del juicio de amparo por violaciones a las garantías de los artículos 

16, en materia penal, 19 y 20. 

Sin embargo, la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, reglamentarla de 

los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación del ocho de febrero de 

mil novecientos noventa y nueve, cuya entrada en vigor fue al dla siguiente de su 

publlcaclón, contempla una restricción Importante acerca de la resolución y 

conocimiento de la violación que pudiese existir respecto del artículo 16 

constitucional en materia penal, ya que ordena la Improcedencia del juicio de 

amparo, por cambio de situación jurídica, lo cual, en nuestro concepto, constituye 

un desacierto legislativo y retrocede, en el auténtico, genuino e Imparcial principio 

Impartir Justicia, porque no permite entrar al fondo de los motivos de la vlolacl6n 
reclamada, haciendo nugatorlo nuestro Juicio de Amparo. 
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TERCERA.- Como lo hemos analizado, los derechos públicos subjetlws que le 

asisten al gobernado, también llamados garantías lndlvlduales, deben ser 

respetados con amplitud ya que si por una parte la propia Constitución, dota de 

capacidad legal a las autoridades para que desempeflen su función, sea cual sea, 

no se debe perder de vista que también, frente al poder público, se dota el 

gobernado, de la capacidad de defensa; por lo que restringir, mediante una ley 

secundaria esa defensa, resulta a todas luces, inconstltudonal. 

El Estado tiene a su alcance todos los medios y fuerza necesarios para hacer 

cumplir sus determinaciones, cuenta con Instituciones como el Ministerio Públk:o v 
sus Agentes, a quienes encomienda la investigación v persecución de los delitos a 

los cuales dota de recursos humanos y financieros amplios v suficientes para el 

desempeño de su labor • 

.. En estas condiciones no se puede sino exigir que esas Instituciones cumplan 

cabalmente con su trabajo de Investigación v de integración de las Averiguaciones 

Previas que les corresponda conocer, es decir, que acrediten la existencia del 

"cuerpo del delito• y de la probable responsabilidad del indiciado, como premisa 

para el ejercicio de la acción penal. Frente a todo ese aparato buroa6tlco, se 

encuentra el gobernado, el ciudadano simple, normal, que únicamente tiene a su 

alcance, a veces con dificultad, el Imperio de nuestra Constitución v de las leyes 

que de ella emanan; sin embargo hemos visto corno las leyes secundarlas bien 

pueden ser consideradas como lnconstltucionales, ya que llmltan el ejercido de un 

derecho, en aras de suprimir el rezago en las cargas de trabajo que existen en los 

Tribunales de la Federación. 

CUARTA.- Al proponer la modificación a la Ley de Amparo respecto de la fracción 

X del artículo 73, no es otra cosa, QUI:! reconocer que el gobernado tiene derechos 

y no solo se le puede exigir el cumplimiento de obligaciones, es pues, un ar1'11sls 

sistem6tlco comparativo del derecho subjetivo, el cual debe ser respetado por la 
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autoridad jurisdiccional, la que debe pugnar, no por evitar sus cargas de trabajo, 

sino velar por la protección de los derechos fundamentales del hombre, dentro de 

éstos, su libertad, como garantía de Justicia. 

No podemos, ni debernos, dejar en el criterio del órgano jurisdiccional, el sentido 

de como se debe aplicar determinado precepto legal, sino es menester someter y 

obligar a autoridad pública a que se respete las garantías oonstltuclonales del 

gobernado, no pueden ni deben, esas garantías, ser objeto de restricción por una 

ley secundaria, por ello, estimarnos justificada la modificación a la Ley de Amparo 

en su artículo 73 fracción X, sin dejar lugar a duelas o Interpretaciones, como 

requisito fundamental para que impere nuestro Estado de derecho, además para 

que Impere uno de los valores más sentidos y apreciados por el hombre .... su 

libertad. 
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